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INFORME DE CONCILIACIÓN AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 252 DE 2020 SENADO, 256 

DE 2019 CÁMARA

por la cual se reconoce el patrimonio cultural material e inmaterial de la Nación del pueblo raizal del 
Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina, se propone la elaboración de los estudios 

correspondientes para realizar las declaratorias que correspondan, acorde a los procedimientos vigentes y 
se dictan otras disposiciones.

 
INFORME DE CONCILIACIÓN AL PROYECTO DE LEY Nº 252 DE 2020 

SENADO, 256 DE 2019 CÁMARA  
 

“POR LA CUAL SE RECONOCE EL PATRIMONIO CULTURAL MATERIAL E 
INMATERIAL DE LA NACIÓN DEL PUEBLO RAIZAL DEL ARCHIPIÉLAGO 
DE SAN ANDRÉS, PROVIDENCIA Y SANTA CATALINA, SE PROPONE LA 

ELABORACIÓN DE LOS ESTUDIOS CORRESPONDIENTES PARA 
REALIZAR LAS DECLARATORIAS QUE CORRESPONDAN, ACORDE A 

LOS PROCEDIMIENTOS VIGENTES Y SE DICTAN OTRAS 
DISPOSICIONES” 

 
 
Bogotá D.C., 17 de junio de 2021 
 
 
Doctores 
Honorable Senador 
ARTURO CHAR CHALJUB 
Presidente 
Senado de la República 
 
 
Honorable Representante 
GERMÁN ALCIDES BLANCO ÁLVAREZ 
Presidente 
Cámara de Representantes 
 
 
REF: Informe de conciliación del Proyecto de Ley Nº 252 de 2020 Senado, 
256 de 2019 Cámara “POR LA CUAL SE RECONOCE EL PATRIMONIO 
CULTURAL MATERIAL E INMATERIAL DE LA NACIÓN DEL PUEBLO 
RAIZAL DEL ARCHIPIÉLAGO DE SAN ANDRÉS, PROVIDENCIA Y SANTA 
CATALINA, SE PROPONE LA ELABORACIÓN DE LOS ESTUDIOS 
CORRESPONDIENTES PARA REALIZAR LAS DECLARATORIAS QUE 
CORRESPONDAN, ACORDE A LOS PROCEDIMIENTOS VIGENTES Y SE 
DICTAN OTRAS DISPOSICIONES” 
 
 
Respetados Presidentes, 
 
 
De acuerdo con la designación efectuada por las presidencias del Honorable 
Senado de la República y de la Honorable Cámara de Representantes, y de 
conformidad con el artículo 161 de la Constitución Política y los artículos 186, 
187 y 188 de la Ley 5 de 1992, los suscritos Senadores y Representantes 
integrantes de la comisión de conciliación, procedimos a realizar un estudio 
comparativo de los textos aprobados en la Plenaria del Honorable Senado de la 
República y de la Honorable Cámara de Representantes.  
 

Una vez analizados, decidimos acoger en su totalidad el texto aprobado en el 
Senado de la República, ya que refleja los consensos logrados en el trámite de 
esta iniciativa. En consecuencia, solicitamos a las mesas directivas de las 
Plenarias de Senado y Cámara de Representantes poner en consideración este 
informe de conciliación y a los miembros de ambas corporaciones su apoyo para 
la aprobación. 
 

TEXTO APROBADO 
PLENARIA CÁMARA DE 

REPRESENTANTES 

TEXTO PROPUESTO 
PARA PRIMER DEBATE 

SENADO 

JUSTIFICACIÓN 

 
TITULO: “POR MEDIO DE 
LA CUAL SE DECLARA 
PATRIMONIO CULTURAL 
INMATERIAL DE LA 
NACIÓN LA 
ARQUITECTURA 
TRADICIONAL DEL 
PUEBLO RAIZAL DEL 
ARCHIPIÉLAGO DE SAN 
ANDRÉS, PROVIDENCIA Y 
SANTA CATALINA Y SE 
DICTAN OTRAS 
DISPOSICIONES.”. 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
TITULO: POR LA CUAL SE 
RECONOCE EL 
PATRIMONIO CULTURAL 
MATERIAL E INMATERIAL 
DE LA NACIÓN DEL 
PUEBLO RAIZAL DEL 
ARCHIPIÉLAGO DE SAN 
ANDRÉS, PROVIDENCIA Y 
SANTA CATALINA, SE 
PROPONE LA 
ELABORACIÓN DE LOS 
ESTUDIOS 
CORRESPONDIENTES 
PARA REALIZAR LAS 
DECLARATORIAS QUE 
CORRESPONDAN, 
ACORDE A LOS 
PROCEDIMIENTOS 
VIGENTES Y SE DICTAN 
OTRAS DISPOSICIONES” 
 
 
 
 
 

 
SE ACOGE EL TEXTO DE 
SENADO 

 
Artículo 1°: Reconózcase 
Patrimonio Cultural 
Inmaterial de la Nación los 
saberes, conocimientos 
ancestrales, técnicas 
tradicionales y prácticas 
culturales en su convivencia 
con el mar y a la arquitectura 
tradicional del pueblo raizal 

 
Artículo 1°: Reconózcase 
Patrimonio Cultural 
Inmaterial de la Nación los 
saberes, conocimientos 
ancestrales, técnicas 
tradicionales y prácticas 
culturales en su convivencia 
con el mar y a la arquitectura 
tradicional del pueblo raizal 

 

IGUAL     
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del archipiélago de San 
Andrés, Providencia y Santa 
Catalina. 
 
Parágrafo 1º. Los saberes, 
conocimientos ancestrales y 
prácticas culturales raizales 
en su convivencia con el mar 
es la reunión de saberes, 
conocimientos ancestrales y 
prácticas culturales que 
encuentran en la 
convivencia con el mar su 
razón de ser. A través de 
muchas generaciones el 
pueblo raizal ha transmitido 
prácticas culturales 
armónicas con la 
preservación de especies y 
con la protección de este 
medio natural. Si bien se 
sabe que existen otras 
expresiones culturales que 
también forman parte de 
este patrimonio cultural 
marino, esta manifestación 
recoge algunos de esos 
saberes y prácticas con el fin 
de facilitar la gestión cultural. 
 
 
Parágrafo 2º. Los espacios 
verdes o patios comunales o 
familiares o ‘the yard’ o ‘di 
yaad’ son espacios de 
sociabilidad fundamentales 
de la cultura Raizal que 
rodean los inmuebles de la 
arquitectura tradicional de 
las islas, hacen parte 
integral del conjunto 
arquitectónico tradicional del 
Pueblo Raizal del 
Archipiélago y contienen 
vegetación, árboles, huertas 
y demás elementos de valor 
ornamental, ambiental, de 
seguridad alimentaria y 
nutricional, paisajístico y 
espiritual, elementos 
importantes para la 
preservación de la Reserva 
de Biósfera Seaflower.  
 
 
Parágrafo 3°. Para efectos 
de esta ley, entiéndase por 
arquitectura tradicional del 
pueblo raizal del 
departamento Archipiélago 

del archipiélago de San 
Andrés, Providencia y Santa 
Catalina. 
 
Parágrafo 1º. Los saberes, 
conocimientos ancestrales y 
prácticas culturales raizales 
en su convivencia con el mar 
es la reunión de saberes, 
conocimientos ancestrales y 
prácticas culturales que 
encuentran en la convivencia 
con el mar su razón de ser. A 
través de muchas 
generaciones el pueblo raizal 
ha transmitido prácticas 
culturales armónicas con la 
preservación de especies y 
con la protección de este 
medio natural. Si bien se 
sabe que existen otras 
expresiones culturales que 
también forman parte de este 
patrimonio cultural marino, 
esta manifestación recoge 
algunos de esos saberes y 
prácticas con el fin de facilitar 
la gestión cultural. 
 
 
 
 
Parágrafo 2º. Los espacios 
verdes o patios comunales o 
familiares o ‘the yard’ o ‘di 
yaad’ son espacios de 
sociabilidad fundamentales 
de la cultura Raizal que 
rodean los inmuebles de la 
arquitectura tradicional de 
las islas, hacen parte integral 
del conjunto arquitectónico 
tradicional del Pueblo Raizal 
del Archipiélago y contienen 
vegetación, árboles, huertas 
y demás elementos de valor 
ornamental, ambiental, de 
seguridad alimentaria y 
nutricional, paisajístico y 
espiritual, elementos 
importantes para la 
preservación de la Reserva 
de Biósfera Seaflower.  
 
 
 
 
Parágrafo 3°. Para efectos 
de esta ley, entiéndase por 
arquitectura tradicional del 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

de San Andrés, Providencia 
y Santa Catalina el diseño, 
las edificaciones o 
inmuebles y monumentos 
realizados a partir de los 
saberes y utilización de los 
oficios tradicionales 
asociados que representan 
la cultura ancestral del 
pueblo Raizal de las islas”. 
 
 

 
 
 
Artículo 2º. Facúltese al 
Gobierno Nacional, a través 
del Ministerio de Vivienda, 
Ciudad y Territorio y el 
Ministerio de Cultura, para 
que de manera articulada 
con el Departamento 
Archipiélago de San Andrés, 
Providencia y Santa Catalina 
y la Alcaldía del Municipio de 
Providencia y Santa 
Catalina, implementen, en el 
marco del ordenamiento 
territorial y de los usos del 
suelo y de los planes de 
desarrollo, programas y 
proyectos para la protección, 
conservación, valoración, 
divulgación y visibilizarían 
de los espacios verdes o 
patios comunales o 
familiares o ‘the yard’ o ‘di 
yaad’, que hacen parte 
integral del conjunto 
arquitectónico tradicional del 
Pueblo Raizal del 
Archipiélago y constituyen 
elementos importantes para 
la conservación del 
patrimonio cultural”. 
 

pueblo raizal del 
departamento Archipiélago 
de San Andrés, Providencia 
y Santa Catalina el diseño, 
las edificaciones o inmuebles 
y monumentos realizados a 
partir de los saberes y 
utilización de los oficios 
tradicionales asociados que 
representan la cultura 
ancestral del pueblo Raizal 
de las islas”. 
 
 

 
 
 
 
Artículo 2º. Facúltese al 
Gobierno Nacional, a través 
del Ministerio de Vivienda, 
Ciudad y Territorio y el 
Ministerio de Cultura, para 
que de manera articulada 
con el Departamento 
Archipiélago de San Andrés, 
y la Alcaldía del Municipio de 
Providencia y Santa 
Catalina, previa 
identificación y valoración del 
estado del patrimonio y su 
incorporación en el POT de 
San Andrés y el EOT de 
Providencia y Santa Catalina 
implementen, en el marco 
del ordenamiento territorial y 
de los usos del suelo y de los 
planes de desarrollo, 
programas y proyectos para 
la protección, conservación, 
valoración, divulgación y 
visibilización de los espacios 
verdes o patios comunales o 
familiares o ‘the yard’ o ‘di 
yaad’, que hacen parte 
integral del conjunto 
arquitectónico tradicional del 
Pueblo Raizal del 
Archipiélago y constituyen 
elementos importantes para 
la conservación del 
patrimonio cultural”. 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

SE ACOGE EL TEXTO DE 
SENADO 

Artículo 3º. Reconózcase 
Patrimonio Cultural 
Inmaterial de la Nación, el 
conocimiento ancestral de 
los constructores de la 
arquitectura tradicional del 

Artículo 3º. Reconózcase 
como Patrimonio Cultural 
Inmaterial de la Nación, el 
conocimiento ancestral de 
los constructores de la 
arquitectura tradicional del 

IGUAL 

Pueblo Raizal del 
Archipiélago, quienes son 
poseedores de los saberes, 
conocimientos, técnicas, 
oficios y prácticas asociadas 
al diseño y construcción de 
inmuebles, monumentos y 
embarcaciones que 
representan la cultura 
ancestral del pueblo Raizal 
de las islas. 

Pueblo Raizal del 
Archipiélago, quienes son 
poseedores de los saberes, 
conocimientos, técnicas, 
oficios y prácticas asociadas 
al diseño y construcción de 
inmuebles, monumentos y 
embarcaciones que 
representan la cultura 
ancestral del pueblo Raizal 
de las islas. 

Artículo 4º. De manera 
articulada la Gobernación 
del Departamento 
Archipiélago, la Alcaldía del 
municipio de Providencia y 
Santa Catalina, Coralina, el 
Raizal Council y el Consejo 
Municipal, Departamental de 
Patrimonio, deberán 
elaborar una Lista Indicativa 
de Candidatos a Bien de 
Interés Cultural (LICBIC) en 
el ámbito del Departamento 
Archipiélago; previo 
inventario y valoración del 
patrimonio material y definir 
qué bienes de la lista puedan 
ser declarados como Bien 
de Interés Cultural (BIC); y 
determinar cuáles requieren 
un Plan Especial de Manejo 
y Protección (PEMP). 

Artículo 4º. De manera 
articulada la Gobernación del 
Departamento Archipiélago, 
la Alcaldía del municipio de 
Providencia y Santa 
Catalina, Coralina, el Raizal 
Council y el Consejo 
Departamental de 
Patrimonio, deberán elaborar 
una Lista Indicativa de 
Candidatos a Bien de Interés 
Cultural (LICBIC) en el 
ámbito del Departamento 
Archipiélago; previo 
inventario y valoración del 
patrimonio material y definir 
qué bienes de la lista puedan 
ser declarados como Bien de 
Interés Cultural (BIC); y 
determinar cuáles requieren 
un Plan Especial de Manejo 
y Protección (PEMP). 

SE ACOGE EL TEXTO DE 
SENADO 

Artículo 5º. El Artículo 1° de 
la Ley 1185 de 2008 
modificatorio del artículo 
4°de Ley 397 de 1997, 
Integración del patrimonio 
cultural de la Nación, 
“consideran como bienes de 
interés cultural del ámbito 
nacional los bienes del 
patrimonio arqueológico”.  
 
Faculta al Ministerio de 
Cultura, al Instituto 
Colombiano de Antropología 
e Historia, al Archivo 
General de la Nación y al 
Instituto Caro y Cuervo a 
promover la investigación 
acerca de las Ruinas del 
Fuerte de La Libertad o “Fort 
Warwick” o “Fuerte Louis 
Aury” en el municipio de 
Providencia y Santa 
Catalina, así como fomentar 
la divulgación de los 

Artículo 5º Se faculta al 
Ministerio de Cultura, al 
Instituto Colombiano de 
Antropología e Historia, al 
Archivo General de la Nación 
y al Instituto Caro y Cuervo a 
promover la investigación 
acerca de las Ruinas del 
Fuerte de la Libertad “Fort 
Warwick” o “Fuerte Louis 
Aury” en el municipio de 
Providencia y Santa 
Catalina, además de realizar 
un mapeo arqueológico 
marino y terrestre detallado 
para identificar otros sitios de 
interés arqueológico de las 
islas, indicando las 
características de los sitios y 
sus áreas de influencia y 
definiendo cuales requieren 
Plan de Manejo 
Arqueológico, así como para 
fomentar la divulgación de 
los resultados de las 

  SE ACOGE EL TEXTO DE 
SENADO. 

resultados de las 
investigaciones tanto en 
creole, inglés y castellano, al 
igual que a través de la 
tradición oral, en aras de 
asegurar la integridad étnica 
y cultural, la recuperación de 
la memoria colectiva y la 
apropiación social del 
patrimonio cultural del 
pueblo raizal. 
 
 
 
 
 
 
 
Parágrafo. De manera 
articulada la Gobernación 
del Departamento 
Archipiélago, la Alcaldía del 
municipio de Providencia y 
Santa Catalina, la 
Corporación para el 
Desarrollo Sostenible 
(CORALINA), el Raizal 
Council y El Consejo 
Departamental de 
Patrimonio y el Instituto 
Colombiano de Antropología 
e Historia, deberán realizar 
un mapeo arqueológico 
marino y terrestre detallado 
del Departamento 
Archipiélago de San Andrés, 
Providencia y Santa Catalina 
para identificar otros sitios 
de interés arqueológico de 
las islas; indicar las 
características de tales sitios 
y sus áreas de influencia; 
definir cuáles requieren un 
Plan de Manejo 
Arqueológico; y determinar 
los lineamientos de 
protección, gestión, 
divulgación y sostenibilidad 
de los mismos. 

investigaciones tanto en 
creole, inglés y castellano, al 
igual que a través de la 
tradición oral en aras de 
asegurar la integridad étnica 
y cultural y la recuperación 
de la memoria colectiva y la 
apropiación social del 
patrimonio cultural del 
pueblo raizal. 
 
 

 

 

 

Parágrafo. De manera 
articulada la Gobernación del 
Departamento Archipiélago, 
la Alcaldía del municipio de 
Providencia y Santa 
Catalina, la Corporación para 
el Desarrollo Sostenible 
(CORALINA), el Raizal 
Council y El Consejo 
Departamental de 
Patrimonio y el Instituto 
Colombiano de Antropología 
e Historia, deberán realizar 
un mapeo arqueológico 
marino y terrestre detallado 
del Departamento 
Archipiélago de San Andrés, 
Providencia y Santa Catalina 
para identificar otros sitios de 
interés arqueológico de las 
islas; indicar las 
características de tales sitios 
y sus áreas de influencia; 
definir cuáles requieren un 
Plan de Manejo 
Arqueológico; y determinar 
los lineamientos de 
protección, gestión, 
divulgación y sostenibilidad 
de los mismos 

Artículo 6º. El Ministerio de 
Cultura, deberá establecer 
estrategias de cooperación 
interinstitucional e 
internacional para la 
protección, gestión, 
divulgación y sostenibilidad 

Artículo 6º. El Ministerio de 
Cultura, deberá establecer 
estrategias de cooperación 
interinstitucional e 
internacional para la 
protección, gestión, 
divulgación y sostenibilidad 

IGUAL 
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del Patrimonio Cultural 
Material e Inmaterial de la 
Nación, los Bienes de 
Interés Cultural (BIC), el 
Patrimonio Arqueológico, y 
los sitios de interés 
arqueológico identificados 
en el Departamento 
Archipiélago, teniendo en 
consideración lo estipulado 
en la ley 1675 del 2013. 

del Patrimonio Cultural 
Material e Inmaterial de la 
Nación, los Bienes de Interés 
Cultural (BIC), el Patrimonio 
Arqueológico, y los sitios de 
interés arqueológico 
identificados en el 
Departamento Archipiélago, 
teniendo en consideración lo 
estipulado en la ley 1675 del 
2013 

Artículo 7°. Autorización. 
Autorícese al Gobierno 
nacional para que, a través 
de los Ministerios de Cultura; 
y el Ministerio de Vivienda, 
Ciudad y Territorio; 
contribuya a:  

 
 
 a. Fortalecer los oficios del 
patrimonio cultural mediante 
acciones articuladas que 
permitan desarrollar 
diversos mecanismos que 
promuevan las economías 
colaborativas, las 
oportunidades laborales y de 
emprendimiento, así como, 
el incentivo a procesos de 
educación, formación 
formales e informales en 
oficios relacionados con las 
artes y el patrimonio a partir 
del modelo aprender 
haciendo a través de la 
creación de la Escuela Taller 
de San Andrés Islas y la Red 
de Talleres 

 
 
 
 
b. Promover el desarrollo 
integral sostenible de los 
portadores de los saberes, 
conocimientos, técnicas, 
oficios y prácticas asociadas 
a la arquitectura tradicional 
del Archipiélago y de su 
actividad ancestral, en sus 
diversas técnicas y 
modalidades, integrándolos 
al desarrollo social, 
económico, cultural y 
ambiental del país. 

 
c. Facilitar el acceso de los 
constructores de la 

Artículo 7°. Autorización. 
Autorícese al Gobierno 
Nacional para que, a través 
del Ministerio de Cultura en 
coordinación con otras 
entidades competentes 
adelante:  

 
  
 
a. Fortalecer los oficios del 
patrimonio cultural mediante 
acciones articuladas que 
permitan desarrollar diversos 
mecanismos que promuevan 
las economías colaborativas, 
las oportunidades laborales y 
de emprendimiento, así 
como, el incentivo a 
procesos de educación, 
formación formales e 
informales en oficios 
relacionados con las artes y 
el patrimonio a partir del 
modelo aprender haciendo a 
través de la creación de la 
Escuela Taller de San 
Andrés Islas y la Red de 
Talleres Escuela. 

 
 
 
 
b. Promover el desarrollo 
integral sostenible de los 
portadores de los saberes, 
conocimientos, técnicas, 
oficios y prácticas asociadas 
a la arquitectura tradicional 
del Archipiélago y de su 
actividad ancestral, en sus 
diversas técnicas y 
modalidades, integrándolos 
al desarrollo social, 
económico, cultural y 
ambiental del país. 
 
 

 
 
SE ACOGE EL TEXTO DE 
SENADO. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

arquitectura tradicional del 
Archipiélago a un 
financiamiento especial 
público o privado y 
condonarles por resultados, 
para fomentar el 
emprendimiento y mejorar 
sus procesos de 
productividad y 
competitividad. 
 
 
 
 
 
 
d. Realizar el 
reconocimiento de 
aprendizajes previos de los 
saberes, conocimientos 
ancestrales, técnicas 
tradicionales y prácticas 
culturales en su convivencia 
con el mar y a la arquitectura 
tradicional del pueblo raizal 
del archipiélago de San 
Andrés, Providencia y Santa 
Catalina en el Marco del 
Sistema Nacional de 
Cualificaciones. 

 
 
 
 
 
e. Fomentar la gestión y 
transmisión de las prácticas, 
conocimientos y técnicas de 
los constructores 
tradicionales del 
Archipiélago, para favorecer 
el relevo generacional y 
garantizar la permanencia 
de esta actividad y su 
sostenibilidad económica 
con el fin de asegurar la 
preservación de la actividad 
ancestral raizal en las islas 
como una identidad cultural 
que perdure a través del 
tiempo. 

 
f. Realizar un piloto de red 
de posadas nativas como 
estrategia de turismo cultural 
en articulación entre el 
Ministerio de Cultura y el 
Ministerio de Industria, 
Comercio y Turismo con el 
fin de conservar la 

c. Realizar el reconocimiento 
de aprendizajes previos de 
los saberes, conocimientos 
ancestrales, técnicas 
tradicionales y prácticas 
culturales en su convivencia 
con el mar y a la arquitectura 
tradicional del pueblo raizal 
del archipiélago de San 
Andrés, Providencia y Santa 
Catalina en el Marco del 
Sistema Nacional de 
Cualificaciones. 

 
 
d.  Fomentar la gestión y 
transmisión de las prácticas, 
conocimientos y técnicas de 
los constructores 
tradicionales del 
Archipiélago, para favorecer 
el relevo generacional y 
garantizar la permanencia de 
esta actividad y su 
sostenibilidad económica 
con el fin de asegurar la 
preservación de la actividad 
ancestral raizal en las islas 
como una identidad cultural 
que perdure a través del 
tiempo. 
 
 
e. Fomentar procesos que 
aporten a la sostenibilidad 
social, económica, cultural y 
ambiental del patrimonio 
cultural del Pueblo Raizal del 
Departamento Archipiélago 
de San Andrés, Providencia 
y Santa Catalina. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
f. Fortalecer las cadenas 
productivas asociadas al 
patrimonio cultural y las 
condiciones para la 
articulación entre el turismo, 
el patrimonio cultural y otros 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

arquitectura autóctona y el 
patrimonio cultural mueble 
que estas contienen a través 
de los cuales se cuenten las 
historias de los objetos que 
pueden ser resignificados 
como parte de la estrategia 
de empoderamiento de 
mujeres y valor agregado de 
los negocios propios de las 
posadas. Estas casas harán 
parte del programa de 
Vivienda de Interés Social, 
Vivienda de Interés 
Prioritario, 
Vivienda de Interés Cultural 
y Vivienda de Interés Social 
Rural; por lo cual, las 
entidades competentes 
otorgarán subsidios y/o 
apoyos para acondicionar, 
reparar, reformar o construir 
vivienda para dedicar parte 
de ella al hospedaje turístico 
para que el turista comparta 
la vida social y valores 
culturales de las familias 
Raizales. 
 
 
g. Fomentar procesos que 
aporten a la sostenibilidad 
social, económica, cultural y 
ambiental del patrimonio 
cultural del Pueblo Raizal del 
Departamento Archipiélago 
de San Andrés, Providencia 
y Santa Catalina. 

 
h. Fortalecer la cadena 
productiva y las condiciones 
para la articulación entre el 
turismo, el patrimonio 
cultural y otros sectores 
productivos de manera que 
contribuyan a la 
visibilización, comunicación, 
apropiación y sostenibilidad 
del patrimonio cultural 

sectores productivos de 
manera que contribuyan a la 
visibilización, comunicación, 
apropiación y sostenibilidad 
del patrimonio cultural. 
 
 

Artículo 8º. Plan de Manejo 
del Patrimonio Cultural 
Arquitectónico.  
 
 
 
 
 
El Ministerio de Cultura y de 
manera articulada con la 

Artículo 8: Manejo integral 
del patrimonio cultural del 
ARCHIPIÉLAGO DE SAN 
ANDRÉS, PROVIDENCIA Y 
SANTA CATALINA.  
 
El Ministerio de Cultura y de 
manera articulada con la 
Gobernación del 
Departamento Archipiélago y 

SE ACOGE EL TEXTO DE 
SENADO         

Gobernación del 
Departamento Archipiélago 
y la Alcaldía del Municipio de 
Providencia y Santa Catalina 
en un término de un (1) año 
deberán formular el Plan 
Especial de Manejo y 
Protección del Grupo 
Arquitectónico para el 
departamento Archipiélago 
del que trata la presente Ley 
y establecer las acciones 
necesarias para garantizar 
la protección, la 
conservación y la 
sostenibilidad de los BIC o 
de los bienes que pretendan 
declararse como tales y las 
relaciones que se tiene con 
el patrimonio cultural de 
naturaleza material, 
inmaterial y las condiciones 
ambientales de conformidad 
a lo señalado en el Artículo 
16 del Decreto 2358 de 
2019 ”Por el cual se modifica 
y adiciona el decreto 1080 
de 2015, Decreto Único 
Reglamentario del Sector 
Cultura, en lo relacionado 
con el Patrimonio Cultural 
Material e Inmaterial”, así:  

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

a. Precisar las acciones en 
diferentes escalas de 
protección de carácter 
preventivo y/o correctivo que 
sean necesarias para la 
conservación de los bienes.  
 

 
 
 
 

 

la Alcaldía del Municipio de 
Providencia y Santa Catalina 
en un término de un (1) año 
deberán realizar un plan para 
identificar los componentes 
del patrimonio cultural del 
archipiélago en sus 
diferentes categorías, lo cual 
incluye las manifestaciones 
del patrimonio 
arquitectónico, conjuntos 
urbanos, paisajes culturales, 
así como sus necesidades 
de protección y manejo con 
el o los instrumentos 
correspondientes como los 
planes especiales de manejo 
y protección. En este plan se 
deberán establecer las 
acciones necesarias para 
garantizar el reconocimiento, 
la apropiación social, la 
protección, la conservación y 
la sostenibilidad de los BIC o 
de los bienes que pretendan 
declararse como tales y de 
las relaciones que se tienen 
con el patrimonio cultural de 
naturaleza material, 
inmaterial, el entorno natural 
y las condiciones 
ambientales, de conformidad 
a lo señalado en el Decreto 
2358 de 2019” “Por el cual se 
modifica y adiciona el 
decreto 1080 de 2015, 
Decreto Único 
Reglamentario del Sector 
Cultura, en lo relacionado 
con el Patrimonio Cultural 
Material e Inmaterial”, así: 
 
a. Precisar las acciones en 
diferentes escalas de 
identificación, 
reconocimiento y valoración 
del patrimonio cultural, así 
como de las necesidades de 
protección y manejo que 
sean necesarias para la 
conservación del patrimonio 
cultural y su articulación al 
desarrollo sostenible del 
Archipiélago.  

 
b. Establecer las condiciones 
físicas, sociales, económicas 
y de gestión para el 
mantenimiento, 
conservación, recuperación, 
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b. Establecer las 
condiciones físicas, de 
mantenimiento, 
conservación y 
rehabilitación los bienes.  

 
 
 
 
c. Establecer mecanismos o 
determinantes que permitan 
la recuperación y 
sostenibilidad de los bienes.  
 

 
d. Generar las condiciones y 
estrategias para el mejor 
conocimiento y la 
apropiación de los bienes 
por parte de la comunidad, 
con el fin de garantizar su 
conservación y su 
transmisión a las futuras 
generaciones.  

 
 

e. Armonizar y garantizar la 
regulación del uso del suelo, 
la ocupación y el 
aprovechamiento para la 
protección del BIC e 
integración con el entorno 
local, la incorporación de los 
elementos de gestión 
urbanística y los 
instrumentos de gestión del 
suelo. 

intervención y manejo del 
patrimonio cultural.   

 
c. Establecer mecanismos o 
determinantes que permitan 
la recuperación y 
sostenibilidad del patrimonio 
cultural.  
 
 
 
d. Generar las condiciones y 
estrategias para el mejor 
conocimiento y la 
apropiación    del patrimonio 
cultural por parte de la 
comunidad, con el fin de 
garantizar su conservación y 
su transmisión a las futuras 
generaciones.  
 
 
e. Establecer conjuntamente 
con el Ministerio de Vivienda 
Ciudad y Territorio y con el 
Departamento de San 
Andrés y los Municipios de 
Providencia y Santa 
Catalina, las acciones para 
promover la incorporación 
del patrimonio cultural en los 
respectivos instrumentos de 
planificación. 

Artículo 9º. Concurrencia. 
El Congreso de la República 
de Colombia, concurre a la 
declaración de la 
arquitectura tradicional del 
Archipiélago de San Andrés, 
Providencia y Santa Catalina 
como patrimonio cultural 
material e inmaterial de la 
Nación, emitiendo en nota 
de estilo un pergamino que 
contenga el texto de la 
presente ley 

Artículo 9º. Nota de Estilo. 
El Congreso de la República 
de Colombia, podrá emitir 
nota de estilo en un 
pergamino que contenga el 
texto de la presente Ley.  
 

SE ACOGE EL TEXTO DE 
SENADO. 

Artículo 10°. Incorporación 
Presupuestal. A partir de la 
vigencia de la presente ley, 
el Gobierno Nacional podrá 
asignar las apropiaciones 

Artículo 10°. Incorporación 
Presupuestal. A partir de la 
vigencia de la presente ley, el 
Gobierno Departamental en 
el marco de su autonomía, 

SE ACOGE EL TEXTO DE 
SENADO. 

requeridas en el 
Presupuesto General de la 
Nación, con el fin de lograr la 
ejecución de las siguientes 
obras de utilidad pública y de 
interés social e histórico: 

 
 
a) Recuperación, 
mantenimiento y 
conservación de inmuebles 
representativos de la 
arquitectura tradicional del 
Pueblo Raizal del 
Departamento Archipiélago, 
previo inventario realizado 
por el Ministerio de Cultura 
en conjunto con la 
Gobernación del 
Departamento Archipiélago, 
la Alcaldía del municipio de 
Providencia y Santa 
Catalina, el Raizal Council y 
el Consejo Territorial del 
Patrimonio. 

 
 
b) Proyectos 
elaborados en el marco del 
Plan de Manejo del 
Patrimonio Cultural 
Arquitectónico y demás 
disposiciones contenidas en 
la presente Ley. 

 
 
 
c) Proyectos 
elaborados en el marco del 
Plan Especial de 
Salvaguarda (PES) de los 
oficios, saberes y prácticas 
asociados a la arquitectura y 
carpintería tradicional, 
elaborado en conjunto con 
los sabedores y portadores y 
otros actores claves de la 
comunidad. 

podrá asignar las 
apropiaciones requeridas 
con el fin de lograr la 
ejecución de las siguientes 
obras de utilidad pública y de 
interés social e histórico: 

 
 
 
a) Recuperación, 
mantenimiento y 
conservación de inmuebles 
representativos de la 
arquitectura tradicional del 
Pueblo Raizal del 
Departamento Archipiélago, 
previo inventario realizado 
por el Ministerio de Cultura 
en conjunto con la 
Gobernación del 
Departamento Archipiélago, 
la Alcaldía del municipio de 
Providencia y Santa 
Catalina, el Raizal Council y 
el Consejo Territorial del 
Patrimonio. 

 
 
b) Proyectos 
elaborados en el marco de 
los Planes de Manejo del 
Patrimonio Cultural 
Arquitectónico o urbano o 
paisajes culturales y demás 
disposiciones contenidas en 
la presente Ley. 
 

 
c) Proyectos 
elaborados en el marco del 
Plan Especial de 
Salvaguarda (PES) de los 
oficios, saberes,  prácticas 
asociados al mar, a la 
arquitectura raizal y 
carpintería tradicional, 
elaborado en conjunto con 
los sabedores, portadores y 
otros actores claves de la 
comunidad. 

 

d) Protección de humedales 
y manglares. El Ministerio de 
Ambiente en coordinación 
con los departamentos y 
municipios de la zona, 
dispondrá de un plan de 

protección, restauración 
ecológica y uso racional y 
sostenible de los humedales 
y manglares y de los 
servicios ambientales que 
éstos brindan a la población 
del Archipiélago de San 
Andrés, Providencia y Santa 
Catalina. Deberán definir las 
zonas para protección, 
manejo, uso y 
aprovechamiento de 
ecosistemas forestales en 
cuencas hidrográficas. El 
Gobierno Nacional 
promoverá la estructuración 
de proyectos para pago por 
servicios ambientales. 

 

Parágrafo. La asistencia 
técnica para los fines 
previstos en la presente Ley, 
será prestada por las 
Instituciones pertenecientes 
al Sistema Nacional 
Ambiental, el Ministerio de 
Agricultura y Desarrollo 
Rural, con sus entidades 
adscritas y vinculadas y las 
Entidades Territoriales. 

 

Artículo 11°. El Gobierno 
Nacional, de manera 
articulada con la 
gobernación del 
departamento archipiélago y 
la alcaldía del municipio de 
Providencia y Santa Catalina 
promoverá el uso de madera 
adecuada y legal, certificada 
con sello de calidad, buen 
manejo y prácticas 
sostenibles de producción 
para los proyectos de 
intervención, construcción, 
mantenimiento y reparación 
de los inmuebles y 
embarcaciones de la 
arquitectura tradicional de 
las islas. Así mismo, se 
deberá promover estímulos 
e incentivos para la 
conservación y 
mantenimiento de la 

Artículo 11°. El Gobierno 
Nacional a través del 
Ministerio de Cultura en 
coordinación con las demás 
entidades competentes, 
incluyendo a la gobernación 
del departamento 
archipiélago y la alcaldía del 
municipio de Providencia y 
Santa Catalina promoverá el 
uso de madera adecuada y 
legal, certificada con sello de 
calidad, buen manejo y 
prácticas sostenibles de 
producción para los 
proyectos de intervención, 
construcción, mantenimiento 
y reparación de los 
inmuebles y embarcaciones 
de la arquitectura de 
tradición raizal de las islas. 
Así mismo, se deberá 
promover estímulos e 
incentivos para la 

SE ACOGE EL TEXTO DE 
SENADO 

arquitectura autóctona de la 
región.  

 
 
 
 
 
 
Parágrafo. El Ministerio de 
Cultura en coordinación con 
la Gobernación del 
Departamento Archipiélago 
y la Alcaldía del Municipio de 
Providencia y Santa Catalina 
reglamentará la aplicación 
de los estímulos e incentivos 
de lo previsto en este 
artículo de modo que se 
propicie su sostenibilidad y 
la generación de recursos 
para su conservación y 
mantenimiento y que 
además genere beneficios 
para la comunidad asociada 
al bien 

conservación y 
mantenimiento de la 
arquitectura autóctona de la 
región.  

 
Parágrafo. El Ministerio de 
Cultura en coordinación con 
la Gobernación del 
Departamento Archipiélago y 
la Alcaldía del Municipio de 
Providencia y Santa Catalina 
reglamentará la aplicación 
de los estímulos e incentivos 
de lo previsto en este artículo 
de modo que se propicie su 
sostenibilidad y la 
generación de recursos para 
su conservación y 
mantenimiento y que 
además genere beneficios 
para la comunidad asociada 
al bien. 

Artículo 12°.  Las 
declaratorias establecidas 
en la presente ley se 
respaldarán con los estudios 
técnico-científicos 
establecidos en la ley y 
deberán ser desarrollados 
por los actores señalados en 
los artículos 7 y 8 y demás 
entidades públicas 
nacionales, 
departamentales, privadas y 
ONG. 

Artículo 12: De manera 
articulada con la 
Gobernación del 
departamento Archipiélago, 
la Alcaldía del municipio de 
Providencia y Santa 
Catalina, Coralina, el Raizal 
Council y el Consejo 
Municipal y Departamental 
de Patrimonio, pescadores, 
matronas e interesados en la 
cocina tradicional, sector 
turístico y hotelero, líderes 
sociales y religiosos, y 
comunidad en general 
deberán elaborar un Plan 
Especial de Salvaguardia 
(PES) para fortalecer los 
saberes, conocimientos 
ancestrales, técnicas 
tradicionales y prácticas 
culturales del departamento 
Archipiélago de San Andrés, 
Providencia y Santa Catalina 
y sus áreas de interés. 
 

SE ACOGE EL TEXTO DE 
SENADO 

Artículo Nuevo: De manera 
articulada con la 
Gobernación del 
departamento Archipiélago, 
la Alcaldía del municipio de 
Providencia y Santa 
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Catalina, Coralina, el Raizal 
Council y el Consejo 
Municipal y Departamental 
de Patrimonio, pescadores, 
matronas e interesados en la 
cocina tradicional, sector 
turístico y hotelero, líderes 
sociales y religiosos, y 
comunidad en general 
deberán elaborar un Plan 
Especial de Salvaguardia 
(PES) para fortalecer los 
saberes, conocimientos 
ancestrales, técnicas 
tradicionales y prácticas 
culturales del departamento 
Archipiélago de San Andrés, 
Providencia y Santa Catalina 
y sus áreas de interés 
Artículo Nuevo: Fortalecer 
las capacidades técnicas 
locales y departamentales 
para la gestión de incentivos 
a los propietarios de 
inmuebles que manifiesten 
los atributos de la 
arquitectura de interés 
cultural del Archipiélago, 
quienes inviertan en la 
recuperación y construcción 
nueva de estos inmuebles y 
en el fomento a los oficios y 
prácticas culturales 
relacionadas con el 
patrimonio cultural.  
 
 
Parágrafo. Por lo menos el 
70% de las nuevas 
construcciones para 
viviendas que hagan parte 
de los programas de 
gobierno y que se realicen 
dentro del territorio del 
Archipiélago deberán incluir 
los atributos de la vivienda 
de interés cultural para el 
Archipiélago entre los 
cuales: - Técnicas 
constructivas tradicionales. - 
Incentivar bajar costos para 
el uso de la madera. - 
Espacialidad y elementos 
formales de la región. - 
Protección del patrimonio 
natural. 

Artículo 13°: Fortalecer las 
capacidades técnicas locales 
y departamentales para la 
gestión de incentivos a los 
propietarios de inmuebles 
que manifiesten los atributos 
de la arquitectura de interés 
cultural del Archipiélago, 
quienes inviertan en la 
recuperación y construcción 
nueva de estos inmuebles y 
en el fomento a los oficios y 
prácticas culturales 
relacionadas con el 
patrimonio cultural.  
 
 
 

Parágrafo. Se promoverán 
las nuevas construcciones 
para viviendas que hagan 
parte de los programas de 
gobierno y que se realicen 
dentro del territorio del 
Archipiélago deberán incluir 
los atributos de la vivienda de 
interés cultural para el 
Archipiélago entre los 
cuales: - Técnicas 
constructivas tradicionales. - 
Incentivar bajar costos para 
el uso de la madera. - 
Espacialidad y elementos 
formales de la región. - 
Protección del patrimonio 
natural. 

SE ACOGE EL TEXTO DE 
SENADO 

Artículo Nuevo: Facúltese 
al Gobierno nacional, a 

  

 
Firman los Honorables Congresistas, 

 
  
 
 

HORACIO JOSÉ SERPA MONCADA   
Senador       
Conciliador        Conciliador 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

través de los Ministerios de: 
Cultura, Ciencia, Tecnología 
e Innovación; Industria, 
Comercio y Turismo; y 
Agricultura y Desarrollo 
Rural, Educación e INVIMA 
para que de manera 
articulada con el 
Departamento Archipiélago 
de San Andrés, Providencia 
y Santa Catalina, la Alcaldía 
del Municipio de Providencia 
y Santa Catalina y la 
Corporación para el 
Desarrollo Sostenible del 
Archipiélago de San Andrés, 
Providencia y Santa Catalina 
(Coralina), implementen 
políticas, programas y 
proyectos para la protección, 
recuperación, conservación, 
sostenibilidad, valoración, 
divulgación, financiación y 
visibilización de las cocinas 
y bebidas tradicionales del 
pueblo Raizal del 
Archipiélago. 
Artículo 13° Vigencia.  La 
presente ley rige a partir de 
la fecha de su sanción y 
promulgación, y deroga 
todas las disposiciones que 
le sean contrarias. 

Artículo 14° Vigencia.  La 
presente ley rige a partir de 
la fecha de su sanción y 
promulgación, y deroga 
todas las disposiciones que 
le sean contrarias. 

IGUAL. 

TEXTO CONCILIADO DEL PROYECTO DE LEY Nº 252 DE 2020 SENADO, 
256 DE 2019 CÁMARA  

 
“POR LA CUAL SE RECONOCE EL PATRIMONIO CULTURAL MATERIAL E 
INMATERIAL DE LA NACIÓN DEL PUEBLO RAIZAL DEL ARCHIPIÉLAGO 
DE SAN ANDRÉS, PROVIDENCIA Y SANTA CATALINA, SE PROPONE LA 

ELABORACIÓN DE LOS ESTUDIOS CORRESPONDIENTES PARA 
REALIZAR LAS DECLARATORIAS QUE CORRESPONDAN, ACORDE A 

LOS PROCEDIMIENTOS VIGENTES Y SE DICTAN OTRAS 
DISPOSICIONES” 

 
EL CONGRESO DE COLOMBIA 

 
DECRETA: 

 
 

Artículo 1°. Reconózcase Patrimonio Cultural Inmaterial de la Nación los saberes, 
conocimientos ancestrales, técnicas tradicionales y prácticas culturales en su 
convivencia con el mar y a la arquitectura tradicional del pueblo raizal del archipiélago 
de San Andrés, Providencia y Santa Catalina.  

 
Parágrafo 1º. Los saberes, conocimientos ancestrales y prácticas culturales raizales 
en su convivencia con el mar comprenden la reunión de saberes, conocimientos 
ancestrales y prácticas culturales que encuentran, en la convivencia con el mar, su 
razón de ser. A través de muchas generaciones el pueblo raizal ha transmitido 
prácticas culturales armónicas con la preservación de especies y con la protección 
de este medio natural. Si bien se sabe que existen otras expresiones culturales que 
también forman parte de este patrimonio cultural marino, esta manifestación recoge 
algunos de esos saberes y prácticas con el fin de facilitar la gestión cultural.  

 
Parágrafo 2º. Los espacios verdes o patios comunales o familiares o ‘the yard’ o ‘di 
yaad’ son espacios de sociabilidad fundamentales de la cultura Raizal que rodean 
los inmuebles de la arquitectura tradicional de las islas, hacen parte integral del 
conjunto arquitectónico tradicional del Pueblo Raizal del Archipiélago y contienen 
vegetación, árboles, huertas y demás elementos de valor ornamental, ambiental, de 
seguridad alimentaria y nutricional, paisajístico y espiritual, elementos importantes 
para la preservación de la Reserva de Biósfera Seaflower.  

 
Parágrafo 3°. Para efectos de esta ley, entiéndase por arquitectura tradicional del 
pueblo raizal del departamento Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa 
Catalina, el diseño, las edificaciones o inmuebles y monumentos realizados a partir 
de los saberes y utilización de los oficios tradicionales asociados que representan la 
cultura ancestral del pueblo Raizal de las islas. 
 
Artículo 2º. Facultase al Gobierno Nacional, a través del Ministerio de Vivienda, 
Ciudad y Territorio y el Ministerio de Cultura, para que de manera articulada con el 
Departamento Archipiélago de San Andrés y la Alcaldía del Municipio de Providencia 
y Santa Catalina, previa identificación y valoración del estado del Patrimonio y su 
incorporación en el POT de San Andrés y el EOT de Providencia y Santa Catalina, 
implementen en el marco del ordenamiento territorial y de los usos del suelo y de los 

planes de desarrollo, programas y proyectos para la protección, conservación, 
valoración, divulgación y visibilización de los espacios verdes o patios comunales o 
familiares o “the yard” o “di yaad”, que hacen parte integral del conjunto 
arquitectónico tradicional del pueblo raizal del Archipiélago y constituyen elementos 
importantes para la conservación del patrimonio cultural. 

 
Artículo 3º. Reconózcase como Patrimonio Cultural Inmaterial de la Nación, el 
conocimiento ancestral de los constructores de la arquitectura tradicional del Pueblo 
Raizal del Archipiélago, quienes son poseedores de los saberes, conocimientos, 
técnicas, oficios y prácticas asociadas al diseño y construcción de inmuebles, 
monumentos y embarcaciones que representan la cultura ancestral del pueblo Raizal 
de las islas. 

 
Artículo 4º. De manera articulada la Gobernación del Departamento Archipiélago, la 
Alcaldía del municipio de Providencia y Santa Catalina, Coralina, el Raizal Council y 
el Consejo  Departamental de Patrimonio, deberán elaborar una Lista Indicativa de 
Candidatos a Bien de Interés Cultural (LICBIC) en el ámbito del Departamento 
Archipiélago; previo inventario y valoración del patrimonio material y definir qué 
bienes de la lista puedan ser declarados como Bien de Interés Cultural (BIC); y 
determinar cuáles requieren un Plan Especial de Manejo y Protección (PEMP).   
 
Artículo 5º. Se faculta al Ministerio de Cultura, al Instituto Colombiano de 
Antropología e Historia, al Archivo General de la Nación y al Instituto Caro y Cuervo 
a promover la investigación acerca de las Ruinas del Fuerte de la Libertad “Fort 
Warwick” o “Fuerte Louis Aury” en el municipio de Providencia y Santa Catalina, 
además de realizar un mapeo arqueológico marino y terrestre detallado para 
identificar otros sitios de interés arqueológico de las islas, indicando las 
características de los sitios y sus áreas de influencia y definiendo cuales requieren 
Plan de Manejo Arqueológico, así como para fomentar la divulgación de los 
resultados de las investigaciones tanto en creole, inglés y castellano, al igual que a 
través de la tradición oral en aras de asegurar la integridad étnica y cultural y la 
recuperación de la memoria colectiva y la apropiación social del patrimonio cultural 
del pueblo raizal”. 
 
Parágrafo. De manera articulada la Gobernación del Departamento Archipiélago, la 
Alcaldía del municipio de Providencia y Santa Catalina, la Corporación para el 
Desarrollo Sostenible (CORALINA), el Raizal Council y El Consejo Departamental de 
Patrimonio y el Instituto Colombiano de Antropología e Historia, deberán realizar un 
mapeo arqueológico marino y terrestre detallado del Departamento Archipiélago de 
San Andrés, Providencia y Santa Catalina para identificar otros sitios de interés 
arqueológico de las islas; indicar las características de tales sitios y sus áreas de 
influencia; definir cuáles requieren un Plan de Manejo Arqueológico; y determinar los 
lineamientos de protección, gestión, divulgación y sostenibilidad de los mismos. 
 
Artículo 6º. El Ministerio de Cultura, deberá establecer estrategias de cooperación 
interinstitucional e internacional para la protección, gestión, divulgación y 
sostenibilidad del Patrimonio Cultural Material e Inmaterial de la Nación, los Bienes 
de Interés Cultural (BIC), el Patrimonio Arqueológico, y los sitios de interés 
arqueológico identificados en el Departamento Archipiélago, teniendo en 
consideración lo estipulado en la ley 1675 del 2013. 
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CAPÍTULO II 

DISPOSICIONES VARIAS 
 

Artículo 7°. Autorización. Autorícese al Gobierno Nacional para que, a través del 
Ministerio de Cultura en coordinación con otras entidades competentes adelante las 
siguientes acciones:  
 
 a. Fortalecer los oficios del patrimonio cultural mediante acciones articuladas que 
permitan desarrollar diversos mecanismos que promuevan las economías 
colaborativas, las oportunidades laborales y de emprendimiento, así como el incentivo 
a procesos de educación, formación formales e informales en oficios relacionados con 
las artes y el patrimonio a partir del modelo aprender haciendo a través de la creación 
de la Escuela Taller de San Andrés Islas y la Red de Talleres Escuela. 
 
b. Promover el desarrollo integral sostenible de los portadores de los saberes, 
conocimientos, técnicas, oficios y prácticas asociadas a la arquitectura tradicional del 
Archipiélago y de su actividad ancestral, en sus diversas técnicas y modalidades, 
integrándolos al desarrollo social, económico, cultural y ambiental del país. 
 
c.  Realizar el reconocimiento de aprendizajes previos de los saberes, conocimientos 
ancestrales, técnicas tradicionales y prácticas culturales en su convivencia con el mar 
y a la arquitectura tradicional del pueblo raizal del archipiélago de San Andrés, 
Providencia y Santa Catalina en el Marco del Sistema Nacional de Cualificaciones. 
 
d.  Fomentar la gestión y transmisión de las prácticas, conocimientos y técnicas de 
los constructores tradicionales del Archipiélago, para favorecer el relevo generacional 
y garantizar la permanencia de esta actividad y su sostenibilidad económica con el fin 
de asegurar la preservación de la actividad ancestral raizal en las islas como una 
identidad cultural que perdure a través del tiempo. 
 
e. Fomentar procesos que aporten a la sostenibilidad social, económica, cultural y 
ambiental del patrimonio cultural del Pueblo Raizal del Departamento Archipiélago de 
San Andrés, Providencia y Santa Catalina. 
 
f. Fortalecer las cadenas productivas asociadas al patrimonio cultural y las 
condiciones para la articulación entre el turismo, el patrimonio cultural y otros sectores 
productivos de manera que contribuyan a la visibilización, comunicación, apropiación 
y sostenibilidad del patrimonio cultural. 
 
 
Articulo 8: Manejo integral del patrimonio cultural del ARCHIPIÉLAGO DE SAN 
ANDRÉS, PROVIDENCIA Y SANTA CATALINA. El Ministerio de Cultura y de 
manera articulada con la Gobernación del Departamento Archipiélago y la Alcaldía 
del Municipio de Providencia y Santa Catalina, en un término de un (1) año, deberán 
realizar un plan para identificar los componentes del patrimonio cultural del 
archipiélago en sus diferentes categorías, lo cual incluye las manifestaciones del 
patrimonio arquitectónico, conjuntos urbanos, paisajes culturales, así como sus 
necesidades de protección y manejo con los instrumentos correspondientes, como 
los planes especiales de manejo y protección. En este plan se deberán establecer 

las acciones necesarias para garantizar el reconocimiento, la apropiación social, la 
protección, la conservación y la sostenibilidad de los BIC o de los bienes que 
pretendan declararse como tales y de las relaciones que se tienen con el patrimonio 
cultural de naturaleza material, inmaterial, el entorno natural y las condiciones 
ambientales, de conformidad a lo señalado en el Decreto 2358 de 2019 “Por el cual 
se modifica y adiciona el decreto 1080 de 2015, Decreto Único Reglamentario del 
Sector Cultura”, en lo relacionado con el Patrimonio Cultural Material e Inmaterial, 
así: 
 
a. Precisar las acciones en diferentes escalas de identificación, reconocimiento y 
valoración del patrimonio cultural, así como de las necesidades de protección y 
manejo que sean necesarias para la conservación del patrimonio cultural y su 
articulación al desarrollo sostenible del Archipiélago.  
 
b. Establecer las condiciones físicas, sociales, económicas y de gestión para el 
mantenimiento, conservación, recuperación, intervención y manejo del patrimonio 
cultural.   
 
c. Establecer mecanismos o determinantes que permitan la recuperación y 
sostenibilidad del patrimonio cultural.  
 
d. Generar las condiciones y estrategias para el mejor conocimiento y la apropiación 
del patrimonio cultural por parte de la comunidad, con el fin de garantizar su 
conservación y su transmisión a las futuras generaciones.  
 
e. Establecer conjuntamente con el Ministerio de Vivienda Ciudad y Territorio y con 
el Departamento de San Andrés y los Municipios de Providencia y Santa Catalina, 
las acciones para promover la incorporación del patrimonio cultural en los respectivos 
instrumentos de planificación. 
 
 
Artículo 9º. Nota de Estilo. El Congreso de la República de Colombia podrá emitir 
nota de estilo en un pergamino que contenga el texto de la presente Ley.  
 
Artículo 10°. Incorporación Presupuestal. A partir de la vigencia de la presente ley, 
el Gobierno Departamental en el marco de su autonomía, podrá asignar las 
apropiaciones requeridas con el fin de lograr la ejecución de las siguientes obras de 
utilidad pública y de interés social e histórico: 
 
a) Recuperación, mantenimiento y conservación de inmuebles representativos de 
la arquitectura tradicional del Pueblo Raizal del Departamento Archipiélago, previo 
inventario realizado por el Ministerio de Cultura en conjunto con la Gobernación del 
Departamento Archipiélago, la Alcaldía del municipio de Providencia y Santa 
Catalina, el Raizal Council y el Consejo Territorial del Patrimonio. 
 
b) Proyectos elaborados en el marco de los Planes de Manejo del Patrimonio 
Cultural Arquitectónico o urbano o paisajes culturales y demás disposiciones 
contenidas en la presente Ley. 
 

c) Proyectos elaborados en el marco del Plan Especial de Salvaguarda (PES) de 
los oficios, saberes, prácticas asociadas al mar, a la arquitectura raizal y carpintería 
tradicional, elaborado en conjunto con los sabedores, portadores y otros actores 
claves de la comunidad. 
 
d) Protección de humedales y manglares. El Ministerio de Ambiente en coordinación 
con los departamentos y municipios de la zona, dispondrá de un plan de protección, 
restauración ecológica y uso racional y sostenible de los humedales y manglares y 
de los servicios ambientales que éstos brindan a la población del Archipiélago de 
San Andrés, Providencia y Santa Catalina. Deberán definir las zonas para protección, 
manejo, uso y aprovechamiento de ecosistemas forestales en cuencas hidrográficas. 
El Gobierno Nacional promoverá la estructuración de proyectos para pago por 
servicios ambientales. 
 
Parágrafo. La asistencia técnica para los fines previstos en la presente Ley, será 
prestada por las Instituciones pertenecientes al Sistema Nacional Ambiental, el 
Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, con sus entidades adscritas y vinculadas 
y las Entidades Territoriales. 
 
Artículo 11°. El Gobierno Nacional a través del Ministerio de Cultura en coordinación 
con las demás entidades competentes, incluyendo a la gobernación del 
departamento archipiélago y la alcaldía del municipio de Providencia y Santa 
Catalina, promoverá el uso de madera adecuada y legal, certificada con sello de 
calidad, buen manejo y prácticas sostenibles de producción para los proyectos de 
intervención, construcción, mantenimiento y reparación de los inmuebles y 
embarcaciones de la arquitectura de tradición raizal de las islas. Así mismo, se 
deberá promover estímulos e incentivos para la conservación y mantenimiento de la 
arquitectura autóctona de la región.  
 
Parágrafo. El Ministerio de Cultura en coordinación con la Gobernación del 
Departamento Archipiélago y la Alcaldía del Municipio de Providencia y Santa 
Catalina reglamentará la aplicación de los estímulos e incentivos de lo previsto en 
este artículo de modo que se propicie su sostenibilidad y la generación de recursos 
para su conservación y mantenimiento, que además genere beneficios para la 
comunidad asociada al bien. 
 
Artículo 12: De manera articulada con la Gobernación del departamento 
Archipiélago, la Alcaldía del municipio de Providencia y Santa Catalina, Coralina, el 
Raizal Council y el Consejo Municipal y Departamental de Patrimonio, pescadores, 
matronas e interesados en la cocina tradicional, sector turístico y hotelero, líderes 
sociales y religiosos, y comunidad en general deberán elaborar un Plan Especial de 
Salvaguardia (PES) para fortalecer los saberes, conocimientos ancestrales, técnicas 
tradicionales y prácticas culturales del departamento Archipiélago de San Andrés, 
Providencia y Santa Catalina y sus áreas de interés. 
 
Artículo 13: Se fortalecerán las capacidades técnicas locales y departamentales 
para la gestión de incentivos a los propietarios de inmuebles que manifiesten los 
atributos de la arquitectura de interés cultural del Archipiélago, quienes inviertan en 
la recuperación y construcción nueva de estos inmuebles y en el fomento a los oficios 
y prácticas culturales relacionadas con el patrimonio cultural.  

 
Parágrafo. Se promoverán las nuevas construcciones para viviendas que hagan 
parte de los programas de gobierno y que se realicen dentro del territorio del 
Archipiélago, las cuales deberán incluir los atributos de la vivienda de interés cultural 
para el Archipiélago: 
 

a. Técnicas constructivas tradicionales.  
b. Incentivar bajar costos para el uso de la madera.  
c. Espacialidad y elementos formales de la región.  
d. Protección del patrimonio natural. 

 
Artículo 14 Vigencia.  La presente ley rige a partir de la fecha de su sanción y 
promulgación, y  deroga todas las disposiciones que le sean contrarias. 
 
Firman los Honorables Congresistas, 

 
  
 
 

HORACIO JOSÉ SERPA MONCADA   
Senador       
Conciliador        Conciliador 
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INFORME DE CONCILIACIÓN PARA 
SEGUNDO DEBATE EN SENADO AL 

PROYECTO DE LEY NÚMERO 436 DE 2021 
SENADO, 464 DE 2020 CÁMARA

por medio de la cual se establece el régimen de 
abanderamiento de naves y artefactos navales en 

Colombia y se disponen incentivos para actividades 
relacionadas con el sector marítimo.  

INFORME DE CONCILIACIÓN AL PROYECTO DE LEY NO. 436 DE 2021 SENADO Y 
NO. 464 DE 2020 CÁMARA  

“POR MEDIO DE LA CUAL SE ESTABLECE EL RÉGIMEN DE ABANDERAMIENTO DE 
NAVES Y ARTEFACTOS NAVALES EN COLOMBIA Y SE DISPONEN INCENTIVOS 

PARA ACTIVIDADES RELACIONADAS CON EL SECTOR MARÍTIMO”. 
 
Bogotá D.C, 18 de junio de 2021 
 
 
Honorable Presidente 
ARTURO CHAR CHALJUB 
Senado de la República 
Ciudad 
 
Honorable Presidente 
GERMÁN ALCIDES BLANCO ÁLVAREZ 
Cámara de Representantes 
Ciudad 
 
 
Asunto: Informe de conciliación para segundo debate en Senado al Proyecto de Ley 
No. 436/2021 Senado – 464/2020 Cámara “Por medio de la cual se establece el 
régimen de abanderamiento de naves y artefactos navales en Colombia y se disponen 
incentivos para actividades relacionadas con el sector marítimo” 
 
 
 
Respetados señores presidentes, 
Atendiendo las designaciones efectuadas por las Presidencias del Senado de la República 
a través del Oficio SL-CV19-CS-347-2021 y de la Cámara de Representantes S.G.2-
0767/2021, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 161 de la Constitución Política y 
en los artículos 186, 187 y 188 de la Ley 5ª de 1992, nos permitimos someter, por su 
conducto, a consideración de las plenarias del Senado y la Cámara de Representantes, para 
continuar con su trámite correspondiente, el texto conciliado del proyecto de ley en 
referencia. 
 
Objeto de la conciliación 
 
Para dar cumplimiento a la labor encomendada, se realizó un análisis de los textos 
aprobados en las respectivas Cámaras, para concluir que, se acoge el texto aprobado por la 

 

Cámara de Representantes, exceptuando dos artículos (artículo 2º y 4º) que se acogen de 
Senado los cuales tuvieron el aval y la aprobación respectiva en la Comisión Segunda y 
Plenaria de Senado de la República, mantiene el espíritu de la iniciativa. Con fundamento en 
las anteriores consideraciones, los suscritos conciliadores, nos permitimos proponer ante las 
plenarias del Senado de la República y de la Cámara de Representantes, informe de 
conciliación al proyecto de ley número 436 del 2021 Senado y 464 de 2020 Cámara “Por 
medio de la cual se establece el régimen de abanderamiento de naves y artefactos navales 
en Colombia y se disponen incentivos para actividades relacionadas con el sector marítimo”, 
con su respectivo texto conciliado. 
 
 
Se presenta a continuación un cuadro ilustrativo de lo acaecido, así: 
 
 

TEXTO APROBADO EN 
PLENARIA SENADO 

TEXTO APROBADO EN 
PLENARIA DE LA CÁMARA 

DE REPRESENTANTES 

TEXTO ACOGIDO 
EN CONCILIACIÓN  

JUSTIFICACIÓN 

Artículo 1º. Definiciones 
para la aplicación de la 
presente ley. Las 
expresiones utilizadas en esta 
ley para efectos de su 
aplicación tendrán el 
significado que a continuación 
se determina:  
 
Propietario. La persona 
natural o jurídica, que aparece 
como tal en el registro de 
naves.  
 
Armador. Persona natural o 
jurídica que, siendo o no 
propietaria de la nave, la 
apareja, pertrecha y explota a 
su propio nombre y por su 
cuenta y riesgo, percibe las 
utilidades que produce y 
soporta todas las 
responsabilidades que la 
afectan. La persona que 
figure en la respectiva 
matrícula como propietario de 
una nave se reputará 
armador, salvo prueba en 
contrario. 

Artículo 1º. Definiciones 
para la aplicación de la 
presente ley. Las 
expresiones utilizadas en esta 
ley para efectos de su 
aplicación tendrán el 
significado que a continuación 
se determina:  
 
Propietario. La persona 
natural o jurídica, que aparece 
como tal en el registro de 
naves.  
 
Armador. Persona natural o 
jurídica que, siendo o no 
propietaria de la nave, la 
apareja, pertrecha y explota a 
su propio nombre y por su 
cuenta y riesgo, percibe las 
utilidades que produce y 
soporta todas las 
responsabilidades que la 
afectan. La persona que figure 
en la respectiva matrícula 
como propietario de una nave 
se reputará armador, salvo 
prueba en contrario. 
 

SE ACOGE TEXTO 
CÁMARA DE 

REPRESENTANTES 

 

 

 
Artefacto naval. Es la 
construcción flotante, que 
carece de propulsión propia, 
que opera en el medio marino, 
auxiliar o no de la navegación. 
En el evento de que ese 
artefacto naval se destine al 
transporte con el apoyo de 
una nave, se entenderá el 
conjunto como una misma 
unidad de transporte.  
 
Nave. Toda construcción 
flotante con medios de 
propulsión propios destinada 
a la navegación por agua, que 
se utiliza para el transporte de 
carga o pasajeros, prestar 
servicios de remolque, pesca 
comercial e industrial, 
actividades de recreo y 
deportivas, entre otras.  
 
Fletamento. Es el contrato 
por el cual el armador se 
obliga, a cambio de una 
contraprestación, a cumplir, 
con una nave determinada, 
uno o más viajes 
preestablecidos, o los viajes 
que dentro de un plazo 
convenido ordene el fletador, 
en las condiciones que el 
contrato o la costumbre 
establezcan.  
 
Fletamento a casco 
desnudo. Es el contrato de 
arrendamiento válido y 
debidamente registrado de 
una nave, por tiempo 
determinado, en virtud del 
cual el fletador tiene la 
posesión y el control, incluido 
el derecho a contratar al 
capitán y a la tripulación por el 
período de vigencia del 

Artefacto naval. Es la 
construcción flotante, que 
carece de propulsión propia, 
que opera en el medio marino, 
auxiliar o no de la navegación. 
En el evento de que ese 
artefacto naval se destine al 
transporte con el apoyo de 
una nave, se entenderá el 
conjunto como una misma 
unidad de transporte.  
 
Nave. Toda construcción 
flotante con medios de 
propulsión propios destinada 
a la navegación por agua, que 
se utiliza para el transporte de 
carga o pasajeros, prestar 
servicios de remolque, pesca 
comercial e industrial, 
actividades de recreo y 
deportivas, entre otras.  
 
Fletamento. Es el contrato 
por el cual el armador se 
obliga, a cambio de una 
contraprestación, a cumplir, 
con una nave determinada, 
uno o más viajes 
preestablecidos, o los viajes 
que dentro de un plazo 
convenido ordene el fletador, 
en las condiciones que el 
contrato o la costumbre 
establezcan.  
 
Fletamento a casco 
desnudo. Es el contrato de 
arrendamiento válido y 
debidamente registrado de 
una nave, por tiempo 
determinado, en virtud del 
cual el fletador tiene la 
posesión y el control, incluido 
el derecho a contratar al 
capitán y a la tripulación por el 
período de vigencia del 
contrato.  

 

contrato.  
 
Industria naval. Empresas 
dedicadas a la construcción 
y/o reparación de naves, 
artefactos navales, 
plataformas o estructuras 
marinas.  
 
Licencia de explotación 
comercial. Es el acto 
administrativo que, con 
validez de cinco (5) años, es 
emitido por parte de la 
Autoridad Marítima Nacional 
para autorizar a una persona 
natural o jurídica a desarrollar 
una o varias actividades 
marítimas o prestar uno o 
varios servicios al sector 
marítimo con fines 
comerciales.  
 
Registro. Acto mediante el 
cual la Autoridad Marítima 
Nacional inscribe las naves y 
artefactos navales 
autorizados para enarbolar la 
bandera colombiana, así 
como todos los actos, 
documentos y contratos 
relacionados con los mismos, 
de conformidad con la 
presente Ley.  
 
Matrícula. Acto administrativo 
mediante el cual la Autoridad 
Marítima Nacional certifica 
que una nave o artefacto 
naval autorizado ha sido 
inscrito en el Registro Único 
Colombiano, de conformidad  
con la presente Ley.  
 
Tráfico internacional 
marítimo: Navegación 
realizada desde o hacia 
puerto extranjero, fuera de las 

 
Industria naval. Empresas 
dedicadas a la construcción 
y/o reparación de naves, 
artefactos navales, 
plataformas o estructuras 
marinas.  
 
Licencia de explotación 
comercial. Es el acto 
administrativo que, con 
validez de cinco (5) años, es 
emitido por parte de la 
Autoridad Marítima Nacional 
para autorizar a una persona 
natural o jurídica a desarrollar 
una o varias actividades 
marítimas o prestar uno o 
varios servicios al sector 
marítimo con fines 
comerciales.  
 
Registro. Acto mediante el 
cual la Autoridad Marítima 
Nacional inscribe las naves y 
artefactos navales 
autorizados para enarbolar la 
bandera colombiana, así 
como todos los actos, 
documentos y contratos 
relacionados con los mismos, 
de conformidad con la 
presente Ley.  
 
Matrícula. Acto administrativo 
mediante el cual la Autoridad 
Marítima Nacional certifica 
que una nave o artefacto 
naval autorizado ha sido 
inscrito en el Registro Único 
Colombiano, de conformidad  
con la presente Ley.  
 
Tráfico internacional 
marítimo: Navegación 
realizada desde o hacia 
puerto extranjero, fuera de las 
aguas jurisdiccionales del 



Página 8 Sábado, 19 de junio de 2021 Gaceta del conGreso  708

 

aguas jurisdiccionales del 
país.  
 
Tripulación. El conjunto de 
personas embarcadas, 
destinadas a atender todos 
los servicios de la nave, 
provistas de sus respectivas 
licencias de navegación.  

país.  
 
Tripulación. El conjunto de 
personas embarcadas, 
destinadas a atender todos 
los servicios de la nave, 
provistas de sus respectivas 
licencias de navegación.  

Artículo 2°. Artículo   2°.   
Prohibiciones   a   las   naves   
y   artefactos   navales. 
Ninguna nave o artefacto 
naval podrá cargar o 
descargar materiales 
nucleares o radiactivos en 
aguas jurisdiccionales o 
puertos colombianos sin la 
debida autorización del 
Ministerio de Minas y Energía 
y del Ministerio de Defensa 
Nacional, conforme a lo 
establecido en la 
normatividad nacional vigente 
y los Convenios 
Internacionales aprobados 
por Colombia en la materia. 
  
En todo caso se deberá dar 
cumplimiento a lo dispuesto 
en el artículo 81 de la 
Constitución Política de 
Colombia. 
 

Artículo   2°.   Prohibiciones   
a   las   naves   y   artefactos   
navales   de   bandera 
colombiana. Ninguna  nave  
o  artefacto  naval  podrá  
cargar  o  descargar  
materiales nucleares o 
radiactivos en aguas 
jurisdiccionales o puertos 
colombianos, sin la debida 
autorización del Ministerio de 
Minas y Energía y del 
Ministerio de Defensa 
Nacional en cumplimiento del 
artículo 81 de la Constitución 
Política de Colombia, sin 
perjuicio de las demás 
autorizaciones que requiera. 
 

SE ACOGE TEXTO 
DE SENADO 

El texto aprobado en 
senado da mayor 
claridad acerca de la 
prohibición del 
artículo 81 
constitucional, así 
como la mención 
específica a lo 
establecido en 
Convenios 
Internacionales en 
la materia.  

Artículo 3º. Ámbito de 
aplicación. La presente ley 
será aplicable a las personas 
naturales y jurídicas que, en 
su calidad de propietarios y/o 
armadores, registren naves y 
artefactos navales bajo la 
bandera colombiana. Las 
disposiciones de la presente 
ley no son aplicables a los 
buques de guerra.  
 

Artículo 3º. Ámbito de 
aplicación. La presente ley 
será aplicable a las personas 
naturales y jurídicas que, en 
su calidad de propietarios y/o 
armadores, registren naves y 
artefactos navales bajo la 
bandera colombiana. Las 
disposiciones de la presente 
ley no son aplicables a los 
buques de guerra.  
 

SE ACOGE TEXTO 
CÁMARA DE 

REPRESENTANTES 

 

Artículo 4°. Clasificación 
del Registro. El registro único 

Artículo 4o. Clasificación de 
Registro. El registro único 

SE ACOGE TEXTO 
DE SENADO 

Se acoge la 
redacción del texto 

 

colombiano de naves y 
artefactos navales tendrá la 
siguiente clasificación:  
 
a. Naves y artefactos navales; 
b. Naves y artefactos navales 
de cabotaje;  
c. Naves menores;  
d. Naves dedicadas a la pesca 
industrial;  
e. Naves dedicadas a la pesca 
artesanal;  
f. Naves de recreo o 
deportivas.  
 
Las anteriores clasificaciones 
serán reglamentadas por la 
Dirección General Marítima, 
con base en sus 
características técnicas, el 
servicio al cual se destinarán 
y las disposiciones de la 
presente Ley. 
 
Parágrafo: Para dar 
cumplimiento al registro único 
colombiano de naves y 
artefactos navales por parte 
de las naves de pesca 
artesanal, la Dirección 
General Marítima, brindará el 
acompañamiento necesario 
que permita a este tipo de 
naves contar con el 
Certificado de Matrícula 
provisional o definitivo, que 
trata el artículo 8° de la 
presente Ley.  
 

colombiano de naves y 
artefactos navales tendrá la 
siguiente clasificación:  
1. Naves y artefactos 

navales;  
2. Naves y artefactos 

navales de cabotaje;  
3. Naves menores;  
4. Naves dedicadas a la 

pesca industrial;  
5. Naves dedicadas a la 

pesca artesanal;  
6. Naves de recreo o 

deportivas.  
Las anteriores clasificaciones 
serán reglamentadas por la 
Dirección General Marítima, 
con base en sus 
características técnicas, el 
servicio al cual se destinarán 
y las disposiciones de la 
presente Ley.  
 

de senado conforme 
a la inclusión del 
parágrafo que busca 
dar un 
acompañamiento 
efectivo para el 
registro de la naves 
dedicadas a la 
pesca artesanal por 
parte de la Dirección 
General Marítima.  

Artículo 5º. 
Individualización de las 
naves y artefactos navales. 
Las naves y artefactos 
navales colombianas se 
individualizan en el orden 
interno y para todos los 
efectos legales, por su 
nombre, número de registro, 

Artículo 5º. 
Individualización de las 
naves y artefactos navales. 
Las naves y artefactos 
navales colombianas se 
individualizan en el orden 
interno y para todos los 
efectos legales, por su 
nombre, número de registro, 

SE ACOGE TEXTO 
CÁMARA DE 

REPRESENTANTES 

 

 

puerto de registro y arqueo.  
 

puerto de registro y arqueo.  
 

Artículo 6º. Nombre de las 
naves y artefactos navales. 
El nombre de la nave o 
artefacto naval no puede ser 
igual al de otra nave o 
artefacto registrado. A tal 
efecto, la Dirección General 
Marítima reglamentará la 
imposición, uso y cese de 
dicho elemento de 
individualización. 
 

Artículo 6º. Nombre de las 
naves y artefactos navales. 
El nombre de la nave o 
artefacto naval no puede ser 
igual al de otra nave o 
artefacto registrado. A tal 
efecto, la Dirección General 
Marítima reglamentará la 
imposición, uso y cese de 
dicho elemento de 
individualización. 
 

SE ACOGE TEXTO 
CÁMARA DE 

REPRESENTANTES  

 

Artículo 7º. Número de 
registro de las naves y 
artefactos navales. El 
número de registro de una 
nave o artefacto naval es el de 
su inscripción. La Dirección 
General Marítima depurará y 
organizará el registro 
colombiano de naves y 
artefactos navales, con el fin 
de dar cumplimiento a lo 
establecido en la presente 
Ley. 
 

Artículo 7º. Número de 
registro de las naves y 
artefactos navales. El 
número de registro de una 
nave o artefacto naval es el de 
su inscripción. La Dirección 
General Marítima depurará y 
organizará el registro 
colombiano de naves y 
artefactos navales, con el fin 
de dar cumplimiento a lo 
establecido en la presente 
Ley. 
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Artículo 8º. Certificado de 
Matrícula de las naves y 
artefactos navales. La 
Dirección General Marítima 
otorgará a toda nave o 
artefacto naval que se 
inscriba en el registro único 
colombiano un Certificado de 
Matrícula provisional o 
definitivo, según corresponda, 
en el que conste el nombre de 
la nave o artefacto naval, el de 
su armador y/o propietario, el 
número de registro, el servicio 
para el cual está autorizado y 
los arqueos bruto y neto, así 
como los demás datos 
contenidos en su inscripción . 
 

Artículo 8º. Certificado de 
Matrícula de las naves y 
artefactos navales. La 
Dirección General Marítima 
otorgará a toda nave o 
artefacto naval que se inscriba 
en el registro único 
colombiano un Certificado de 
Matrícula provisional o 
definitivo, según corresponda, 
en el que conste el nombre de 
la nave o artefacto naval, el de 
su armador y/o propietario, el 
número de registro, el servicio 
para el cual está autorizado y 
los arqueos bruto y neto, así 
como los demás datos 
contenidos en su inscripción . 
 

SE ACOGE TEXTO 
CÁMARA DE 
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Artículo 9º. Pabellón de las Artículo 9º. Pabellón de las SE ACOGE TEXTO  

 

naves y artefactos navales. 
Toda nave o artefacto naval 
con registro y matrícula 
colombiana debe izar, en 
lugar visible, el pabellón 
nacional y llevará su nombre 
marcado en los lugares en 
que disponga la 
reglamentación que emitirá la 
Dirección General Marítima. 
En la popa llevará, además, el 
nombre del puerto de registro. 
Lo anterior, sin perjuicio de lo 
que dispongan los tratados, 
convenios, acuerdos y 
prácticas, celebrados o 
acogidos por el país, para tal 
efecto.  
 

naves y artefactos navales. 
Toda nave o artefacto naval 
con registro y matrícula 
colombiana debe izar, en 
lugar visible, el pabellón 
nacional y llevará su nombre 
marcado en los lugares en 
que disponga la 
reglamentación que emitirá la 
Dirección General Marítima. 
En la popa llevará, además, el 
nombre del puerto de registro. 
Lo anterior, sin perjuicio de lo 
que dispongan los tratados, 
convenios, acuerdos y 
prácticas, celebrados o 
acogidos por el país, para tal 
efecto.  
 

CÁMARA DE 
REPRESENTANTES 

 Artículo 10°. Doble 
registro. En Colombia podrán 
registrarse, de manera 
provisional, las naves y 
artefactos navales que se 
encuentren matriculados en el 
Registro de Naves de otro 
Estado, única y 
exclusivamente mientras 
realizan el trámite de 
cancelación de dicho registro 
y les sea expedido el 
certificado correspondiente.  
 
No obstante, lo anterior, 
deberán enarbolar la bandera 
colombiana para todos los 
efectos, desde que le sea 
expedida la correspondiente 
matrícula provisional.  
 

 Artículo 10°. Doble 
registro. En Colombia podrán 
registrarse, de manera 
provisional, las naves y 
artefactos navales que se 
encuentren matriculados en el 
Registro de Naves de otro 
Estado, única y 
exclusivamente mientras 
realizan el trámite de 
cancelación de dicho registro 
y les sea expedido el 
certificado correspondiente.  
 
No obstante, lo anterior, 
deberán enarbolar la bandera 
colombiana para todos los 
efectos, desde que le sea 
expedida la correspondiente 
matrícula provisional.  
 

SE ACOGE TEXTO 
CÁMARA DE 

REPRESENTANTES 

 

Artículo 11º. Actos sujetos a 
registro sobre naves y 
artefactos navales. En el 
registro de naves y artefactos 
navales se inscribirán los 
siguientes actos y negocios 
jurídicos:  
 

Artículo 11º. Actos sujetos a 
registro sobre naves y 
artefactos navales. En el 
registro de naves y artefactos 
navales se inscribirán los 
siguientes actos y negocios 
jurídicos:  
 

SE ACOGE TEXTO 
CÁMARA DE 

REPRESENTANTES 
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a.  Los contratos de 
construcción, adquisición, 
enajenación o cesión, así 
como los constitutivos de 
derechos reales, traslativos o 
extintivos del dominio, las 
hipotecas, demás 
gravámenes y embargos.  
b.  Los contratos de 
fletamento a casco desnudo. 
c.  Los contratos de 
arrendamiento financiero.  
d.  Las decisiones 
expedidas por autoridades 
judiciales y administrativas, 
que por expresa disposición 
legal, sean objeto de registro.  
e.  Cualquier otro acto o 
contrato relativo a las naves y 
artefactos navales cuando la 
ley exija dicha formalidad.  
 
Parágrafo. -Con excepción 
de las hipotecas, los actos y 
contratos a que se refieren los 
literales a), b) y c) del 
presente artículo no 
requerirán de escritura 
pública, siendo suficiente el 
registro del documento 
privado contentivo del acto o 
negocio jurídico celebrado.  
 
Cuando dichos documentos 
se extiendan en idioma 
diferente al castellano, se 
requerirá su traducción 
efectuada por autoridad o 
traductor oficial debidamente 
inscrito ante el Ministerio de 
Relaciones Exteriores, así 
como su debida legalización y 
apostilla cuando se requiera.  
 
Los actos y documentos que 
deban ser inscritos en el 
registro y no cumplan con las 
formalidades establecidas en 

a.  Los contratos de 
construcción, adquisición, 
enajenación o cesión, así 
como los constitutivos de 
derechos reales, traslativos o 
extintivos del dominio, las 
hipotecas, demás 
gravámenes y embargos.  
b.  Los contratos de 
fletamento a casco desnudo. 
c.  Los contratos de 
arrendamiento financiero.  
d.  Las decisiones 
expedidas por autoridades 
judiciales y administrativas, 
que por expresa disposición 
legal, sean objeto de registro.  
e.  Cualquier otro acto o 
contrato relativo a las naves y 
artefactos navales cuando la 
ley exija dicha formalidad.  
 
Parágrafo. -Con excepción 
de las hipotecas, los actos y 
contratos a que se refieren los 
literales a), b) y c) del 
presente artículo no 
requerirán de escritura 
pública, siendo suficiente el 
registro del documento 
privado contentivo del acto o 
negocio jurídico celebrado.  
 
Cuando dichos documentos 
se extiendan en idioma 
diferente al castellano, se 
requerirá su traducción 
efectuada por autoridad o 
traductor oficial debidamente 
inscrito ante el Ministerio de 
Relaciones Exteriores, así 
como su debida legalización y 
apostilla cuando se requiera.  
 
Los actos y documentos que 
deban ser inscritos en el 
registro y no cumplan con las 
formalidades establecidas en 

 

el presente artículo, sólo 
producirán efectos entre 
quienes los otorguen y no 
serán oponibles a terceros.  
 

el presente artículo, sólo 
producirán efectos entre 
quienes los otorguen y no 
serán oponibles a terceros.  
 

Artículo 12º. Compra, Venta 
e Hipoteca de naves y 
artefactos navales. La 
compra, venta e hipoteca de 
naves y artefactos navales no 
requerirá de permiso o 
autorización alguna.  
 

Artículo 12º. Compra, Venta 
e Hipoteca de naves y 
artefactos navales. La 
compra, venta e hipoteca de 
naves y artefactos navales no 
requerirá de permiso o 
autorización alguna.  
 

SE ACOGE TEXTO 
CÁMARA DE 
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Artículo 13º. Licencia para 
el acceso a las bandas de 
frecuencias atribuidas al 
servicio móvil marítimo y la 
asignación de las letras de 
llamadas y el número de 
identificación del servicio 
móvil marítimo (MMSI). La 
Licencia para el acceso a las 
bandas de frecuencias 
atribuidas al servicio móvil 
marítimo y la asignación de 
las letras de llamadas y el 
número de identificación del 
servicio móvil marítimo 
(MMSI) dentro del trámite de 
registro de naves y artefactos 
navales, serán expedidos por 
la Dirección General Marítima 
en el mismo plazo en que se 
otorga la matricula 
provisional. Esta licencia se 
otorgará a nombre de la nave, 
no del propietario, y tendrá 
una vigencia indefinida 
mientras se conserven todas 
las condiciones tenidas en 
cuenta para su expedición.  
 
Para lo anterior se coordinará 
lo correspondiente con el 
Ministerio de Tecnologías de 
la Información y 
Comunicaciones.  
 

Artículo 13º. Licencia para 
el acceso a las bandas de 
frecuencias atribuidas al 
servicio móvil marítimo y la 
asignación de las letras de 
llamadas y el número de 
identificación del servicio 
móvil marítimo (MMSI). La 
Licencia para el acceso a las 
bandas de frecuencias 
atribuidas al servicio móvil 
marítimo y la asignación de 
las letras de llamadas y el 
número de identificación del 
servicio móvil marítimo 
(MMSI) dentro del trámite de 
registro de naves y artefactos 
navales, serán expedidos por 
la Dirección General Marítima 
en el mismo plazo en que se 
otorga la matricula 
provisional. Esta licencia se 
otorgará a nombre de la nave, 
no del propietario, y tendrá 
una vigencia indefinida 
mientras se conserven todas 
las condiciones tenidas en 
cuenta para su expedición.  
 
Para lo anterior se coordinará 
lo correspondiente con el 
Ministerio de Tecnologías de 
la Información y 
Comunicaciones.  
 

SE ACOGE TEXTO 
CÁMARA DE 

REPRESENTANTES 

 

 

Artículo 14º. Matrícula 
Provisional de naves y 
artefactos navales. Las 
naves y artefactos navales 
que se inscriban en el registro 
colombiano, por primera vez, 
podrán obtener una matrícula 
provisional mientras se 
completan los requisitos para 
que sea expedida la matrícula 
definitiva, dependiendo de la 
solicitud del interesado y del 
cumplimiento de los requisitos 
establecidos en la presente 
ley.  
 

Artículo 14º. Matrícula 
Provisional de naves y 
artefactos navales. Las 
naves y artefactos navales 
que se inscriban en el registro 
colombiano, por primera vez, 
podrán obtener una matrícula 
provisional mientras se 
completan los requisitos para 
que sea expedida la matrícula 
definitiva, dependiendo de la 
solicitud del interesado y del 
cumplimiento de los requisitos 
establecidos en la presente 
ley.  
 

SE ACOGE TEXTO 
CÁMARA DE 

REPRESENTANTES 

 

Artículo 15º. Requisitos 
para el registro y 
expedición de Matrícula 
Provisional de naves y 
artefactos navales. Los 
propietarios y/o armadores o 
sus representantes 
directamente o por conducto 
de apoderado presentarán, de 
manera presencial o 
electrónica, solicitud de 
registro a la Capitanía de 
Puerto o a la Dirección 
General Marítima, indicando:  
 
a) El nombre de la nave o 
artefacto naval que pretende 
inscribir;  
b) Nombre y dirección del 
propietario:  
c) Constructor, fecha y lugar 
de construcción;  
d) Servicio al cual se propone 
destinarla. 
 

Artículo 15º. Requisitos 
para el registro y expedición 
de Matrícula Provisional de 
naves y artefactos navales. 
Los propietarios y/o 
armadores o sus 
representantes directamente 
o por conducto de apoderado 
presentarán, de manera 
presencial o electrónica, 
solicitud de registro a la 
Capitanía de Puerto o a la 
Dirección General Marítima, 
indicando:  
 
a) El nombre de la nave o 
artefacto naval que pretende 
inscribir;  
b) Nombre y dirección del 
propietario:  
c) Constructor, fecha y lugar 
de construcción;  
d) Servicio al cual se propone 
destinarla. 
 

SE ACOGE TEXTO 
CÁMARA DE 
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Artículo 16º. 
Documentación para el 
registro y expedición de la 
Matrícula Provisional de 
naves y artefactos navales. 
La solicitud de que trata el 
artículo anterior deberá ir 

Artículo 16º. 
Documentación para el 
registro y expedición de la 
Matrícula Provisional de 
naves y artefactos navales. 
La solicitud de que trata el 
artículo anterior deberá ir 

SE ACOGE TEXTO 
CÁMARA DE 

REPRESENTANTES  

 

 

acompañada de la siguiente 
documentación en medio 
físico o digital:  
 
a.  Certificados de 
navegabilidad y seguridad 
vigentes los cuales pueden 
haber sido expedidos por la 
anterior bandera o por una 
organización reconocida por 
ella, u otra que cuente con 
acuerdo vigente de 
delegación con la Dirección 
General Marítima.  
b.  Certificado de 
cancelación del registro 
anterior o constancia de inicio 
de dicho trámite.  
c.  Copia del acto o 
contrato de compra, si 
corresponde;  
d.  Seguro de 
responsabilidad civil 
extracontractual que ampare 
el riesgo de 
contaminación súbita a favor 
de terceros afectados, por la 
suma previamente fijada por 
la Dirección General 
Marítima-Ministerio de 
Defensa Nacional, según la 
clase, el porte y el servicio al 
cual se destinará la nave o 
artefacto naval. El 
mencionado seguro podrá ser 
contratado con compañías 
aseguradoras colombianas o 
extranjeras o Clubes de 
Protección e Indemnización P 
& I que ofrezcan dichas 
coberturas.  
e.  Pago de la tarifa 
establecida para el trámite.  
 
Parágrafo 1º: El requisito del 
literal d) no es aplicable a las 
naves de recreo o deportivas 
que no desarrollen 

acompañada de la siguiente 
documentación en medio 
físico o digital:  
 
a.  Certificados de 
navegabilidad y seguridad 
vigentes los cuales pueden 
haber sido expedidos por la 
anterior bandera o por una 
organización reconocida por 
ella, u otra que cuente con 
acuerdo vigente de 
delegación con la Dirección 
General Marítima.  
b.  Certificado de 
cancelación del registro 
anterior o constancia de inicio 
de dicho trámite.  
c.  Copia del acto o 
contrato de compra, si 
corresponde;  
d.  Seguro de 
responsabilidad civil 
extracontractual que ampare 
el riesgo de 
contaminación súbita a favor 
de terceros afectados, por la 
suma previamente fijada por 
la Dirección General 
Marítima-Ministerio de 
Defensa Nacional, según la 
clase, el porte y el servicio al 
cual se destinará la nave o 
artefacto naval. El 
mencionado seguro podrá ser 
contratado con compañías 
aseguradoras colombianas o 
extranjeras o Clubes de 
Protección e Indemnización P 
& I que ofrezcan dichas 
coberturas.  
e.  Pago de la tarifa 
establecida para el trámite.  
 
Parágrafo 1º: El requisito del 
literal d) no es aplicable a las 
naves de recreo o deportivas 
que no desarrollen 
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actividades comerciales.  
 
Parágrafo 2º: Para el trámite 
de registro y expedición de 
Matrícula Provisional para 
remolcadores, la Dirección 
General Marítima 
conjuntamente con la 
expedición de la Matricula 
Provisional, expedirá un 
Permiso de Operación 
Provisional, mientras se 
surten los trámites que 
determine la reglamentación 
por parte de la Dirección 
General Marítima.  
 

actividades comerciales.  
 
Parágrafo 2º: Para el trámite 
de registro y expedición de 
Matrícula Provisional para 
remolcadores, la Dirección 
General Marítima 
conjuntamente con la 
expedición de la Matricula 
Provisional, expedirá un 
Permiso de Operación 
Provisional, mientras se 
surten los trámites que 
determine la reglamentación 
por parte de la Dirección 
General Marítima.  
 

Artículo 17º. Expedición de 
la Matrícula Provisional. 
Recibida en forma completa la 
documentación listada en el 
artículo anterior, la Dirección 
General Marítima dentro de 
los tres días hábiles 
siguientes, inscribirá la nave o 
artefacto naval en el registro 
colombiano y expedirá el 
certificado de matrícula 
provisional y la licencia para el 
acceso a las bandas de 
frecuencias atribuidas al 
servicio móvil marítimo y la 
asignación de las letras de 
llamadas y el número de 
identificación del servicio 
móvil marítimo (MMSI). No es 
necesario que la nave o 
artefacto naval se encuentre 
en territorio colombiano para 
que le sea expedida matrícula 
provisional.  
 
El certificado de matrícula 
provisional tendrá una 
vigencia de seis (6) meses, no 
prorrogables. Una vez 
vencido este término sin que 
se haya tramitado el 

Artículo 17º. Expedición de 
la Matrícula Provisional. 
Recibida en forma completa la 
documentación listada en el 
artículo anterior, la Dirección 
General Marítima dentro de 
los tres días hábiles 
siguientes, inscribirá la nave o 
artefacto naval en el registro 
colombiano y expedirá el 
certificado de matrícula 
provisional y la licencia para el 
acceso a las bandas de 
frecuencias atribuidas al 
servicio móvil marítimo y la 
asignación de las letras de 
llamadas y el número de 
identificación del servicio 
móvil marítimo (MMSI). No es 
necesario que la nave o 
artefacto naval se encuentre 
en territorio colombiano para 
que le sea expedida matrícula 
provisional.  
 
El certificado de matrícula 
provisional tendrá una 
vigencia de seis (6) meses, no 
prorrogables. Una vez 
vencido este término sin que 
se haya tramitado el 

SE ACOGE TEXTO 
CÁMARA DE 
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certificado de matrícula 
definitiva, se procederá a la 
cancelación del registro.  
 

certificado de matrícula 
definitiva, se procederá a la 
cancelación del registro.  
 

Artículo 18º. Requisitos 
para el registro y 
expedición de Matrícula 
definitiva de naves y 
artefactos navales. Los 
propietarios y/o armadores o 
sus representantes 
directamente o por conducto 
de apoderado presentarán, de 
manera presencial o 
electrónica, solicitud de 
registro de matrícula definitiva 
a la Capitanía de Puerto o a la 
Dirección General Marítima.  
 
Siempre que no se haya 
solicitado inicialmente la 
matrícula provisional de la 
que trata el artículo 16, se 
deberá aportar la siguiente 
documentación: 
 
a. Copia del documento de 

compra de la nave o 
artefacto naval.  

b. Certificado de 
cancelación del registro 
anterior.  

c. Seguro de 
responsabilidad civil 
extracontractual que 
ampare el riesgo de 
contaminación súbita a 
favor de terceros 
afectados, por la suma 
previamente fijada por la 
Dirección General 
Marítima-Ministerio de 
Defensa Nacional, según 
la clase, el porte y el 
servicio al cual se 
destinará la nave o 
artefacto naval. El 
mencionado seguro 

Artículo 18º. Requisitos 
para el registro y expedición 
de Matrícula definitiva de 
naves y artefactos navales. 
Los propietarios y/o 
armadores o sus 
representantes directamente 
o por conducto de apoderado 
presentarán, de manera 
presencial o electrónica, 
solicitud de registro de 
matrícula definitiva a la 
Capitanía de Puerto o a la 
Dirección General Marítima.  
 
Siempre que no se haya 
solicitado inicialmente la 
matrícula provisional de la que 
trata el artículo 16, se deberá 
aportar la siguiente 
documentación: 
 
g. Copia del documento de 

compra de la nave o 
artefacto naval.  

h. Certificado de 
cancelación del registro 
anterior.  

i. Seguro de 
responsabilidad civil 
extracontractual que 
ampare el riesgo de 
contaminación súbita a 
favor de terceros 
afectados, por la suma 
previamente fijada por la 
Dirección General 
Marítima-Ministerio de 
Defensa Nacional, según 
la clase, el porte y el 
servicio al cual se 
destinará la nave o 
artefacto naval. El 
mencionado seguro 

SE ACOGE TEXTO 
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podrá ser contratado con 
compañías aseguradoras 
colombianas o 
extranjeras o Clubes de 
Protección e 
Indemnización P & I que 
ofrezcan dichas 
coberturas.  

d. Si se trata de persona 
jurídica, su certificado de 
existencia y 
representación legal 
expedido por la Cámara 
de Comercio de su 
domicilio social, cuya 
fecha de expedición no 
sea superior a tres (3) 
meses.  

e. Certificados de 
navegabilidad y 
seguridad expedidos en 
nombre de la República 
de Colombia por la 
Dirección General 
Marítima o por una 
Organización 
Internacional de 
clasificación u otra 
reconocida por ésta, que 
cuente con acuerdo 
vigente de delegación con 
la Dirección General 
Marítima. 

f. La documentación 
técnica que determine la 
reglamentación de la 
Dirección General 
Marítima, según la 
clasificación del registro 
establecida en la 
presente Ley.  

 
En caso de haber solicitado y 
obtenido la matricula 
provisional de la que trata el 
artículo 16 de esta ley, solo se 
deberá aportar la 
documentación exigida en los 

podrá ser contratado con 
compañías aseguradoras 
colombianas o 
extranjeras o Clubes de 
Protección e 
Indemnización P & I que 
ofrezcan dichas 
coberturas.  

j. Si se trata de persona 
jurídica, su certificado de 
existencia y 
representación legal 
expedido por la Cámara 
de Comercio de su 
domicilio social, cuya 
fecha de expedición no 
sea superior a tres (3) 
meses.  

k. Certificados de 
navegabilidad y 
seguridad expedidos en 
nombre de la República 
de Colombia por la 
Dirección General 
Marítima o por una 
Organización 
Internacional de 
clasificación u otra 
reconocida por ésta, que 
cuente con acuerdo 
vigente de delegación con 
la Dirección General 
Marítima. 

l. La documentación 
técnica que determine la 
reglamentación de la 
Dirección General 
Marítima, según la 
clasificación del registro 
establecida en la presente 
Ley.  

 
En caso de haber solicitado y 
obtenido la matricula 
provisional de la que trata el 
artículo 16 de esta ley, solo se 
deberá aportar la 
documentación exigida en los 

 

literales d, e y f.  
 
Dicha documentación deberá 
ser aportada por lo menos dos 
meses antes del término de 
vigencia o duración de la 
matricula provisional de que 
trata el artículo 16.  
 
Parágrafo. El requisito del 
literal c) no es aplicable a las 
naves de recreo o deportivas 
que desarrollen actividades 
no comerciales.  
 

literales d, e y f.  
 
Dicha documentación deberá 
ser aportada por lo menos dos 
meses antes del término de 
vigencia o duración de la 
matricula provisional de que 
trata el artículo 16.  
 
Parágrafo. El requisito del 
literal c) no es aplicable a las 
naves de recreo o deportivas 
que desarrollen actividades 
no comerciales.  
 

Artículo 19º. Término para la 
expedición de la matrícula 
definitiva. Recibida en forma 
completa la documentación 
listada en el artículo anterior, 
la Dirección General Marítima 
expedirá, dentro de los cinco 
(5) días hábiles siguientes, la 
matrícula definitiva.  
 
En el caso donde la Dirección 
General Marítima niegue la 
expedición de la matrícula 
definitiva, el interesado podrá 
interponer los recursos de 
reposición y/o apelación ante 
las autoridades competentes. 
 

Artículo 19º. Término para la 
expedición de la matrícula 
definitiva. Recibida en forma 
completa la documentación 
listada en el artículo anterior, 
la Dirección General Marítima 
expedirá, dentro de los cinco 
(5) días hábiles siguientes, la 
matrícula definitiva.  
 
En el caso donde la Dirección 
General Marítima niegue la 
expedición de la matrícula 
definitiva, el interesado podrá 
interponer los recursos de 
reposición y/o apelación ante 
las autoridades competentes. 
 

SE ACOGE TEXTO 
CÁMARA DE 

REPRESENTANTES  

 

Artículo 20º. Nombramiento 
de Inspectores para la 
expedición de la Matrícula 
Provisional o Definitiva de 
naves y artefactos navales. 
El trámite para la expedición 
de la Matrícula Provisional o 
Definitiva no requerirá el 
nombramiento de un 
inspector por parte de la 
Autoridad Marítima, si la nave 
y/o artefacto naval está 
debidamente certificado por 
una organización reconocida 
con acuerdo vigente de 

Artículo 20º. Nombramiento 
de Inspectores para la 
expedición de la Matrícula 
Provisional o Definitiva de 
naves y artefactos navales. 
El trámite para la expedición 
de la Matrícula Provisional o 
Definitiva no requerirá el 
nombramiento de un inspector 
por parte de la Autoridad 
Marítima, si la nave y/o 
artefacto naval está 
debidamente certificado por 
una organización reconocida 
con acuerdo vigente de 

SE ACOGE TEXTO 
CÁMARA DE 

REPRESENTANTES 
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delegación con la Dirección 
General Marítima.  
 

delegación con la Dirección 
General Marítima.  
 

Artículo 21°. Cambio de 
dominio de naves y 
artefactos navales. El 
cambio de dominio de naves y 
artefactos navales inscritos en 
el registro único colombiano 
no requerirá cancelación de 
matrícula. Para el efecto el 
nuevo propietario allegará, de 
manera presencial o 
electrónica, el documento de 
compraventa y solicitará el 
cambio del certificado para 
que la nave o artefacto naval 
quede a su nombre, sin 
modificar el número de 
inscripción.  
 
Igual procedimiento se 
aplicará para el cambio de 
nombre, cambio de puerto de 
registro, cambio de motores y 
modificaciones que alteren 
sus características.  
 
Parágrafo. La Dirección 
General Marítima organizará 
el registro único colombiano 
de naves y artefactos navales, 
con el fin de dar cumplimiento 
a lo establecido en el presente 
artículo.  
 

Artículo 21°. Cambio de 
dominio de naves y 
artefactos navales. El 
cambio de dominio de naves y 
artefactos navales inscritos en 
el registro único colombiano 
no requerirá cancelación de 
matrícula. Para el efecto el 
nuevo propietario allegará, de 
manera presencial o 
electrónica, el documento de 
compraventa y solicitará el 
cambio del certificado para 
que la nave o artefacto naval 
quede a su nombre, sin 
modificar el número de 
inscripción.  
 
Igual procedimiento se 
aplicará para el cambio de 
nombre, cambio de puerto de 
registro, cambio de motores y 
modificaciones que alteren 
sus características.  
 
Parágrafo. La Dirección 
General Marítima organizará 
el registro único colombiano 
de naves y artefactos navales, 
con el fin de dar cumplimiento 
a lo establecido en el presente 
artículo.  
 

SE ACOGE TEXTO 
CÁMARA DE 

REPRESENTANTES 

 

Artículo 22º. Cancelación 
del registro y matrícula de 
las naves y artefactos 
navales. El registro y 
matrícula de una nave o 
artefacto naval será 
cancelada por la Dirección 
General Marítima 
directamente, previo 
procedimiento administrativo; 
o a solicitud del propietario y/o 
armador, acompañando el 

Artículo 22º. Cancelación 
del registro y matrícula de 
las naves y artefactos 
navales. El registro y 
matrícula de una nave o 
artefacto naval será 
cancelada por la Dirección 
General Marítima 
directamente, previo 
procedimiento administrativo; 
o a solicitud del propietario y/o 
armador, acompañando el 

SE ACOGE TEXTO 
CÁMARA DE 

REPRESENTANTES  

 

 

certificado del Registro 
Colombiano que acredite que 
no existen gravámenes que 
afecten a la nave o artefacto 
naval, en los siguientes 
casos:  
 
a.  Cuando adquiera 
bandera en otro país, previa 
cancelación del registro; o por 
enarbolar bandera de otro 
estado de registro, en el 
evento de tener ya matricula 
provisional como lo dispone la 
presente ley.  
b.  Cuando así lo solicite 
el propietario, por causa 
justificada o lo ordene 
autoridad competente, por 
causas legales;  
c.  Cuando ocurra su 
pérdida, debidamente 
comprobada;  
d.  Al efectuarse el 
desguace voluntario de la 
nave, aunque se construya 
con los mismos materiales;  
e.  Por sentencia judicial 
que así lo ordene dictada en 
el país o en el extranjero, si 
esta fuere reconocida 
legalmente en Colombia.  
f.  Por acto 
administrativo que así lo 
ordene, emitido por autoridad 
competente como resultado a 
la infracción de las leyes 
ambientales y de pesca.  
 
Cumplidos los requisitos 
exigidos en cada caso, la 
Dirección General Marítima, 
dentro de un plazo de setenta 
y dos (72) horas hábiles 
siguientes, otorgará la 
cancelación de registro y 
matrícula colombiana.  
 

certificado del Registro 
Colombiano que acredite que 
no existen gravámenes que 
afecten a la nave o artefacto 
naval, en los siguientes 
casos:  
 
a.  Cuando adquiera 
bandera en otro país, previa 
cancelación del registro; o por 
enarbolar bandera de otro 
estado de registro, en el 
evento de tener ya matricula 
provisional como lo dispone la 
presente ley.  
b.  Cuando así lo solicite 
el propietario, por causa 
justificada o lo ordene 
autoridad competente, por 
causas legales;  
c.  Cuando ocurra su 
pérdida, debidamente 
comprobada;  
d.  Al efectuarse el 
desguace voluntario de la 
nave, aunque se construya 
con los mismos materiales;  
e.  Por sentencia judicial 
que así lo ordene dictada en el 
país o en el extranjero, si esta 
fuere reconocida legalmente 
en Colombia.  
f.  Por acto 
administrativo que así lo 
ordene, emitido por autoridad 
competente como resultado a 
la infracción de las leyes 
ambientales y de pesca.  
 
Cumplidos los requisitos 
exigidos en cada caso, la 
Dirección General Marítima, 
dentro de un plazo de setenta 
y dos (72) horas hábiles 
siguientes, otorgará la 
cancelación de registro y 
matrícula colombiana.  
 

 

Artículo 23º. Operación de 
naves y artefactos navales. 
La operación de las naves y 
artefactos navales con 
matrícula provisional o 
definitiva se limitará al servicio 
que puedan prestar de 
acuerdo a sus condiciones 
técnicas y de seguridad, así 
como a los requerimientos 
legales o reglamentarios que 
se exijan para la actividad que 
pretendan desarrollar.  
 

Artículo 23º. Operación de 
naves y artefactos navales. 
La operación de las naves y 
artefactos navales con 
matrícula provisional o 
definitiva se limitará al servicio 
que puedan prestar de 
acuerdo a sus condiciones 
técnicas y de seguridad, así 
como a los requerimientos 
legales o reglamentarios que 
se exijan para la actividad que 
pretendan desarrollar.  
 

SE ACOGE TEXTO 
CÁMARA DE 

REPRESENTANTES 

 

Artículo 24º. Certificados 
estatutarios y/o de 
seguridad. Los certificados 
estatutarios y/o seguridad 
hacen parte de los 
documentos exigidos a las 
naves y artefactos navales y 
deben ser presentados 
cuando la Dirección General 
Marítima y otra autoridad 
competente los solicite.  
 
El vencimiento de los 
certificados implica para la 
nave o artefacto naval la 
imposibilidad de navegar y de 
prestar los servicios a los 
cuales está destinado. La 
Capitanía de Puerto no 
expedirá zarpe sin la 
presentación de los 
certificados vigentes. 
 
Parágrafo. Las naves y 
artefactos navales a los que 
hace referencia la presente 
ley serán inspeccionados y 
certificados por la Dirección 
General Marítima o por una 
organización reconocida 
debidamente delegada para 
ello por la Autoridad Marítima 
Nacional. 
 

Artículo 24º. Certificados 
estatutarios y/o de 
seguridad. Los certificados 
estatutarios y/o seguridad 
hacen parte de los 
documentos exigidos a las 
naves y artefactos navales y 
deben ser presentados 
cuando la Dirección General 
Marítima y otra autoridad 
competente los solicite.  
 
El vencimiento de los 
certificados implica para la 
nave o artefacto naval la 
imposibilidad de navegar y de 
prestar los servicios a los 
cuales está destinado. La 
Capitanía de Puerto no 
expedirá zarpe sin la 
presentación de los 
certificados vigentes. 
 
Parágrafo. Las naves y 
artefactos navales a los que 
hace referencia la presente 
ley serán inspeccionados y 
certificados por la Dirección 
General Marítima o por una 
organización reconocida 
debidamente delegada para 
ello por la Autoridad Marítima 
Nacional. 
 

SE ACOGE TEXTO 
CÁMARA DE 

REPRESENTANTES 

 

 

Artículo 25°. Condiciones 
de seguridad de las naves y 
artefactos navales. Las 
naves y artefactos navales 
deben reunir las condiciones 
de seguridad previstas en la 
legislación nacional y en los 
convenios internacionales 
ratificados por Colombia, 
según corresponda al ámbito 
de su operación.  
 

Artículo 25°. Condiciones 
de seguridad de las naves y 
artefactos navales. Las 
naves y artefactos navales 
deben reunir las condiciones 
de seguridad previstas en la 
legislación nacional y en los 
convenios internacionales 
ratificados por Colombia, 
según corresponda al ámbito 
de su operación.  
 

SE ACOGE TEXTO 
CÁMARA DE 

REPRESENTANTES 

 

Artículo 26°. Determinación 
de condiciones de 
seguridad de naves y 
artefactos navales. Las 
condiciones de seguridad de 
las naves y artefactos navales 
a que se refiere este capítulo 
serán determinadas por la 
Dirección General Marítima 
de acuerdo con la naturaleza 
y finalidad de los servicios que 
presten y la navegación que 
efectúen, atendiendo lo 
establecido en las normas 
nacionales e internacionales 
que rigen la materia.  
 

Artículo 26°. Determinación 
de condiciones de 
seguridad de naves y 
artefactos navales. Las 
condiciones de seguridad de 
las naves y artefactos navales 
a que se refiere este capítulo 
serán determinadas por la 
Dirección General Marítima 
de acuerdo con la naturaleza 
y finalidad de los servicios que 
presten y la navegación que 
efectúen, atendiendo lo 
establecido en las normas 
nacionales e internacionales 
que rigen la materia.  
 

SE ACOGE TEXTO 
CÁMARA DE 

REPRESENTANTES 

 

Artículo 26°. Determinación 
de condiciones de 
seguridad de naves y 
artefactos navales. Las 
condiciones de seguridad de 
las naves y artefactos navales 
a que se refiere este capítulo 
serán determinadas por la 
Dirección General Marítima 
de acuerdo con la naturaleza 
y finalidad de los servicios que 
presten y la navegación que 
efectúen, atendiendo lo 
establecido en las normas 
nacionales e internacionales 
que rigen la materia.  
 

Artículo 26°. Determinación 
de condiciones de 
seguridad de naves y 
artefactos navales. Las 
condiciones de seguridad de 
las naves y artefactos navales 
a que se refiere este capítulo 
serán determinadas por la 
Dirección General Marítima 
de acuerdo con la naturaleza 
y finalidad de los servicios que 
presten y la navegación que 
efectúen, atendiendo lo 
establecido en las normas 
nacionales e internacionales 
que rigen la materia.  
 

SE ACOGE TEXTO 
CÁMARA DE 

REPRESENTANTES 

 

Artículo 28º. Garantías 
Marítimas. Las garantías 

Artículo 28º. Garantías 
Marítimas. Las garantías 

SE ACOGE TEXTO 
CÁMARA DE 
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marítimas de las naves y 
artefactos navales con arqueo 
bruto superior a 500 
toneladas a los cuales se 
refiere la presente ley se 
regirán por la Decisión 487 del 
Acuerdo de Cartagena sobre 
Garantías Marítimas 
(Hipoteca Naval y Privilegios 
Marítimos) y Embargo 
Preventivo de Buques o por 
las normas que la modifiquen 
o reemplacen. 
 
Las garantías marítimas de 
las demás naves y artefactos 
navales se regirán por el 
Código de Comercio. En caso 
de no existir norma aplicable, 
las garantías marítimas se 
regirán por las normas 
internacionales que rijan la 
materia. 
 

marítimas de las naves y 
artefactos navales con arqueo 
bruto superior a 500 toneladas 
a los cuales se refiere la 
presente ley se regirán por la 
Decisión 487 del Acuerdo de 
Cartagena sobre Garantías 
Marítimas (Hipoteca Naval y 
Privilegios Marítimos) y 
Embargo Preventivo de 
Buques o por las normas que 
la modifiquen o reemplacen. 
 
Las garantías marítimas de 
las demás naves y artefactos 
navales se regirán por el 
Código de Comercio. En caso 
de no existir norma aplicable, 
las garantías marítimas se 
regirán por las normas 
internacionales que rijan la 
materia. 
 

REPRESENTANTES 

Artículo 29º. Registro de 
Hipotecas y gravámenes 
sobre naves y artefactos 
navales. En el registro 
colombiano se especificará, 
como mínimo, el nombre y la 
dirección de la persona a 
favor de la cual se haya 
constituido la hipoteca o el 
gravamen, o el hecho de que 
haya sido constituida para 
garantizar obligaciones al 
portador, el importe máximo 
garantizado o si ese importe 
se especificare en el 
documento de constitución de 
la hipoteca o del gravamen, y 
la fecha y otras circunstancias 
que determinen su rango 
respecto de otras hipotecas y 
gravámenes inscritos. 
 

Artículo 29º. Registro de 
Hipotecas y gravámenes 
sobre naves y artefactos 
navales. En el registro 
colombiano se especificará, 
como mínimo, el nombre y la 
dirección de la persona a 
favor de la cual se haya 
constituido la hipoteca o el 
gravamen, o el hecho de que 
haya sido constituida para 
garantizar obligaciones al 
portador, el importe máximo 
garantizado o si ese importe 
se especificare en el 
documento de constitución de 
la hipoteca o del gravamen, y 
la fecha y otras circunstancias 
que determinen su rango 
respecto de otras hipotecas y 
gravámenes inscritos. 
 

SE ACOGE TEXTO 
CÁMARA DE 

REPRESENTANTES 

 

Artículo 30°. Adiciónese el 
parágrafo 8º al artículo 240 

Artículo 30°. Adiciónese el 
parágrafo 8º al artículo 240 del 

SE ACOGE TEXTO 
CÁMARA DE 

 

 

del Estatuto Tributario, el cual 
quedará así:  
 
“Parágrafo 8º. Las rentas 
provenientes del servicio de 
transporte marítimo 
internacional, que realicen 
naves o artefactos navales 
inscritos en el registro 
colombiano, estarán gravadas 
a la tarifa del impuesto sobre 
la renta del 2%”. 
 

Estatuto Tributario, el cual 
quedará así:  
 
“Parágrafo 8º. Las rentas 
provenientes del servicio de 
transporte marítimo 
internacional, que realicen 
naves o artefactos navales 
inscritos en el registro 
colombiano, estarán gravadas 
a la tarifa del impuesto sobre 
la renta del 2%”. 
 

REPRESENTANTES 

Artículo 31º. Adiciónense el 
parágrafo 6º al artículo 114-1 
del Estatuto Tributario, el cual 
quedará así:  
 
“Parágrafo 6º. Los 
contribuyentes personas 
jurídicas del impuesto sobre la 
renta y complementarios, que 
liquiden la tarifa prevista en el 
parágrafo 8 del artículo 240 
del Estatuto Tributario no 
aplicarán lo establecido en el 
presente artículo. Por lo tanto, 
dichos contribuyentes estarán 
obligados a efectuar los 
respectivos aportes en los 
términos que dispone la ley."  
 
 

Artículo 31º. Adiciónense el 
parágrafo 6º al artículo 114-1 
del Estatuto Tributario, el cual 
quedará así:  
 
“Parágrafo 6º. Los 
contribuyentes personas 
jurídicas del impuesto sobre la 
renta y complementarios, que 
liquiden la tarifa prevista en el 
parágrafo 8 del artículo 240 
del Estatuto Tributario no 
aplicarán lo establecido en el 
presente artículo. Por lo tanto, 
dichos contribuyentes estarán 
obligados a efectuar los 
respectivos aportes en los 
términos que dispone la ley."  
 
 

SE ACOGE TEXTO 
CÁMARA DE 

REPRESENTANTES 

 

Artículo 32º. Adiciónese el 
numeral 12 del artículo 2 de la 
Ley 1115 de 2006, el cual 
quedará así:  
 
"12. Registro en Colombia de 
una nave o artefacto naval 
destinado al tráfico 
internacional marítimo. 
Expedición y cancelación de 
matrícula de naves."  
 

Artículo 32º. Adiciónese el 
numeral 12 del artículo 2 de la 
Ley 1115 de 2006, el cual 
quedará así:  
 
"12. Registro en Colombia de 
una nave o artefacto naval 
destinado al tráfico 
internacional marítimo. 
Expedición y cancelación de 
matrícula de naves."  
 

SE ACOGE TEXTO 
CÁMARA DE 

REPRESENTANTES 

 

Artículo 33º. Vigencias y 
derogatorias. La presente 
Ley rige a partir de la fecha de 

Artículo 33º. Vigencias y 
derogatorias. La presente 
Ley rige a partir de la fecha de 

SE ACOGE TEXTO 
CÁMARA DE 

REPRESENTANTES 

 

 

su promulgación y deroga la 
Ley 730 de 2001 y todas las 
disposiciones que le sean 
contrarias. 
 

su promulgación y deroga la 
Ley 730 de 2001 y todas las 
disposiciones que le sean 
contrarias. 
 

 
 
De los Honorables Congresistas, 
 
 
 
 
 
         JUAN DAVID VÉLEZ 
             Representante a la Cámara 
    Conciliador de Senado                                     Conciliador de Cámara 
 
 

 
 

  

 

PROPOSICIÓN 
 
De acuerdo con las consideraciones expuestas, solicitamos a los Honorables Congresistas 
de las Plenarias del Senado de la República y de la Cámara de Representantes, aprobar el 
Informe de conciliación al Proyecto de Ley No. 436 de 2021 Senado y 464 del 2020 
Cámara, “Por medio de la cual se establece el régimen de abanderamiento de naves y 
artefactos navales en Colombia y se disponen incentivos para actividades relacionadas con 
el sector marítimo”, de acuerdo al texto aprobado en segundo debate por la Plenaria del 
Honorable Senado de la República, 
 
 
De los honorables Congresistas,  
 
 
 
 
 
         JUAN DAVID VÉLEZ 
             Representante a la Cámara 
    Conciliador de Senado                                     Conciliador de Cámara 
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TEXTO CONCILIADO 
PROYECTO DE LEY NO. 436 DE 2021 SENADO Y NO. 464 DE 2020 CÁMARA  

“Por medio de la cual se establece el régimen de abanderamiento de naves y artefactos 
navales en Colombia y se disponen incentivos para actividades relacionadas con el sector 

marítimo”. 
 

 
EL CONGRESO DE COLOMBIA 

 
 

DECRETA: 
 

TITULO I 
 

DISPOSICIONES GENERALES 
 
Artículo 1º. Definiciones para la aplicación de la presente ley. Las expresiones utilizadas 
en esta ley para efectos de su aplicación tendrán el significado que a continuación se 
determina:  
 
Propietario. La persona natural o jurídica, que aparece como tal en el registro de naves.  
 
Armador. Persona natural o jurídica que, siendo o no propietaria de la nave, la apareja, 
pertrecha y explota a su propio nombre y por su cuenta y riesgo, percibe las utilidades que 
produce y soporta todas las responsabilidades que la afectan. La persona que figure en la 
respectiva matrícula como propietario de una nave se reputará armador, salvo prueba en 
contrario. 
 
Artefacto naval. Es la construcción flotante, que carece de propulsión propia, que opera en 
el medio marino, auxiliar o no de la navegación. En el evento de que ese artefacto naval se 
destine al transporte con el apoyo de una nave, se entenderá el conjunto como una misma 
unidad de transporte.  
 
Nave. Toda construcción flotante con medios de propulsión propios destinada a la 
navegación por agua, que se utiliza para el transporte de carga o pasajeros, prestar servicios 
de remolque, pesca comercial e industrial, actividades de recreo y deportivas, entre otras.  
 
Fletamento. Es el contrato por el cual el armador se obliga, a cambio de una 
contraprestación, a cumplir, con una nave determinada, uno o más viajes preestablecidos, o 
los viajes que dentro de un plazo convenido ordene el fletador, en las condiciones que el 
contrato o la costumbre establezcan.  

 

 
Fletamento a casco desnudo. Es el contrato de arrendamiento válido y debidamente 
registrado de una nave, por tiempo determinado, en virtud del cual el fletador tiene la 
posesión y el control, incluido el derecho a contratar al capitán y a la tripulación por el período 
de vigencia del contrato.  
 
Industria naval. Empresas dedicadas a la construcción y/o reparación de naves, artefactos 
navales, plataformas o estructuras marinas.  
 
Licencia de explotación comercial. Es el acto administrativo que, con validez de cinco (5) 
años, es emitido por parte de la Autoridad Marítima Nacional para autorizar a una persona 
natural o jurídica a desarrollar una o varias actividades marítimas o prestar uno o varios 
servicios al sector marítimo con fines comerciales.  
 
Registro. Acto mediante el cual la Autoridad Marítima Nacional inscribe las naves y 
artefactos navales autorizados para enarbolar la bandera colombiana, así como todos los 
actos, documentos y contratos relacionados con los mismos, de conformidad con la presente 
Ley.  
 
Matrícula. Acto administrativo mediante el cual la Autoridad Marítima Nacional certifica que 
una nave o artefacto naval autorizado ha sido inscrito en el Registro Único Colombiano, de 
conformidad  
con la presente Ley.  
 
Tráfico internacional marítimo: Navegación realizada desde o hacia puerto extranjero, 
fuera de las aguas jurisdiccionales del país.  
 
Tripulación. El conjunto de personas embarcadas, destinadas a atender todos los servicios 
de la nave, provistas de sus respectivas licencias de navegación.  
 
Artículo 2°. Artículo   2°.   Prohibiciones   a   las   naves   y   artefactos   navales. Ninguna 
nave o artefacto naval podrá cargar o descargar materiales nucleares o radiactivos en aguas 
jurisdiccionales o puertos colombianos sin la debida autorización del Ministerio de Minas y 
Energía y del Ministerio de Defensa Nacional, conforme a lo establecido en la normatividad 
nacional vigente y los Convenios Internacionales aprobados por Colombia en la materia. 
  
En todo caso se deberá dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 81 de la Constitución 
Política de Colombia. 
 
 

TITULO II 

 

 
DEL REGISTRO ÚNICO COLOMBIANO DE NAVES Y ARTEFACTOS NAVALES 

 
Artículo 3º. Ámbito de aplicación. La presente ley será aplicable a las personas naturales 
y jurídicas que, en su calidad de propietarios y/o armadores, registren naves y artefactos 
navales bajo la bandera colombiana. Las disposiciones de la presente ley no son aplicables 
a los buques de guerra.  
 
Artículo 4°. Clasificación del Registro. El registro único colombiano de naves y artefactos 
navales tendrá la siguiente clasificación:  
 
a. Naves y artefactos navales; 
b. Naves y artefactos navales de cabotaje;  
c. Naves menores;  
d. Naves dedicadas a la pesca industrial;  
e. Naves dedicadas a la pesca artesanal;  
f. Naves de recreo o deportivas.  
 
Las anteriores clasificaciones serán reglamentadas por la Dirección General Marítima, con 
base en sus características técnicas, el servicio al cual se destinarán y las disposiciones de 
la presente Ley. 
 
Parágrafo: Para dar cumplimiento al registro único colombiano de naves y artefactos navales 
por parte de las naves de pesca artesanal, la Dirección General Marítima, brindará el 
acompañamiento necesario que permita a este tipo de naves contar con el Certificado de 
Matrícula provisional o definitivo, que trata el artículo 8° de la presente Ley.  
 
Artículo 5º. Individualización de las naves y artefactos navales. Las naves y artefactos 
navales colombianas se individualizan en el orden interno y para todos los efectos legales, 
por su nombre, número de registro, puerto de registro y arqueo.  
 
Artículo 6º. Nombre de las naves y artefactos navales. El nombre de la nave o artefacto 
naval no puede ser igual al de otra nave o artefacto registrado. A tal efecto, la Dirección 
General Marítima reglamentará la imposición, uso y cese de dicho elemento de 
individualización. 
 
Artículo 7º. Número de registro de las naves y artefactos navales. El número de registro 
de una nave o artefacto naval es el de su inscripción. La Dirección General Marítima depurará 
y organizará el registro colombiano de naves y artefactos navales, con el fin de dar 
cumplimiento a lo establecido en la presente Ley. 
 

 

Artículo 8º. Certificado de Matrícula de las naves y artefactos navales. La Dirección 
General Marítima otorgará a toda nave o artefacto naval que se inscriba en el registro único 
colombiano un Certificado de Matrícula provisional o definitivo, según corresponda, en el que 
conste el nombre de la nave o artefacto naval, el de su armador y/o propietario, el número 
de registro, el servicio para el cual está autorizado y los arqueos bruto y neto, así como los 
demás datos contenidos en su inscripción  
 
Artículo 9º. Pabellón de las naves y artefactos navales. Toda nave o artefacto naval con 
registro y matrícula colombiana debe izar, en lugar visible, el pabellón nacional y llevará su 
nombre marcado en los lugares en que disponga la reglamentación que emitirá la Dirección 
General Marítima. En la popa llevará, además, el nombre del puerto de registro. Lo anterior, 
sin perjuicio de lo que dispongan los tratados, convenios, acuerdos y prácticas, celebrados 
o acogidos por el país, para tal efecto.  
 
Artículo 10°. Doble registro. En Colombia podrán registrarse, de manera provisional, las 
naves y artefactos navales que se encuentren matriculados en el Registro de Naves de otro 
Estado, única y exclusivamente mientras realizan el trámite de cancelación de dicho registro 
y les sea expedido el certificado correspondiente.  
 
No obstante, lo anterior, deberán enarbolar la bandera colombiana para todos los efectos, 
desde que le sea expedida la correspondiente matrícula provisional.  
 
Artículo 11º. Actos sujetos a registro sobre naves y artefactos navales. En el registro 
de naves y artefactos navales se inscribirán los siguientes actos y negocios jurídicos:  
 
a.  Los contratos de construcción, adquisición, enajenación o cesión, así como los 

constitutivos de derechos reales, traslativos o extintivos del dominio, las hipotecas, 
demás gravámenes y embargos.  

b.  Los contratos de fletamento a casco desnudo. 
c.  Los contratos de arrendamiento financiero.  
d.  Las decisiones expedidas por autoridades judiciales y administrativas, que por 

expresa disposición legal, sean objeto de registro.  
e.  Cualquier otro acto o contrato relativo a las naves y artefactos navales cuando la ley 

exija dicha formalidad.  
 
Parágrafo. -Con excepción de las hipotecas, los actos y contratos a que se refieren los 
literales a), b) y c) del presente artículo no requerirán de escritura pública, siendo suficiente 
el registro del documento privado contentivo del acto o negocio jurídico celebrado.  
 
Cuando dichos documentos se extiendan en idioma diferente al castellano, se requerirá su 
traducción efectuada por autoridad o traductor oficial debidamente inscrito ante el Ministerio 
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de Relaciones Exteriores, así como su debida legalización y apostilla cuando se requiera.  
 
Los actos y documentos que deban ser inscritos en el registro y no cumplan con las 
formalidades establecidas en el presente artículo, sólo producirán efectos entre quienes los 
otorguen y no serán oponibles a terceros.  
 
Artículo 12º. Compra, Venta e Hipoteca de naves y artefactos navales. La compra, venta 
e hipoteca de naves y artefactos navales no requerirá de permiso o autorización alguna.  
 
Artículo 13º. Licencia para el acceso a las bandas de frecuencias atribuidas al servicio 
móvil marítimo y la asignación de las letras de llamadas y el número de identificación 
del servicio móvil marítimo (MMSI). La Licencia para el acceso a las bandas de frecuencias 
atribuidas al servicio móvil marítimo y la asignación de las letras de llamadas y el número de 
identificación del servicio móvil marítimo (MMSI) dentro del trámite de registro de naves y 
artefactos navales, serán expedidos por la Dirección General Marítima en el mismo plazo en 
que se otorga la matricula provisional. Esta licencia se otorgará a nombre de la nave, no del 
propietario, y tendrá una vigencia indefinida mientras se conserven todas las condiciones 
tenidas en cuenta para su expedición.  
 
Para lo anterior se coordinará lo correspondiente con el Ministerio de Tecnologías de la 
Información y Comunicaciones.  
 

TÍTULO III 
 

DE LA BANDERA COLOMBIANA 
 

Capítulo I 
 

MATRICULA PROVISIONAL 
 

Artículo 14º. Matrícula Provisional de naves y artefactos navales. Las naves y artefactos 
navales que se inscriban en el registro colombiano, por primera vez, podrán obtener una 
matrícula provisional mientras se completan los requisitos para que sea expedida la matrícula 
definitiva, dependiendo de la solicitud del interesado y del cumplimiento de los requisitos 
establecidos en la presente ley.  
 
Artículo 15º. Requisitos para el registro y expedición de Matrícula Provisional de naves 
y artefactos navales. Los propietarios y/o armadores o sus representantes directamente o 
por conducto de apoderado presentarán, de manera presencial o electrónica, solicitud de 
registro a la Capitanía de Puerto o a la Dirección General Marítima, indicando:  
 

 

a) El nombre de la nave o artefacto naval que pretende inscribir;  
b) Nombre y dirección del propietario:  
c) Constructor, fecha y lugar de construcción;  
d) Servicio al cual se propone destinarla. 
 
 
Artículo 16º. Documentación para el registro y expedición de la Matrícula Provisional 
de naves y artefactos navales. La solicitud de que trata el artículo anterior deberá ir 
acompañada de la siguiente documentación en medio físico o digital:  
 
a.  Certificados de navegabilidad y seguridad vigentes los cuales pueden haber sido 

expedidos por la anterior bandera o por una organización reconocida por ella, u otra 
que cuente con acuerdo vigente de delegación con la Dirección General Marítima.  

b.  Certificado de cancelación del registro anterior o constancia de inicio de dicho trámite.  
c.  Copia del acto o contrato de compra, si corresponde;  
d.  Seguro de responsabilidad civil extracontractual que ampare el riesgo de 

contaminación súbita a favor de terceros afectados, por la suma previamente fijada 
por la Dirección General Marítima-Ministerio de Defensa Nacional, según la clase, el 
porte y el servicio al cual se destinará la nave o artefacto naval. El mencionado seguro 
podrá ser contratado con compañías aseguradoras colombianas o extranjeras o 
Clubes de Protección e Indemnización P & I que ofrezcan dichas coberturas.  

e.  Pago de la tarifa establecida para el trámite.  
 
Parágrafo 1º: El requisito del literal d) no es aplicable a las naves de recreo o deportivas que 
no desarrollen actividades comerciales.  
 
Parágrafo 2º: Para el trámite de registro y expedición de Matrícula Provisional para 
remolcadores, la Dirección General Marítima conjuntamente con la expedición de la Matricula 
Provisional, expedirá un Permiso de Operación Provisional, mientras se surten los trámites 
que determine la reglamentación por parte de la Dirección General Marítima.  
 
Artículo 17º. Expedición de la Matrícula Provisional. Recibida en forma completa la 
documentación listada en el artículo anterior, la Dirección General Marítima dentro de los tres 
días hábiles siguientes, inscribirá la nave o artefacto naval en el registro colombiano y 
expedirá el certificado de matrícula provisional y la licencia para el acceso a las bandas de 
frecuencias atribuidas al servicio móvil marítimo y la asignación de las letras de llamadas y 
el número de identificación del servicio móvil marítimo (MMSI). No es necesario que la nave 
o artefacto naval se encuentre en territorio colombiano para que le sea expedida matrícula 
provisional.  
 
El certificado de matrícula provisional tendrá una vigencia de seis (6) meses, no prorrogables. 

 

Una vez vencido este término sin que se haya tramitado el certificado de matrícula definitiva, 
se procederá a la cancelación del registro.  
 
 

Capitulo II 
 

MATRICULA DEFINITIVA 
 

Artículo 18º. Requisitos para el registro y expedición de Matrícula definitiva de naves 
y artefactos navales. Los propietarios y/o armadores o sus representantes directamente o 
por conducto de apoderado presentarán, de manera presencial o electrónica, solicitud de 
registro de matrícula definitiva a la Capitanía de Puerto o a la Dirección General Marítima.  
 
Siempre que no se haya solicitado inicialmente la matrícula provisional de la que trata el 
artículo 16, se deberá aportar la siguiente documentación: 
 
m. Copia del documento de compra de la nave o artefacto naval.  
n. Certificado de cancelación del registro anterior.  
o. Seguro de responsabilidad civil extracontractual que ampare el riesgo de contaminación 

súbita a favor de terceros afectados, por la suma previamente fijada por la Dirección 
General Marítima-Ministerio de Defensa Nacional, según la clase, el porte y el servicio al 
cual se destinará la nave o artefacto naval. El mencionado seguro podrá ser contratado 
con compañías aseguradoras colombianas o extranjeras o Clubes de Protección e 
Indemnización P & I que ofrezcan dichas coberturas.  

p. Si se trata de persona jurídica, su certificado de existencia y representación legal 
expedido por la Cámara de Comercio de su domicilio social, cuya fecha de expedición no 
sea superior a tres (3) meses.  

q. Certificados de navegabilidad y seguridad expedidos en nombre de la República de 
Colombia por la Dirección General Marítima o por una Organización Internacional de 
clasificación u otra reconocida por ésta, que cuente con acuerdo vigente de delegación 
con la Dirección General Marítima. 

r. La documentación técnica que determine la reglamentación de la Dirección General 
Marítima, según la clasificación del registro establecida en la presente Ley.  

 
En caso de haber solicitado y obtenido la matricula provisional de la que trata el artículo 16 
de esta ley, solo se deberá aportar la documentación exigida en los literales d, e y f.  
 
Dicha documentación deberá ser aportada por lo menos dos meses antes del término de 
vigencia o duración de la matricula provisional de que trata el artículo 16.  
 

 

Parágrafo. El requisito del literal c) no es aplicable a las naves de recreo o deportivas que 
desarrollen actividades no comerciales.  

 
Artículo 19º. Término para la expedición de la matrícula definitiva. Recibida en forma 
completa la documentación listada en el artículo anterior, la Dirección General Marítima 
expedirá, dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes, la matrícula definitiva.  
 
En el caso donde la Dirección General Marítima niegue la expedición de la matrícula 
definitiva, el interesado podrá interponer los recursos de reposición y/o apelación ante las 
autoridades competentes, 
 
Artículo 20º. Nombramiento de Inspectores para la expedición de la Matrícula 
Provisional o Definitiva de naves y artefactos navales. El trámite para la expedición de la 
Matrícula Provisional o Definitiva no requerirá el nombramiento de un inspector por parte de 
la Autoridad Marítima, si la nave y/o artefacto naval está debidamente certificado por una 
organización reconocida con acuerdo vigente de delegación con la Dirección General 
Marítima.  
 

Capitulo III 
 

CAMBIO DE DOMINIO Y CANCELACIÓN DE REGISTRO 
 
Artículo 21°. Cambio de dominio de naves y artefactos navales. El cambio de dominio 
de naves y artefactos navales inscritos en el registro único colombiano no requerirá 
cancelación de matrícula. Para el efecto el nuevo propietario allegará, de manera presencial 
o electrónica, el documento de compraventa y solicitará el cambio del certificado para que la 
nave o artefacto naval quede a su nombre, sin modificar el número de inscripción.  
 
Igual procedimiento se aplicará para el cambio de nombre, cambio de puerto de registro, 
cambio de motores y modificaciones que alteren sus características.  
 
Parágrafo. La Dirección General Marítima organizará el registro único colombiano de naves 
y artefactos navales, con el fin de dar cumplimiento a lo establecido en el presente artículo.  
 
Artículo 22º. Cancelación del registro y matrícula de las naves y artefactos navales. El 
registro y matrícula de una nave o artefacto naval será cancelada por la Dirección General 
Marítima directamente, previo procedimiento administrativo; o a solicitud del propietario y/o 
armador, acompañando el certificado del Registro Colombiano que acredite que no existen 
gravámenes que afecten a la nave o artefacto naval, en los siguientes casos:  
 
a.  Cuando adquiera bandera en otro país, previa cancelación del registro; o por 
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enarbolar bandera de otro estado de registro, en el evento de tener ya matricula 
provisional como lo dispone la presente ley.  

b.  Cuando así lo solicite el propietario, por causa justificada o lo ordene autoridad 
competente, por causas legales;  

c.  Cuando ocurra su pérdida, debidamente comprobada;  
d.  Al efectuarse el desguace voluntario de la nave, aunque se construya con los 

mismos materiales;  
e.  Por sentencia judicial que así lo ordene dictada en el país o en el extranjero, si esta 

fuere reconocida legalmente en Colombia.  
f.  Por acto administrativo que así lo ordene, emitido por autoridad competente como 

resultado a la infracción de las leyes ambientales y de pesca.  
 
Cumplidos los requisitos exigidos en cada caso, la Dirección General Marítima, dentro de un 
plazo de setenta y dos (72) horas hábiles siguientes, otorgará la cancelación de registro y 
matrícula colombiana.  
 

Capítulo IV 
 

OTRAS DISPOSICIONES 
 
Artículo 23º. Operación de naves y artefactos navales. La operación de las naves y 
artefactos navales con matrícula provisional o definitiva se limitará al servicio que puedan 
prestar de acuerdo a sus condiciones técnicas y de seguridad, así como a los requerimientos 
legales o reglamentarios que se exijan para la actividad que pretendan desarrollar.  
 
Artículo 24º. Certificados estatutarios y/o de seguridad. Los certificados estatutarios y/o 
seguridad hacen parte de los documentos exigidos a las naves y artefactos navales y deben 
ser presentados cuando la Dirección General Marítima y otra autoridad competente los 
solicite.  
 
El vencimiento de los certificados implica para la nave o artefacto naval la imposibilidad de 
navegar y de prestar los servicios a los cuales está destinado. La Capitanía de Puerto no 
expedirá zarpe sin la presentación de los certificados vigentes. 
 
Parágrafo. Las naves y artefactos navales a los que hace referencia la presente ley serán 
inspeccionados y certificados por la Dirección General Marítima o por una organización 
reconocida debidamente delegada para ello por la Autoridad Marítima Nacional. 
 
Artículo 25°. Condiciones de seguridad de las naves y artefactos navales. Las naves y 
artefactos navales deben reunir las condiciones de seguridad previstas en la legislación 
nacional y en los convenios internacionales ratificados por Colombia, según corresponda al 

 

ámbito de su operación.  
 
Artículo 26°. Determinación de condiciones de seguridad de naves y artefactos 
navales. Las condiciones de seguridad de las naves y artefactos navales a que se refiere 
este capítulo serán determinadas por la Dirección General Marítima de acuerdo con la 
naturaleza y finalidad de los servicios que presten y la navegación que efectúen, atendiendo 
lo establecido en las normas nacionales e internacionales que rigen la materia.  
 

 
TÍTULO IV 

 
GARANTÍAS MARÍTIMAS E HIPOTECA NAVAL 

 
Artículo 27º. Hipoteca Naval. Podrán hipotecarse todas las naves y artefactos navales de 
bandera colombiana, las cuales se entenderán para todos los efectos como garantías reales.  
 
Artículo 28º. Garantías Marítimas. Las garantías marítimas de las naves y artefactos 
navales con arqueo bruto superior a 500 toneladas a los cuales se refiere la presente ley se 
regirán por la Decisión 487 del Acuerdo de Cartagena sobre Garantías Marítimas (Hipoteca 
Naval y Privilegios Marítimos) y Embargo Preventivo de Buques o por las normas que la 
modifiquen o reemplacen. 
 
Las garantías marítimas de las demás naves y artefactos navales se regirán por el Código 
de Comercio. En caso de no existir norma aplicable, las garantías marítimas se regirán por 
las normas internacionales que rijan la materia. 
 
Artículo 29º. Registro de Hipotecas y gravámenes sobre naves y artefactos navales. 
En el registro colombiano se especificará, como mínimo, el nombre y la dirección de la 
persona a favor de la cual se haya constituido la hipoteca o el gravamen, o el hecho de que 
haya sido constituida para garantizar obligaciones al portador, el importe máximo garantizado 
o si ese importe se especificare en el documento de constitución de la hipoteca o del 
gravamen, y la fecha y otras circunstancias que determinen su rango respecto de otras 
hipotecas y gravámenes inscritos. 
 

TITULO V 
 

DE LOS TRIBUTOS Y TASAS 
 

Artículo 30°. Adiciónese el parágrafo 8º al artículo 240 del Estatuto Tributario, el cual 
quedará así:  
 

 

“Parágrafo 8º. Las rentas provenientes del servicio de transporte marítimo internacional, que 
realicen naves o artefactos navales inscritos en el registro colombiano, estarán gravadas a 
la tarifa del impuesto sobre la renta del 2%”. 
 
Artículo 31º. Adiciónense el parágrafo 6º al artículo 114-1 del Estatuto Tributario, el cual 
quedará así:  
 
“Parágrafo 6º. Los contribuyentes personas jurídicas del impuesto sobre la renta y 
complementarios, que liquiden la tarifa prevista en el parágrafo 8 del artículo 240 del Estatuto 
Tributario no aplicarán lo establecido en el presente artículo. Por lo tanto, dichos 
contribuyentes estarán obligados a efectuar los respectivos aportes en los términos que 
dispone la ley."  
 
Artículo 32º. Adiciónese el numeral 12 del artículo 2 de la Ley 1115 de 2006, el cual quedará 
así:  
 
"12. Registro en Colombia de una nave o artefacto naval destinado al tráfico internacional 
marítimo. Expedición y cancelación de matrícula de naves."  
 
Artículo 33º. Vigencias y derogatorias. La presente Ley rige a partir de la fecha de su 
promulgación y deroga la Ley 730 de 2001 y todas las disposiciones que le sean contrarias. 
 
 
 
 
De los honorables Congresistas, 
 
 
 
 
 
         JUAN DAVID VÉLEZ 
             Representante a la Cámara 
    Conciliador de Senado                                     Conciliador de Cámara 
 
 

INFORME DE CONCILIACIÓN DEL 
PROYECTO DE LEY NÚMERO 212 DE 2019 

SENADO, 489 DE 2020 CÁMARA

por medio de la cual se reduce la jornada laboral 
semanal de manera gradual, sin disminuir el 
salario de los trabajadores y se dictan otras 

disposiciones. 
 

 

INFORME DE CONCILIACIÓN DEL PROYECTO DE LEY NO. 212 DE 2019 
SENADO – 489 DE 2020 CÁMARA  

“Por medio de la cual se reduce la jornada laboral semanal de manera gradual, sin disminuir 
el salario de los trabajadores y se dictan otras disposiciones” 

 
 
Bogotá D.C. 18 de junio de 2021 
 
Doctor 
ARTURO CHAR CHALJUB 
Presidente 
Senado de la República 
  
Doctor 
GERMÁN ALCIDES BLANCO 
Presidente 
Cámara de Representantes 
 
Referencia: INFORME DE CONCILIACIÓN AL PROYECTO DE LEY NO. 212 DE 2019 
SENADO – 489 DE 2020 CÁMARA, “POR MEDIO DE LA CUAL SE REDUCE LA JORNADA 
LABORAL SEMANAL DE MANERA GRADUAL, SIN DISMINUIR EL SALARIO DE LOS 
TRABAJADORES Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”. 
 
Señores presidentes, 
  
Dando cumplimiento a la honrosa designación efectuada por las Presidencias del 
honorable Senado de la República y de la honorable Cámara de Representantes y de 
conformidad con los artículos 161 de la Constitución Política y 186 y siguientes de la 
Ley 5° de 1992, los suscritos Senadores y Representantes, integrantes de la Comisión 
de Conciliación nos permitimos someter, por su conducto, a consideración de las 
Plenarias de Senado de la República y de la Cámara de Representantes para continuar 
su trámite correspondiente, el texto conciliado del proyecto de ley de referencia. 
 
Cordialmente,      
                                                                          
 
 
CARLOS FERNANDO     HONORIO MIGUEL  
MOTOA SOLARTE    HENRÍQUEZ PINEDO 
Senador de la República     Senador de la República  
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JUAN DIEGO                            JAIRO 
ECHAVARRÍA SÁNCHEZ   CRISTANCHO TARACHE 
Representante a la Cámara    Representante a la Cámara 
 
 
 

I. CONCILIACIÓN DE LOS TEXTOS APROBADOS EN PLENARIA DE 
CÁMARA DE REPRESENTANTES Y SENADO DE LA REPÚBLICA. 

  
Con el fin de dar cumplimiento a la designación, los integrantes de la Comisión de 
Conciliación procedimos a realizar un estudio comparativo de los textos aprobados 
en la Plenaria de la Honorable Cámara de Representantes y del Honorable Senado de 
la República. De dicha revisión encontramos diferencias entre los textos que fueron 
aprobados en cada una de las cámaras. 

En el marco de la conciliación, fueron estudiados y analizados cada uno de los textos 
aprobados tanto en el Senado de la República como en la Cámara de Representantes. 
En ese orden de ideas, se optó por acoger lo aprobado por la Plenaria de la Cámara de 
Representantes por considerar que cumple de mejor forma con el objeto planteado en 
el proyecto de ley de la referencia. Para comprender a profundidad la premisa 
anterior, el siguiente cuadro brinda una explicación detallada de cada artículo. 

 

TEXTO APROBADO 
EN PLENARIA DE 
SENADO DE LA 

REPÚBLICA 

TEXTO APROBADO 
EN PLENARIA DE 

CÁMARA DE 
REPRESENTANTES 

TEXTO ACOGIDO 
POR LA 

COMISIÓN 
ACCIDENTAL  

TEXTO PROPUESTO 
POR LA COMISIÓN 

ACCIDENTAL  

“Por medio de la cual 
se reduce la jornada 
laboral semanal de 
manera gradual, sin 

disminuir el salario de 
los trabajadores y se 

dictan otras 
disposiciones” 

 

“Por medio de la cual se 
reduce la jornada 

laboral semanal de 
manera gradual, sin 

disminuir el salario de 
los trabajadores y se 

dictan otras 
disposiciones” 

 

 

NO HAY CAMBIOS  

“Por medio de la cual se 
reduce la jornada 

laboral semanal de 
manera gradual, sin 

disminuir el salario de 
los trabajadores y se 

dictan otras 
disposiciones” 

 

 

 

Artículo 1. Objeto. La 
presente ley tiene por 
objeto reducir la 
jornada laboral 
semanal de manera 
gradual, sin disminuir 
el salario de los 
trabajadores. 
. 

Artículo 1. Objeto. La 
presente ley tiene por 
objeto reducir la jornada 
laboral semanal de 
manera gradual, sin 
disminuir el salario ni 
afectar los derechos 
adquiridos y garantías 
de los trabajadores. 
 
Parágrafo: El gobierno 
nacional, en cabeza del 
Ministerio de Trabajo, 
realizará mesas técnicas 
con gremios, sindicatos y 
demás grupos de interés 
con el objeto de plantear 
alternativas que 
permitan el 
fortalecimiento de la 
productividad laboral y 
soluciones a las 
problemáticas 
estructurales del 
mercado laboral. A partir 
de estas mesas, el 
Ministerio de Trabajo 
emprenderá acciones 
que mitiguen un posible 
impacto negativo de la 
reducción de las horas en 
el tejido económico y la 
rentabilidad de 
empresas. Así mismo, 
con el objeto de 
fortalecer la 
productividad, el 
gobierno nacional 
desarrollará programas 
para mejorar la 
cualificación y las 
competencias de los 
trabajadores. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

TEXTO DE 
CÁMARA DE 

REPRESENTANTES 
 
 

Por cuanto se 
adiciona un parágrafo 
que complementa de 
mejor forma el objeto 

planteado en la 
iniciativa. 

Artículo 1. Objeto. La 
presente ley tiene por 
objeto reducir la jornada 
laboral semanal de 
manera gradual, sin 
disminuir el salario ni 
afectar los derechos 
adquiridos y garantías 
de los trabajadores. 
 
Parágrafo: El gobierno 
nacional, en cabeza del 
Ministerio de Trabajo, 
realizará mesas técnicas 
con gremios, sindicatos 
y demás grupos de 
interés con el objeto de 
plantear alternativas que 
permitan el 
fortalecimiento de la 
productividad laboral y 
soluciones a las 
problemáticas 
estructurales del 
mercado laboral. A 
partir de estas mesas, el 
Ministerio de Trabajo 
emprenderá acciones 
que mitiguen un posible 
impacto negativo de la 
reducción de las horas 
en el tejido económico y 
la rentabilidad de 
empresas. Así mismo, 
con el objeto de 
fortalecer la 
productividad, el 
gobierno nacional 
desarrollará programas 
para mejorar la 
cualificación y las 
competencias de los 
trabajadores. 

Artículo 2. Duración 
Máxima de la Jornada 
Laboral. Modifíquese 
el artículo 161 del 
Código Sustantivo del 
Trabajo, el cual 
quedará así: 
 

Artículo 2. Duración 
Máxima de la Jornada 
Laboral. Modifíquese el 
artículo 161 del Código 
Sustantivo del Trabajo, el 
cual quedará así: 
 
Artículo 161. Duración. 
La duración máxima de 

 
 
 

TEXTO DE 
CÁMARA DE 

REPRESENTANTES 
 

Debido a que 
establece una jornada 
laboral de cuarenta y 

Artículo 2. Duración 
Máxima de la Jornada 
Laboral. Modifíquese el 
artículo 161 del Código 
Sustantivo del Trabajo, 
el cual quedará así: 
 
Artículo 161. Duración. 
La duración máxima de 

 

 

Artículo 161. Duración. 
La duración máxima 
de la jornada ordinaria 
de trabajo es de 
cuarenta (40) horas a la 
semana, las cuales 
podrán ser 
presenciales o no 
presenciales, y podrán 
ser distribuidas, de 
común acuerdo, entre 
empleador y 
trabajador, en 5 o 6 días 
a la semana, 
garantizando siempre 
el día de descanso, 
salvo las siguientes 
excepciones: 
 
a) En las labores que 
sean especialmente 
insalubres o peligrosas, 
el gobierno puede 
ordenar la reducción 
de la jornada de trabajo 
de acuerdo con 
dictámenes al respecto. 
 
b) La duración máxima 
de la jornada laboral de 
los adolescentes 
autorizados para 
trabajar, se sujetará a 
las siguientes reglas: 
1. Los adolescentes 
mayores de 15 y 
menores de 17 años, 
sólo podrán trabajar en 
jornada diurna 
máxima de seis horas 
diarias y treinta horas a 
la semana y hasta las 
6:00 de la tarde. 
2. Los adolescentes 
mayores de diecisiete 
(17) años, sólo podrán 
trabajar en una jornada 
máxima de ocho horas 
diarias y 40 horas a la 
semana y hasta las 8:00 
de la noche. 
 

la jornada ordinaria de 
trabajo es de cuarenta y 
dos (42) horas a la 
semana, que podrán ser 
distribuidas, de común 
acuerdo, entre 
empleador y trabajador, 
en 5 o 6 días a la semana, 
garantizando siempre el 
día de descanso, salvo las 
siguientes excepciones: 
 
a) En las labores que sean 
especialmente insalubres 
o peligrosas, el gobierno 
puede ordenar la 
reducción de la jornada 
de trabajo de acuerdo 
con dictámenes al 
respecto. 
 
b) La duración máxima 
de la jornada laboral de 
los adolescentes 
autorizados para 
trabajar, se sujetará a las 
siguientes reglas: 
1. Los adolescentes 
mayores de 15 y menores 
de 17 años, sólo podrán 
trabajar en jornada 
diurna máxima de seis 
horas diarias y treinta 
horas a la semana y hasta 
las 6:00 de la tarde. 
2. Los adolescentes 
mayores de diecisiete 
(17) años, sólo podrán 
trabajar en una jornada 
máxima de ocho horas 
diarias y 40 horas a la 
semana y hasta las 8:00 
de la noche. 
 
c) El empleador y el 
trabajador pueden 
acordar, temporal o 
indefinidamente, la 
organización de turnos 
de trabajo sucesivos, que 
permitan operar a la 
empresa o secciones de la 
misma sin solución de 

dos (42) horas, que se 
considera lo más 
conveniente de 
acuerdo a las 

discusiones del 
proyecto a lo largo del 

debate legislativo.  
 

Igualmente por 
técnica legislativa se 

elimina la abreviatura 
CST por Código 

Sustantivo del Trabajo 
 

 

la jornada ordinaria de 
trabajo es de cuarenta y 
dos (42) horas a la 
semana, que podrán ser 
distribuidas, de común 
acuerdo, entre 
empleador y trabajador, 
en 5 o 6 días a la semana, 
garantizando siempre el 
día de descanso, salvo 
las siguientes 
excepciones: 
 
a) En las labores que 
sean especialmente 
insalubres o peligrosas, 
el gobierno puede 
ordenar la reducción de 
la jornada de trabajo de 
acuerdo con dictámenes 
al respecto. 
 
b) La duración máxima 
de la jornada laboral de 
los adolescentes 
autorizados para 
trabajar, se sujetará a las 
siguientes reglas: 
1. Los adolescentes 
mayores de 15 y 
menores de 17 años, sólo 
podrán trabajar en 
jornada diurna máxima 
de seis horas diarias y 
treinta horas a la semana 
y hasta las 6:00 de la 
tarde. 
2. Los adolescentes 
mayores de diecisiete 
(17) años, sólo podrán 
trabajar en una jornada 
máxima de ocho horas 
diarias y 40 horas a la 
semana y hasta las 8:00 
de la noche. 
 
c) El empleador y el 
trabajador pueden 
acordar, temporal o 
indefinidamente, la 
organización de turnos 
de trabajo sucesivos, que 
permitan operar a la 

 

 

c) El empleador y el 
trabajador pueden 
acordar, temporal o 
indefinidamente, la 
organización de turnos 
de trabajo sucesivos, 
que permitan operar a 
la empresa o secciones 
de la misma sin 
solución de 
continuidad durante 
todos los días de la 
semana, siempre y 
cuando el respectivo 
turno no exceda de seis 
(6) horas al día y treinta 
y seis (36) a la semana; 
 
En este caso no habrá 
lugar a recargo 
nocturno ni al previsto 
para el trabajo 
dominical o festivo, 
pero el trabajador 
devengará el salario 
correspondiente a la 
jornada ordinaria de 
trabajo, respetando 
siempre el mínimo 
legal o convencional y 
tendrá derecho a un día 
de descanso 
remunerado. 
 
d)  El empleador y el 
trabajador podrán 
acordar que la jornada 
semanal de cuarenta 
(40) horas se realice 
mediante jornadas 
diarias flexibles de 
trabajo, distribuidas en 
máximo seis días a la 
semana con un día de 
descanso obligatorio, 
que podrá coincidir 
con el día domingo.  
 
Así, el número de horas 
de trabajo diario podrá 
distribuirse de manera 
variable durante la 
respectiva semana, 

continuidad durante 
todos los días de la 
semana, siempre y 
cuando el respectivo 
turno no exceda de seis 
(6) horas al día y treinta y 
seis (36) a la semana; 
 
En este caso no habrá 
lugar a recargo nocturno 
ni al previsto para el 
trabajo dominical o 
festivo, pero el 
trabajador devengará el 
salario correspondiente a 
la jornada ordinaria de 
trabajo, respetando 
siempre el mínimo legal 
o convencional y tendrá 
derecho a un día de 
descanso remunerado. 
 
d)  El empleador y el 
trabajador podrán 
acordar que la jornada 
semanal de cuarenta y 
dos (42) horas se realice 
mediante jornadas 
diarias flexibles de 
trabajo, distribuidas en 
máximo seis días a la 
semana con un día de 
descanso obligatorio, 
que podrá coincidir con 
el día domingo.  
 
Así, el número de horas 
de trabajo diario podrá 
distribuirse de manera 
variable durante la 
respectiva semana, 
teniendo como mínimo 
cuatro (4) horas 
continuas y máximo 
hasta nueve (9) horas 
diarias sin lugar a 
ningún recargo por 
trabajo suplementario, 
cuando el número de 
horas de trabajo no 
exceda el promedio de 
cuarenta y dos (42) horas 
semanales dentro de la 

empresa o secciones de 
la misma sin solución de 
continuidad durante 
todos los días de la 
semana, siempre y 
cuando el respectivo 
turno no exceda de seis 
(6) horas al día y treinta 
y seis (36) a la semana; 
 
En este caso no habrá 
lugar a recargo nocturno 
ni al previsto para el 
trabajo dominical o 
festivo, pero el 
trabajador devengará el 
salario correspondiente 
a la jornada ordinaria de 
trabajo, respetando 
siempre el mínimo legal 
o convencional y tendrá 
derecho a un día de 
descanso remunerado. 
 
d)  El empleador y el 
trabajador podrán 
acordar que la jornada 
semanal de cuarenta y 
dos (42) horas se realice 
mediante jornadas 
diarias flexibles de 
trabajo, distribuidas en 
máximo seis días a la 
semana con un día de 
descanso obligatorio, 
que podrá coincidir con 
el día domingo.  
 
Así, el número de horas 
de trabajo diario podrá 
distribuirse de manera 
variable durante la 
respectiva semana, 
teniendo como mínimo 
cuatro (4) horas 
continuas y máximo 
hasta nueve (9) horas 
diarias sin lugar a 
ningún recargo por 
trabajo suplementario, 
cuando el número de 
horas de trabajo no 
exceda el promedio de 
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teniendo máximo hasta 
nueve (9) horas diarias 
sin lugar a ningún 
recargo por trabajo 
suplementario, cuando 
el número de horas de 
trabajo no exceda el 
promedio de cuarenta 
(40) horas semanales 
dentro de la Jornada 
Ordinaria de 6. a.m. a 9 
p.m. 
 
PARÁGRAFO. El 
empleador no podrá 
aún con el 
consentimiento del 
trabajador, contratarlo 
para la ejecución de 
dos turnos en el mismo 
día, salvo en labores de 
supervisión, dirección, 
confianza o manejo. 

Jornada Ordinaria. De 
conformidad con el Art. 
160 de C.S.T. 
 
PARÁGRAFO. El 
empleador no podrá aún 
con el consentimiento 
del trabajador, 
contratarlo para la 
ejecución de dos turnos 
en el mismo día, salvo en 
labores de supervisión, 
dirección, confianza o 
manejo. 

cuarenta y dos (42) horas 
semanales dentro de la 
Jornada Ordinaria. De 
conformidad con el 
artículo 160 de Código 
Sustantivo del Trabajo. 
 
PARÁGRAFO. El 
empleador no podrá aún 
con el consentimiento 
del trabajador, 
contratarlo para la 
ejecución de dos turnos 
en el mismo día, salvo en 
labores de supervisión, 
dirección, confianza o 
manejo. 

Artículo 3. 
Implementación 
Gradual. La 
disminución de la 
jornada laboral 
ordinaria de que trata 
esta ley, podrá ser 
implementada de 
manera gradual por el 
empleador, de la 
siguiente manera:  
 
A partir de la entrada 
en vigencia de la 
presente ley, el 
empleador 
implementará una 
jornada laboral 
semanal de hasta 45 
horas a partir del 
segundo año de la 
entrada en vigencia de 
la presente ley, será de 
hasta 42 horas y a 
partir del tercer año, la 
jornada laboral será de 
hasta 40 horas a la 
semana, conforme a lo 
establecido en el 

Artículo 3. 
Implementación 
Gradual. La 
disminución de la 
jornada laboral ordinaria 
de que trata esta ley, 
podrá ser implementada 
de manera gradual por el 
empleador, de la 
siguiente manera:  
 
 
Transcurrido dos (2) 
años a partir de la 
entrada en vigencia de la 
ley, se reducirá una (1) 
hora de la jornada 
laboral semanal, 
quedando en 47 horas 
semanales. 
 
Pasados tres (3) años de 
la entrada en vigencia de 
la ley, se reducirá otra 
hora de la jornada 
laboral semanal, 
quedando en 46 horas 
semanales. 
 

 
 
 
 
 
 
 

TEXTO CÁMARA 
DE 

REPRESENTANTES 
 

Al considerar los 
conciliadores que la 

gradualidad 
aprobada por la 

Plenaria de la Cámara 
de Representantes de 
la República mitiga 
favorablemente la 

gradualidad 
propuesta en el texto 
inicial, en el posible 
impacto que pueda 
tener el proyecto de 
ley aprobado en la 

formalización, 
generación de empleo 
y adaptabilidad de las 

empresas y 
empleadores al 

cambio normativo 

Artículo 3. 
Implementación 
Gradual. La 
disminución de la 
jornada laboral 
ordinaria de que trata 
esta ley, podrá ser 
implementada de 
manera gradual por el 
empleador, de la 
siguiente manera:  
 
Transcurrido dos (2) 
años a partir de la 
entrada en vigencia de la 
ley, se reducirá una (1) 
hora de la jornada 
laboral semanal, 
quedando en 47 horas 
semanales. 
 
Pasados tres (3) años de 
la entrada en vigencia de 
la ley, se reducirá otra 
hora de la jornada 
laboral semanal, 
quedando en 46 horas 
semanales. 
 

 

 

artículo 2 de la 
presente ley 
 
Lo anterior, sin 
perjuicio de que a la 
entrada en vigencia de 
la presente ley, el 
empleador se acoja a la 
jornada laboral de 40 
horas a la semana 

A partir del cuarto año 
de la entrada en vigencia 
de la ley, se reducirán 
dos (2) horas cada año 
hasta llegar a las 
cuarenta y dos (42) horas 
semanales, conforme a lo 
establecido en el artículo 
2 de la presente ley. 
 
Lo anterior, sin perjuicio 
de que a la entrada en 
vigencia de la presente 
ley, el empleador se acoja 
a la jornada laboral de 
cuarenta y dos (42) horas 
a la semana. 
 

A partir del cuarto año 
de la entrada en vigencia 
de la ley, se reducirán 
dos (2) horas cada año 
hasta llegar a las 
cuarenta y dos (42) horas 
semanales, conforme a 
lo establecido en el 
artículo 2 de la presente 
ley. 
 
Lo anterior, sin perjuicio 
de que a la entrada en 
vigencia de la presente 
ley, el empleador se 
acoja a la jornada laboral 
de cuarenta y dos (42) 
horas a la semana 

Artículo 4.  Derechos 
adquiridos de los 
trabajadores. El 
empleador debe 
respetar todas las 
normas, convenciones 
y pactos colectivos 
suscritos con los 
trabajadores.  
 
La disminución de la 
jornada de trabajo no 
reduce ni el salario, ni 
el valor de la hora 
ordinaria del trabajo ni 
exonera de 
obligaciones en favor 
de los trabajadores. 

Artículo 4.  Derechos 
adquiridos de los 
trabajadores. El 
empleador debe respetar 
todas las normas y 
principios que protegen 
al trabajador.  
 
La disminución de la 
jornada de trabajo no 
implicará la reducción de 
la remuneración salarial 
ni prestacional, ni el 
valor de la hora 
ordinaria de trabajo, ni 
exonera de obligaciones 
en favor de los 
trabajadores. 

 
 
 

TEXTO LA 
CÁMARA DE 

REPRESENTANTES 
 
 

Por considerar que la 
redacción de la 

Cámara de 
Representantes es 

más apropiada para 
los fines del artículo. 

Artículo 4.  Derechos 
adquiridos de los 
trabajadores. El 
empleador debe 
respetar todas las 
normas y principios que 
protegen al trabajador.  
 
La disminución de la 
jornada de trabajo no 
implicará la reducción 
de la remuneración 
salarial ni prestacional, 
ni el valor de la hora 
ordinaria de trabajo, ni 
exonera de obligaciones 
en favor de los 
trabajadores. 

Artículo 5. 
Modificación 
Extensiva. En todos los 
artículos del Código 
Sustantivo del Trabajo 
y demás normas 
concordantes, en 
donde se haga 
referencia a la jornada 
laboral semanal de 48 
horas, deberá 
entenderse, a partir de 
la entrada en vigencia 
de la presente ley, 
como jornada laboral 

Artículo 5. Modificación 
Extensiva. En todos los 
artículos del Código 
Sustantivo del Trabajo y 
demás normas 
concordantes, en donde 
se haga referencia a la 
jornada laboral semanal 
de 48 horas, deberá 
entenderse, a partir de la 
entrada en vigencia de la 
presente ley, como 
jornada laboral 42 horas 
a la semana, de 
conformidad con la 

 
 
 

TEXTO DE LA 
CÁMARA DE 

REPRESENTANTES. 
 
 
 

Debido a que es 
acorde al artículo 

segundo y tercero del 
proyecto de ley donde 

se establece una 
jornada laboral de 
cuarenta y dos (42) 

horas. 

Artículo 5. 
Modificación 
Extensiva. En todos los 
artículos del Código 
Sustantivo del Trabajo y 
demás normas 
concordantes, en donde 
se haga referencia a la 
jornada laboral semanal 
de 48 horas, deberá 
entenderse, a partir de la 
entrada en vigencia de la 
presente ley, como 
jornada laboral 42 horas 
a la semana, de 

 

 

40 horas a la semana, 
de conformidad con la 
aplicación gradual 
consagrada en el 
artículo 3. 
 

aplicación gradual 
consagrada en el artículo 
3 

conformidad con la 
aplicación gradual 
consagrada en el artículo 
3. 
 

 

Artículo 6.  Exoneración.   
La disminución de la 
jornada laboral de que 
trata esta ley, exonera al 
empleador de dar 
aplicación al parágrafo 
del Artículo 3 de la Ley 
1857 de 2017, así como a 
lo dispuesto en el 
artículo 21 de la ley 50 de 
1990. 
 
Durante el tiempo de la 
implementación gradual 
contenido en el art 3 de la 
presente ley, la jornada 
laboral que se dedique 
exclusivamente a  
actividades recreativas, 
culturales, deportivas o 
de capacitación será 
ajustada de forma 
proporcional de común 
acuerdo entre empleado 
y empleador. Una vez 
terminado el tiempo de 
implementación gradual 
regirá la exoneración del 
inciso primero del 
presente artículo. 

 

SE ACOGE EL 
ARTÍCULO 

PROPUESTO EN LA 
CÁMARA DE 

REPRESENTANTES 

Pues es acorde a la 
gradualidad 
propuesta en el 
artículo tercero (3), 
respeta el principio de 
la autonomía de la 
voluntad de las partes, 
la bilateralidad y la 
consensualidad 
propia del contrato 
laboral, sin afectar los 
derechos de los 
trabajadores y 
ponderando las 
posibles afectaciones 
de los empleadores y 
empresas con la 
reducción de la 
Jornada Laboral. 
 
Se realiza una 
modificación al texto 
aprobado por la 
Cámara en el sentido 
que la proposición 
aprobada incluía una 
abreviación de la 
palabra artículo y por 
técnica legislativa se 
cambia dicha 
abreviación por la 
palabra “artículo”. 
 
 
 
 
 
  

Artículo 6.  
Exoneración.   La 
disminución de la 
jornada laboral de que 
trata esta ley, exonera al 
empleador de dar 
aplicación al parágrafo 
del Artículo 3 de la Ley 
1857 de 2017, así como a 
lo dispuesto en el 
artículo 21 de la ley 50 de 
1990. 
 
Durante el tiempo de la 
implementación gradual 
contenido en el artículo 3 
de la presente ley, la 
jornada laboral que se 
dedique exclusivamente 
a  actividades 
recreativas, culturales, 
deportivas o de 
capacitación será 
ajustada de forma 
proporcional de común 
acuerdo entre empleado 
y empleador. Una vez 
terminado el tiempo de 
implementación gradual 
regirá la exoneración del 
inciso primero del 
presente artículo. 

 

 

 Artículo Nuevo 
(Articulo 7).  Las 
disposiciones contenidas 
en la presente ley serán 
aplicables a los 
trabajadores y 
empleados del sector 
público. 

LA COMISIÓN 
CONCILIADORA 
DECIDE NO 
ACOGER ESTE 
ARTÍCULO 
APROBADO EN 
CÁMARA DE 
REPRESENTANTES.  
por cuanto a los 
empleados públicos 
no se les aplica el 
Código Sustantivo de 
Trabajo ni mucho 
menos el artículo 161 
sobre jornada laboral, 
de dicha norma que es 
el que pretende 
modificar el proyecto 
de ley objeto de 
conciliación, el 
empleado público se 
vincula a la 
administración 
mediante una 
modalidad legal 
especial o 
reglamentaria y el acto 
se concreta en el 
nombramiento y la 
posesión. En esta 
modalidad, el régimen 
del servicio está 
previamente 
determinado en la ley 
la cual no es objeto de 
modificación por la 
propuesta legislativa 
debatida y aprobada. 
 
El régimen aplicable 
para los servidores 
públicos se encuentra 
contenido en el 
Decreto Ley 1042 de 
1978. 

 

. 
 

Artículo Nuevo. 
(Artículo 8) El Gobierno 
Nacional  en cabeza de la 
entidad competente 
realizará dentro de los 5 

 
 

SE ACOGE EL 
ARTÍCULO 

APROBADO EN LA 
CÁMARA DE 

REPRESENTANTES. 
 

 

Artículo Nuevo. 
(Artículo 7.)  El 
Gobierno Nacional  en 
cabeza de la entidad 
competente realizará 
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años siguientes a la 
entrada en vigencia de la 
presente ley una 
evaluación ex post acerca 
de su cumplimiento de 
igual manera, rendirá 
informes anuales al 
Congreso de la 
República con este 
mismo fin. 

En el entendido de 
que es propositivo a 
efecto de evaluar las 

consecuencias 
favorables de la 
reducción de la 

jornada laboral en los 
trabajadores, la 

productividad en las 
empresas y 

empleadores. 
 
 

dentro de los 5 años 
siguientes a la entrada 
en vigencia de la 
presente ley una 
evaluación ex post 
acerca de su 
cumplimiento de igual 
manera, rendirá 
informes anuales al 
Congreso de la 
República con este 
mismo fin. 

Artículo 6. Vigencia. 
La presente ley 
empezará a regir a 
partir de la fecha de su 
publicación y deroga 
todas las disposiciones 
que le sean contrarias. 

Artículo 9. (cambia 
numeración) Vigencia. 
La presente ley 
empezará a regir a partir 
de la fecha de su 
publicación y deroga 
todas las disposiciones 
que le sean contrarias. 

 
NO HAY CAMBIOS 

 
 

SOLO SE CAMBIA 
NUMERACIÓN 

Artículo 8. Vigencia. La 
presente ley empezará a 
regir a partir de la fecha 
de su publicación y 
deroga todas las 
disposiciones que le 
sean contrarias. 

 
En consecuencia, los suscritos conciliadores, solicitamos a las Plenarias del honorable 
Congreso de la República aprobar el texto conciliado del proyecto de ley no. 212/2019 
Senado 489/2020 Cámara de Representantes “Por medio de la cual se reduce la jornada 
laboral semanal de manera gradual, sin disminuir el salario de los trabajadores y se dictan otras 
disposiciones” 
  
De los Honorables Congresistas, 
 
 
 
 
CARLOS FERNANDO     HONORIO MIGUEL  
MOTOA SOLARTE    HENRÍQUEZ PINEDO 
Senador de la República     Senador de la República  
 
 

       
JUAN DIEGO                            JAIRO 
ECHAVARRÍA SÁNCHEZ   CRISTANCHO TARACHE 

 

 

Representante a la Cámara    Representante a la Cámara   

 

 

II. TEXTO CONCILIADO PROYECTO DE LEY NO. 212 DE 2019 SENADO – 
489 DE 2020 CÁMARA 
 

“Por medio de la cual se reduce la jornada laboral semanal de manera gradual, sin disminuir 
el salario de los trabajadores y se dictan otras disposiciones” 

 
 

EL CONGRESO DE COLOMBIA 
DECRETA:  

 
Artículo 1. Objeto. La presente ley tiene por objeto reducir la jornada laboral semanal 
de manera gradual, sin disminuir el salario ni afectar los derechos adquiridos y 
garantías de los trabajadores. 
 

PARÁGRAFO: El gobierno nacional, en cabeza del Ministerio de Trabajo, realizará 
mesas técnicas con gremios, sindicatos y demás grupos de interés con el objeto de 
plantear alternativas que permitan el fortalecimiento de la productividad laboral y 
soluciones a las problemáticas estructurales del mercado laboral. A partir de estas 
mesas, el Ministerio de Trabajo emprenderá acciones que mitiguen un posible impacto 
negativo de la reducción de las horas en el tejido económico y la rentabilidad de 
empresas. Así mismo, con el objeto de fortalecer la productividad, el gobierno 
nacional desarrollará programas para mejorar la cualificación y las competencias de 
los trabajadores. 

Artículo 2. Duración Máxima de la Jornada Laboral. Modifíquese el artículo 161 del 
Código Sustantivo del Trabajo, el cual quedará así: 
 
Artículo 161. Duración. La duración máxima de la jornada ordinaria de trabajo es de 
cuarenta y dos (42) horas a la semana, que podrán ser distribuidas, de común acuerdo, 
entre empleador y trabajador, en 5 o 6 días a la semana, garantizando siempre el día 
de descanso, salvo las siguientes excepciones: 
 
a) En las labores que sean especialmente insalubres o peligrosas, el gobierno puede 
ordenar la reducción de la jornada de trabajo de acuerdo con dictámenes al respecto. 
 
b) La duración máxima de la jornada laboral de los adolescentes autorizados para 
trabajar, se sujetará a las siguientes reglas: 

 

 

1. Los adolescentes mayores de 15 y menores de 17 años, sólo podrán trabajar en 
jornada diurna máxima de seis horas diarias y treinta horas a la semana y hasta las 
6:00 de la tarde. 
2. Los adolescentes mayores de diecisiete (17) años, sólo podrán trabajar en una 
jornada máxima de ocho horas diarias y 40 horas a la semana y hasta las 8:00 de la 
noche. 
 
c) El empleador y el trabajador pueden acordar, temporal o indefinidamente, la 
organización de turnos de trabajo sucesivos, que permitan operar a la empresa o 
secciones de la misma sin solución de continuidad durante todos los días de la 
semana, siempre y cuando el respectivo turno no exceda de seis (6) horas al día y 
treinta y seis (36) a la semana; 
 
En este caso no habrá lugar a recargo nocturno ni al previsto para el trabajo dominical 
o festivo, pero el trabajador devengará el salario correspondiente a la jornada 
ordinaria de trabajo, respetando siempre el mínimo legal o convencional y tendrá 
derecho a un día de descanso remunerado. 
 
d)  El empleador y el trabajador podrán acordar que la jornada semanal de cuarenta y 
dos (42) horas se realice mediante jornadas diarias flexibles de trabajo, distribuidas en 
máximo seis días a la semana con un día de descanso obligatorio, que podrá coincidir 
con el día domingo.  
 
Así, el número de horas de trabajo diario podrá distribuirse de manera variable 
durante la respectiva semana, teniendo como mínimo cuatro (4) horas continuas y 
máximo hasta nueve (9) horas diarias sin lugar a ningún recargo por trabajo 
suplementario, cuando el número de horas de trabajo no exceda el promedio de 
cuarenta y dos (42) horas semanales dentro de la Jornada Ordinaria. De conformidad 
con el artículo 160 de Código Sustantivo del Trabajo. 

PARÁGRAFO. El empleador no podrá aún con el consentimiento del trabajador, 
contratarlo para la ejecución de dos turnos en el mismo día, salvo en labores de 
supervisión, dirección, confianza o manejo. 

Artículo 3. Implementación Gradual. La disminución de la jornada laboral ordinaria 
de que trata esta ley, podrá ser implementada de manera gradual por el empleador, 
de la siguiente manera:  
 
Transcurridos dos (2) años a partir de la entrada en vigencia de la ley, se reducirá una 
(1) hora de la jornada laboral semanal, quedando en 47 horas semanales. 

 

 

 
Pasados tres (3) años de la entrada en vigencia de la ley, se reducirá otra hora de la 
jornada laboral semanal, quedando en 46 horas semanales. 
 
A partir del cuarto año de la entrada en vigencia de la ley, se reducirán dos (2) horas 
cada año hasta llegar a las cuarenta y dos (42) horas semanales, conforme a lo 
establecido en el artículo 2 de la presente ley. 
Lo anterior, sin perjuicio de que a la entrada en vigencia de la presente ley, el 
empleador se acoja a la jornada laboral de cuarenta y dos (42) horas a la semana. 
 
Artículo 4.  Derechos adquiridos de los trabajadores. El empleador debe respetar 
todas las normas y principios que protegen al trabajador.  
 
La disminución de la jornada de trabajo no implicará la reducción de la remuneración 
salarial ni prestacional, ni el valor de la hora ordinaria de trabajo, ni exonera de 
obligaciones en favor de los trabajadores. 
 
Artículo 5. Modificación Extensiva. En todos los artículos del Código Sustantivo del 
Trabajo y demás normas concordantes, en donde se haga referencia a la jornada 
laboral semanal de 48 horas, deberá entenderse, a partir de la entrada en vigencia de 
la presente ley, como jornada laboral, 42 horas a la semana, de conformidad con la 
aplicación gradual consagrada en el artículo 3. 
 
Artículo 6.  Exoneración.   La disminución de la jornada laboral de que trata esta ley, 
exonera al empleador de dar aplicación al parágrafo del Artículo 3 de la Ley 1857 de 
2017, así como a lo dispuesto en el artículo 21 de la ley 50 de 1990. 
 
Durante el tiempo de la implementación gradual contenido en el artículo 3 de la 
presente ley, la jornada laboral que se dedique exclusivamente a  actividades 
recreativas, culturales, deportivas o de capacitación será ajustada de forma 
proporcional de común acuerdo entre empleado y empleador. Una vez terminado el 
tiempo de implementación gradual regirá la exoneración del inciso primero del 
presente artículo. 

Artículo 7.  El Gobierno Nacional  en cabeza de la entidad competente realizará dentro 
de los 5 años siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley una evaluación ex 
post acerca de su cumplimiento. De igual manera, rendirá informes anuales al 
Congreso de la República con este mismo fin. 

Artículo 8. Vigencia. La presente ley empezará a regir a partir de la fecha de su 
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publicación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias. 

 

De los Honorables Congresistas, 
 

 

 
 

CARLOS FERNANDO     HONORIO MIGUEL  
MOTOA SOLARTE    HENRÍQUEZ PINEDO 
Senador de la República     Senador de la República  
       
 

                                       
JUAN DIEGO                            JAIRO 
ECHAVARRÍA SÁNCHEZ   CRISTANCHO TARACHE 
Representante a la Cámara    Representante a la Cámara  

  

INFORME DE CONCILIACIÓN AL 
PROYECTO DE LEY NÚMERO 93 DE 2019 

SENADO, 498 DE 2020 CÁMARA

por medio de la cual se adoptan acciones 
afirmativas para mujeres cabeza de familia en 

materias de política criminal y penitenciaria, se 
modifica y adiciona el Código Penal, la Ley 750 
de 2002 y el Código de Procedimiento Penal y se 

dictan otras disposiciones. 
INFORME DE CONCILIACIÓN AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 093 DE 2019 SENADO / 498 DE 

2020 CÁMARA “POR MEDIO DE LA CUAL SE ADOPTAN ACCIONES AFIRMATIVAS PARA 
MUJERES CABEZA DE FAMILIA EN MATERIAS DE POLÍTICA CRIMINAL Y PENITENCIARIA, 

SE MODIFICA Y ADICIONA EL CÓDIGO PENAL, LA LEY 750 DE 2002 Y EL CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTO PENAL Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES” 

 

Bogotá, DC., Junio 18 de 2021 
 
 
Doctores,  
Honorable Senador 
ARTURO CHAR CHALJUB 
Presidente 
Senado de la República 
 
Honorable Representante 
GERMÁN ALCIDES BLANCO ÁLVAREZ 
Presidente 
Cámara de Representantes 
 

Referencia: Informe de conciliación al Proyecto de Ley número 093 de 2019 Senado / 498 de 2020 
Cámara “Por medio de la cual se adoptan acciones afirmativas para mujeres cabeza de familia en materias de 
política criminal y penitenciaria, se modifica y adiciona el Código Penal, la Ley 750 de 2002 y el Código de 
Procedimiento Penal y se dictan otras disposiciones” 
 
 
Respetados señores Presidentes: 
 
 
De acuerdo con la designación efectuada por las presidencias del Honorable Senado de la 
República y de la Honorable Cámara de Representantes, y de conformidad con el artículo 161 de la 
Constitución Política y el artículo 186 de la ley 5º, el suscrito Senador y la suscrita Representante 
integrantes de la Comisión de Conciliación nos permitimos someter, por su conducto, a consideración 
de las Plenarias de Senado y de la Cámara de Representantes el texto conciliado al proyecto de ley 
de la referencia, dirimiendo de esta manera las discrepancias existentes entre los textos aprobados 
por las respectivas Plenarias del Senado de la República y la Cámara de Representantes. 
Para cumplir con este cometido, la comisión de conciliación procedió a realizar un estudio comparativo 
de los textos aprobados en las respectivas cámaras y, una vez  analizado su contenido, decidimos 
unificar el texto de la siguiente manera: 
 

TEXTO APROBADO POR 
LA HONORABLE PLENARIA 

DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA 

 

TEXTO APROBADO POR 
LA HONORABLE PLENARIA 

DE LA CÁMARA DE 
REPRESENTANTES 

CONCILIACIÓN 

“POR MEDIO DEL CUAL SE 
ADOPTAN ACCIONES 
AFIRMATIVAS PARA 

MUJERES CABEZA DE 
FAMILIA EN MATERIAS DE 

POLÍTICA CRIMINAL Y 

“POR MEDIO DE LA CUAL 
SE ADOPTAN ACCIONES 

AFIRMATIVAS PARA 
MUJERES CABEZA DE 

FAMILIA EN MATERIAS DE 
POLÍTICA CRIMINAL Y 

Se acoge texto de la Cámara de 
Representantes. 

PENITENCIARIA, SE 
MODIFICA Y ADICIONA EL 
CÓDIGO PENAL, LA LEY 

750 DE 2002 Y EL CÓDIGO 
DE PROCEDIMIENTO 
PENAL Y SE DICTAN 

OTRAS DISPOSICIONES”. 

PENITENCIARIA, SE 
MODIFICA Y ADICIONA EL 
CÓDIGO PENAL, LA LEY 

750 DE 2002 Y EL CÓDIGO 
DE PROCEDIMIENTO 
PENAL Y SE DICTAN 

OTRAS DISPOSICIONES” 
Artículo 1º. Objeto. La 
presente ley tiene como objeto 
adoptar acciones afirmativas 
para las mujeres cabeza de 
familia en materia de política 
criminal y penitenciaria, sin 
perjuicio de lo establecido en 
la Ley 750 de 2002, en el 
numeral 5 del Artículo 314 de 
la Ley 906 de 2004 y demás 
normas concordantes que le 
sean aplicables y mecanismos 
tendientes a prevenir el 
fenómeno de la recurrencia. 
 

Artículo 1. Objeto. La 
presente ley tiene como objeto 
adoptar acciones afirmativas 
para las mujeres cabeza de 
familia en materia de política 
criminal y penitenciaria, sin 
perjuicio de lo establecido en 
la Ley 750 de 2002, en el 
numeral 5 del Artículo 314 de 
la Ley 906 de 2004 y demás 
normas concordantes que le 
sean aplicables. 

Se acoge texto de la Cámara de 
Representantes. 

CAPÍTULO I 
 

PENAS SUSTITUTIVAS 
PARA MUJERES PRIVADAS 

DE LA LIBERTAD 
 
Artículo 2º. Alcance. Las 
mujeres cabeza de familia 
condenadas por los delitos 
establecidos en los artículos 
239, 375, 377 e incisos 1° y 2° 
del artículo 376 del Código 
Penal y aquellos cuya pena 
impuesta sea igual o inferior a 
seis (6) años de prisión, en los 
cuales se demuestre por 
cualquier medio de prueba 
que la comisión del delito está 
asociada a condiciones de 
marginalidad que afecten la 
manutención del hogar y 
cumplan con los requisitos 
establecidos en la presente 
ley, podrán obtener como 
medida sustitutiva de la pena 
de prisión, el servicio de 
utilidad pública. En los casos 
de mujeres cabeza de familia 

Artículo 2. Alcance. Las 
mujeres cabeza de familia 
condenadas por los delitos 
establecidos en los artículos 
239, 240, 241, 375, 376 y 377 
del Código Penal, o 
condenadas a otros delitos 
cuya pena impuesta sea igual 
o inferior a ocho (8) años de 
prisión, en los cuales se 
demuestre por cualquier 
medio de prueba que la 
comisión del delito está 
asociada a condiciones de 
marginalidad que afecten la 
manutención del hogar y 
cumplan con los requisitos 
establecidos en la presente 
ley, podrán obtener como 
medida sustitutiva de la pena 
de prisión, de oficio o a 
petición de parte, el servicio de 
utilidad pública. 
La medida sustitutiva podrá 
aplicarse en los casos en los 
que exista concurso de 
conductas punibles respecto 
de las cuales proceda la 

Se acoge texto de la Cámara de 
Representantes. 

condenadas por hurto en 
concurrencia con los 
agravantes o calificaciones 
establecidas en los artículos 
240 y 241 del CP en los que el 
juez establezca que por sus 
antecedentes personales, 
sociales y familiares no es 
necesaria la ejecución de la 
pena en establecimiento de 
reclusión, este podrá otorgar, 
discrecionalmente, la pena 
sustitutiva de servicio de 
utilidad pública. 
 
La suspensión de la ejecución 
de la pena prevista en la 
presente ley no se aplicará 
cuando haya condena en firme 
por otro delito doloso dentro 
de los cinco (5) años 
anteriores a la comisión del 
nuevo acto punible o exista 
concurso con conductas 
punibles distintas a las aquí 
señaladas. 
 

prisión domiciliaria.  
La medida sustitutiva de la 
pena de prisión prevista en la 
presente ley no se aplicará 
cuando haya condena en firme 
por otro delito doloso dentro 
de los cinco (5) años 
anteriores a la comisión del 
nuevo acto punible o exista 
concurso con conductas 
punibles distintas a las aquí 
señaladas. 
El servicio de utilidad pública 
como medida sustitutiva de la 
pena de prisión se podrá 
otorgar a las mujeres cabeza 
de familia de acuerdo a los 
requisitos de la presente ley, 
en los casos de condenas por 
el delito de concierto para 
delinquir (artículo 340 del 
C.P.), cuando el concierto esté 
relacionado con los delitos de 
los artículos 239, 240, 241, 
375, 376 y 377 del Código 
Penal. 
Las condiciones de 
marginalidad que deben 
probarse para otorgar el 
servicio de utilidad pública 
como medida sustitutiva de la 
pena de prisión no dependen 
de la acreditación de la causal 
de atenuación punitiva 
consagrada en el artículo 56 
de la Ley 599 de 2000 y el 
beneficio otorgado en virtud de 
esta última, no afectará la 
obtención de la medida 
sustitutiva consagrada en la 
presente ley. 
 

Artículo 3º. MODIFIQUESE el 
artículo 36 de la Ley 599 de 
2000, el cual quedará así: 
 
“Artículo 36. Penas 
sustitutivas. La prisión 
domiciliaria es sustitutiva de la 
pena de prisión y el arresto de 

Artículo 3. MODIFIQUESE el 
artículo 36 de la Ley 599 de 
2000, el cual quedará así:́  
 
“Artículo 36. Penas 
sustitutivas. La prisión 
domiciliaria es sustitutiva de la 
pena de prisión y el arresto de 

Sin discrepancias. 
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fin de semana convertible en 
arresto ininterrumpido es 
sustitutivo de la multa. 
 
La prestación de servicios de 
utilidad pública para mujeres 
cabeza de familia será 
sustitutiva de la pena de 
prisión, de conformidad con 
los parámetros previstos en la 
presente ley”. 
 

fin de semana convertible en 
arresto ininterrumpido es 
sustitutivo de la multa. 
 
La prestación de servicios de 
utilidad pública para mujeres 
cabeza de familia será́ 
sustitutiva de la pena de 
prisión, de conformidad con 
los parámetros previstos en la 
presente ley”. 
 

Artículo 4°. ADICIONESE un 
parágrafo nuevo al artículo 1° 
de la Ley 750 de 2002, en los 
siguientes términos: 
 
“Artículo 1°. La ejecución de 
la pena privativa de la libertad 
se cumplirá, cuando la 
infractora sea mujer cabeza de 
familia, en el lugar de su 
residencia o en su defecto en 
el lugar señalado por el juez en 
caso de que la víctima de la 
conducta punible resida en 
aquel lugar, siempre que se 
cumplan los siguientes 
requisitos: 
 
- Que el desempeño 
personal, laboral, familiar o 
social de la infractora permita 
a la autoridad judicial 
competente determinar que no 
colocará en peligro a la 
comunidad o a las personas a 
su cargo, hijos menores de 
edad o hijos con incapacidad 
permanente. 
 
La presente ley no se aplicará 
a las autoras o partícipes de 
los delitos de genocidio, 
homicidio, delitos contra las 
cosas o personas y bienes 
protegidos por el Derecho 
Internacional Humanitario, 
extorsión, secuestro o 
desaparición forzada o 

Artículo 4. ADICIONESE un 
parágrafo nuevo al artículo 1° 
de la Ley 750 de 2002, en los 
siguientes términos: 
[…] 
 
Parágrafo. Las mujeres 
cabeza de familia condenadas 
por los delitos establecidos en 
los artículos 239, 240, 241, 
375, 376 y 377 Código Penal o 
condenadas por otros delitos 
cuya pena impuesta sea igual 
o inferior a ocho (8) años de 
prisión,  en los cuales se 
demuestre que la comisión del 
delito está asociada a 
condiciones de marginalidad 
que afecten la manutención 
del hogar y cumplan con los 
requisitos establecidos en la 
presente ley, podrán obtener 
el servicio de utilidad pública 
como medida sustitutiva de la 
pena de prisión. 

Se acoge texto de la Cámara de 
Representantes. 

quienes registren 
antecedentes penales, salvo 
por delitos culposos o delitos 
políticos. 
 
-Que se garantice mediante 
caución el cumplimiento de las 
siguientes obligaciones: 
 
-Cuando sea el caso, solicitar 
al funcionario judicial 
autorización para cambiar de 
residencia. 
 
-Observar buena conducta en 
general y en particular 
respecto de las personas a 
cargo. 
 
-Comparecer personalmente 
ante la autoridad judicial que 
vigile el cumplimiento de la 
pena cuando fuere requerida 
para ello. 
 
Permitir la entrada a la 
residencia, a los servidores 
públicos encargados de 
realizar la vigilancia del 
cumplimiento de la reclusión y 
cumplir las demás condiciones 
de seguridad impuestas en la 
sentencia, por el funcionario 
judicial encargado de la 
vigilancia de la pena y cumplir 
la reglamentación del INPEC. 
 
El seguimiento y control sobre 
esta medida sustitutiva será 
ejercido por el juez, autoridad 
competente o tribunal que 
conozca del asunto o vigile la 
ejecución de la sentencia con 
apoyo en el INPEC, organismo 
que adoptará entre otros un 
sistema de visitas periódicas a 
la residencia de la penada 
para verificar el cumplimiento 
de la pena, de lo cual 
informará al despacho judicial 

respectivo. 
 
Parágrafo. Las mujeres 
cabeza de familia condenadas 
por los delitos establecidos en 
los artículos 239, 240, 241, 
375, 377 e incisos 1° y 2° del 
artículo 376 del Código Penal, 
en los cuales se demuestre 
que la comisión del delito está 
asociada a condiciones de 
marginalidad que afecten la 
manutención del hogar y 
cumplan con los requisitos 
establecidos en la presente 
ley, podrán obtener medida 
sustitutiva de la pena de 
prisión. 
 
Artículo 5°. ADICIÓNESE el 
artículo 38-H a la Ley 599 de 
2000, el cual quedará así: 
 
“Artículo 38-H. Prestación de 
servicios de utilidad pública 
como sustitutiva de la 
prisión. La prestación de 
servicios de utilidad pública 
como sustitutiva de la prisión 
para mujeres cabeza de 
familia consistirá en el servicio 
no remunerado que, en 
libertad, ha de prestar las 
mujeres condenadas, a favor 
de instituciones públicas, 
organizaciones sin ánimo de 
lucro y no gubernamentales, 
mediante trabajos de utilidad 
pública en el lugar de su 
residencia. 
 
El juez de conocimiento o el 
juez de ejecución de penas y 
medidas de seguridad, según 
el caso, previo consentimiento 
de la condenada, podrá 
sustituir la pena de prisión por 
la de prestación de servicios 
de utilidad pública durante la 
cantidad de horas que 

Artículo 5. ADICIÓNESE el 
artículo 38-H a la Ley 599 de 
2000, el cual quedará así:́ 
 
“Artículo 38-H. Prestación de 
servicios de utilidad pública 
como sustitutiva de la 
prisión. La prestación de 
servicios de utilidad pública 
como sustitutiva de la prisión 
para mujeres cabeza de 
familia consistirá en el servicio 
no remunerado que, en 
libertad, ha de prestar las 
mujeres condenadas, a favor 
de instituciones públicas, 
organizaciones sin ánimo de 
lucro y no gubernamentales, 
mediante trabajos de utilidad 
pública en el lugar de su 
domicilio. 
 
El juez de conocimiento o el 
juez de ejecución de penas y 
medidas de seguridad, según 
el caso, previo consentimiento 
de la condenada, podrá́ 
sustituir la pena de prisión por 
la de prestación de servicios 
de utilidad pública durante la 
cantidad de horas que 

Se acoge texto de la Cámara de 
Representantes. 

determine al momento de 
dictar la sentencia, o en 
cualquier momento dentro de 
la ejecución de la misma. Para 
la dosificación del número de 
horas que deberá prestar el 
condenado, el juez deberá 
atender a los siguientes 
criterios: 
 
1. La condenada deberá 
trabajar un total de cinco (5) 
horas de prestación de 
servicios de utilidad pública 
por cada semana de privación 
de la libertad que se le 
imponga o que tenga 
pendiente de cumplir. 
 
2. La jornada de 
prestación de servicios de 
utilidad pública no podrá ser 
superior a ocho (8) horas 
diarias. 
 
3. La prestación del 
servicio de utilidad pública se 
deberá cumplir con un mínimo 
de cinco 
     (5) horas y un máximo de 
veinte (20) horas semanales. 
 
4. La prestación del 
servicio de utilidad pública no 
podrá interferir con la jornada 
laboral o educativa de la 
condenada. 
 
5. La prestación del 
servicio de utilidad pública 
deberá realizarse en el lugar 
de domicilio del núcleo familiar 
de las personas que están a 
cargo de la mujer cabeza de 
hogar. 
 
El Ministerio de Justicia 
realizará convenios con las 
entidades públicas, 
organizaciones sin ánimo de 

determine al momento de 
dictar la sentencia, o en 
cualquier momento dentro de 
la ejecución de la misma.  
Para la dosificación del 
número de horas que deberá 
prestar la condenada, el juez 
deberá atender a los 
siguientes criterios: 
 
1. La condenada deberá 
trabajar un total de cinco (5) 
horas de prestación de 
servicios de utilidad pública 
por cada semana de privación 
de la libertad que se le 
imponga o que tenga 
pendiente de cumplir. 
 
2. La jornada de prestación 
de servicios de utilidad pública 
no podrá́ ser superior a ocho 
(8) horas diarias. 
 
3. La prestación del 
servicio de utilidad pública se 
deberá cumplir con un mínimo 
de cinco (5) horas y un 
máximo de veinte (20) horas 
semanales. 

 
4. La prestación del 
servicio de utilidad pública no 
podrá́ interferir con la jornada 
laboral o educativa de la 
condenada. 
 
5. La prestación del 
servicio de utilidad pública 
deberá realizarse en el lugar 
de domicilio del núcleo familiar 
de las personas que están a 
cargo de la mujer cabeza de 
hogar. 
 
En la dosificación de las horas 
de servicio, el juez deberá 
tener en cuenta las 
responsabilidades de cuidado 
de la condenada. 
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lucro y no gubernamentales, y 
elaborará un listado de 
entidades y oportunidades de 
servicios de utilidad pública 
habilitados para la ejecución 
de esta pena sustitutiva. Este 
listado lo remitirá 
trimestralmente al INPEC y al 
Consejo Superior de la 
Judicatura, o a quien haga sus 
veces, y por intermedio de los 
Consejos Seccionales de la 
Judicatura, a los juzgados de 
conocimiento y de ejecución 
de penas y de medidas de 
seguridad. 
 
Las entidades públicas, 
organizaciones sin ánimo de 
lucro y no gubernamentales 
que se encuentren en 
capacidad de recibir a las 
personas condenadas para el 
cumplimiento de la prestación 
de servicios de utilidad 
pública, solicitarán al 
Ministerio de Justicia su 
inclusión en el listado. En caso 
de que en el domicilio de la 
condenada no existan 
organizaciones incluidas en el 
listado, será responsabilidad 
de la máxima autoridad 
administrativa del ente 
territorial de la zona en que se 
encuentre suministrar un 
servicio de utilidad pública 
para el cumplimiento del 
sustituto. 
 
El juez de conocimiento o el 
juez de ejecución de penas y 
medidas de seguridad podrá 
complementar la imposición 
de prestación de servicios de 
utilidad pública con el 
cumplimiento de otros 
requisitos adicionales, de 
conformidad con el artículo 38-
M del presente Código. 

 
El Ministerio de Justicia 
realizará convenios con las 
entidades públicas, 
organizaciones sin ánimo de 
lucro y no gubernamentales, y 
elaborará un listado de 
entidades y oportunidades de 
servicios de utilidad pública 
habilitados para la ejecución 
de esta pena sustitutiva. Este 
listado lo remitirá 
trimestralmente al INPEC y al 
Consejo Superior de la 
Judicatura, o a quien haga sus 
veces, y por intermedio de los 
Consejos Seccionales de la 
Judicatura, a los juzgados de 
conocimiento y de ejecución 
de penas y de medidas de 
seguridad. 
 
Las entidades públicas, 
organizaciones sin ánimo de 
lucro y no gubernamentales 
que se encuentren en 
capacidad de recibir a las 
personas condenadas para el 
cumplimiento de la prestación 
de servicios de utilidad 
pública, solicitarán al 
Ministerio de Justicia su 
inclusión en el listado.  
 
El Ministerio de Justicia y del 
Derecho podrá delegar a 
gobernadores y alcaldes la 
realización del listado de 
organizaciones y entidades.  
Para todos los efectos, en el 
diseño del plan de servicios 
junto con la condenada, el juez 
podrá evaluar una opción 
distinta a las organizaciones 
incluidas en los listados, de 
acuerdo a los criterios que 
establezca el Ministerio de 
Justicia y del Derecho. En 
caso de que en el domicilio de 
la condenada no existan 

 
Parágrafo. Para los efectos 
de este artículo, se 
entenderán como servicios de 
utilidad pública los que el 
condenado realice en 
beneficio de la sociedad, las 
cuales podrán consistir en 
labores de recuperación o 
mejoramiento del espacio 
público; apoyo o asistencia a 
las víctimas siempre que éstas 
lo acepten; asistencia a 
comunidades vulnerables; 
realización de actividades de 
carácter educativo en materia 
cultural, vial, ambiental, y otras 
similares que permitan el 
restablecimiento del tejido 
social afectado por el delito”. 
 

organizaciones que estén en 
capacidad de recibir a la 
persona condenada, será́ 
responsabilidad de la máxima 
autoridad administrativa del 
ente territorial de la zona en 
que se encuentre suministrar 
un servicio de utilidad pública 
para el cumplimiento del 
sustituto. 
 
El juez de conocimiento o el 
juez de ejecución de penas y 
medidas de seguridad podrá́ 
complementar la imposición 
de prestación de servicios de 
utilidad pública con el 
cumplimiento de otros 
requisitos adicionales, de 
conformidad con el artículo 38-
M del presente Código. 
 
Parágrafo. Para los efectos 
de este artículo, se 
entenderán como servicios de 
utilidad pública los que la 
condenada realice en 
beneficio de la sociedad, las 
cuales podrán consistir en 
labores de recuperación o 
mejoramiento del espacio 
público; apoyo o asistencia a 
las víctimas siempre que éstas 
lo acepten; asistencia a 
comunidades vulnerables; 
realización de actividades de 
carácter educativo en materia 
cultural, vial, ambiental, y otras 
similares que permitan el 
restablecimiento del tejido 
social afectado por el delito. 
 
El juez deberá asegurarse de 
que el plan de servicios que se 
pacte con la condenada para 
la prestación del servicio de 
utilidad pública incluya labores 
que contribuyan a su 
formación educativa y/o 
profesional, procurando no 

asignar únicamente labores 
tradicionalmente asignadas a 
las mujeres”. 

Artículo 6º. Política pública de 
Empleabilidad, Formación y 
Capacitación. El Ministerio del 
Trabajo en coordinación con el 
Ministerio de Educación y el 
Ministerio de Comercio, 
Industria y Turismo diseñarán 
en el término de dos (2) años 
una Política Pública de 
empleabilidad, formación y 
capacitación para el 
emprendimiento, conducente 
a garantizar una ruta de 
empleo, emprendimiento y de 
educación al interior de los 
establecimientos carcelarios 
para las mujeres cabeza de 
familia. Esta política deberá 
servir para mejorar la 
formación y capacitación 
laboral al interior de los 
establecimientos de reclusión 
de forma al que se ajuste con 
las necesidades actuales en el 
mercado laboral. 
 

Artículo 6. Política pública 
de Empleabilidad, 
Formación y Capacitación. 
El Ministerio del Trabajo en 
coordinación con el Ministerio 
de Educación y el Ministerio 
de Comercio, Industria y 
Turismo diseñarán en el 
término de dos (2) años una 
Política Pública de 
empleabilidad, formación y 
capacitación para el 
emprendimiento, conducente 
a garantizar una ruta de 
empleo, emprendimiento y de 
educación al interior de los 
establecimientos carcelarios 
para las mujeres cabeza de 
familia. Esta política deberá 
servir para mejorar la 
formación y capacitación 
laboral al interior de los 
establecimientos de reclusión 
de forma al que se ajuste con 
las necesidades actuales en el 
mercado laboral. 
 

Sin discrepancias.  

Artículo 7. ADICIÓNESE el 
artículo 38-I a la Ley 599 de 
2000, el cual quedará así:  
 
“Artículo 38-I. Requisitos 
para conceder la prestación de 
servicios de utilidad pública 
como sustitutiva de la prisión. 
Son requisitos para conceder 
la prestación de servicios de 
utilidad pública: 
 
1. Que la pena impuesta 
sea igual o inferior a seis (6) 
años y se trate de condenas 
impuestas por la comisión de 
los delitos establecidos en los 
artículos 239, 240, 241 375, 
377 e incisos 1° y 2° del 
artículo 376 del Código Penal. 

Artículo 7. ADICIÓNESE el 
artículo 38-I a la Ley 599 de 
2000, el cual quedará así: 
 
“Artículo 38-I. Requisitos 
para conceder la prestación 
de servicios de utilidad 
pública como sustitutiva de 
la prisión. Son requisitos para 
conceder la prestación de 
servicios de utilidad pública: 

1. Que la pena impuesta sea 
igual o inferior a ocho (8) 
años o se trate de condenas 
impuestas por la comisión 
de los delitos establecidos 
en los artículos 239, 240, 
241, 375, 376 y 377 del 
Código Penal. 

 

Se acoge texto de la Cámara de 
Representantes. 

 
2. Que la condenada no 
tenga antecedentes judiciales, 
esto es, una condena en firme 
dentro de los cinco (5) años 
anteriores a la comisión del 
delito, salvo que se trate de 
delitos culposos o que tengan 
como pena principal la multa. 
 
3. Que el juez, atendiendo 
a la naturaleza o gravedad de 
la conducta, la personalidad 
de la condenada y su 
comportamiento anterior y 
posterior a la comisión del 
delito, pueda inferir 
razonadamente que no existe 
necesidad de ejecutar o 
continuar con la ejecución de 
la pena privativa de la libertad 
 
4. Que la condenada 
manifieste su voluntad de 
vincularse libremente a la 
pena sustitutiva de prestación 
de servicios de utilidad 
pública. 
 
5. Que se demuestren por 
cualquier medio probatorio los 
vínculos familiares de la 
condenada, demostrando que 
ejerce la jefatura del hogar y 
tiene bajo su cargo afectiva,  
económica y socialmente de 
manera permanente hijos 
menores o incapaces. 
 
6. Que la infractora no 
haya involucrado a sus hijos 
en actividades delictivas, 
incluido el delito por el cual fue 
condenada. 
7. Que se demuestre por 
cualquier medio probatorio 
que la comisión del delito está 
asociada a condiciones de 
marginalidad que afectan la 
manutención del hogar. 

2. Que la condenada no tenga 
antecedentes judiciales, 
esto es, una condena en 
firme dentro de los cinco (5) 
años anteriores a la 
comisión del delito, salvo 
que se trate de delitos 
culposos, que tengan como 
pena principal la multa o que 
sea por los mismos delitos 
del numeral anterior.  

 
3. Que la condenada 

manifieste su voluntad de 
vincularse libremente a la 
pena sustitutiva de 
prestación de servicios de 
utilidad pública. 

 
4. Que se demuestre que es 

madre cabeza de familia, que 
para los efectos de esta ley 
será entendido como tener 
vínculos familiares, 
demostrando que la 
condenada ejerce la jefatura 
del hogar y tiene bajo su 
cargo afectiva, económica y 
socialmente de manera 
permanente hijos menores o 
personas en condición de 
discapacidad permanente. 

 
5. Que la conducta atribuida a 

la condenada no tipifique el 
delito establecido en el 
artículo 188-D del Código 
Penal. 

 
6. Que se demuestre que la 

comisión del delito está 
asociada a condiciones de 
marginalidad que afectan la 
manutención del hogar. 

 
7. Que la condenada 

comparezca personalmente 
ante la autoridad judicial que 
vigile el cumplimiento de la 
pena cuando fuere 
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8. Que se garantice 
mediante caución el 
cumplimiento de las siguientes 
obligaciones: 
 
a. No cambiar de 
residencia sin autorización 
previa del funcionario judicial 
que vigile la ejecución de la 
sentencia; 
 
b. Reparar, dentro del 
término que fije el juez, los 
daños ocasionados con el 
delito, salvo que se demuestre 
la insolvencia de la 
condenada. El pago de la 
indemnización puede 
asegurarse mediante garantía 
personal, real, bancaria o 
mediante acuerdo con la 
víctima; 
 
c. Comparecer 
personalmente ante la 
autoridad judicial que vigile el 
cumplimiento de la pena 
cuando fuere requerida para 
ello o en los términos 
acordados en el plan de 
servicios; 
 
d. Cumplir con el plan de 
servicios acordado con la 
entidad por medio de la cual 
prestará los servicios de 
utilidad pública. 
e. Comprometerse a 
mantener un rendimiento 
óptimo con arreglo a los 
requerimientos de la entidad o 
institución en la cual prestará 
los servicios de utilidad 
pública. 
 
f. Comparecer semanal y 
personalmente ante el CAI o 
cuadrante más cercano al 
lugar de residencia de la 

requerida para ello o en los 
términos acordados en el 
plan de servicios. 

 
El servicio de utilidad pública 
en los términos descritos 
podrá aplicarse en los casos 
de concurso de conductas 
punibles y de concierto para 
delinquir, de conformidad con 
lo establecido en el artículo 2 
de la presente ley. 
La medida consagrada en la 
presente ley no será aplicable 
cuando la pena menor a ocho 
(8) años de prisión se refiera al 
tipo penal de violencia 
intrafamiliar consagrado en el 
artículo 229 del Código Penal. 
 
Parágrafo. Sin perjuicio de lo 
anterior, dentro de los seis (6) 
meses siguientes a la 
promulgación de la presente 
ley, le corresponderá al 
Gobierno Nacional 
reglamentar la materia con el 
fin de que se suscriban 
convenios entre la Nación y el 
Distrito o los municipios para 
el cumplimiento de los 
servicios de utilidad pública en 
entidades del Estado”. 
 

condenada, para que reporte 
los avances en la prestación 
del servicio de utilidad pública. 
Además, se presentará al 
cuadrante o CAI más cercano 
del lugar donde prestará el 
servicio de utilidad pública 
cada mes. 
 
La prestación de esta caución 
se entenderá también para el 
cumplimiento de los requisitos 
adicionales del artículo 38-M 
del presente Código y se 
deberá suscribir la 
correspondiente diligencia de 
compromiso. 
 
Parágrafo. Sin perjuicio de lo 
anterior, dentro de los seis (6) 
meses siguientes a la 
promulgación de la presente 
ley, le corresponderá al 
Gobierno Nacional 
reglamentar la materia con el 
fin de que se suscriban 
convenios entre la Nación y el 
Distrito o los municipios para 
el cumplimiento de los 
servicios de utilidad pública en 
entidades del Estado”. 
 
 
Artículo 8º. ADICIONESE el 
artículo 38-J a la Ley 599 de 
2000, el cual quedará así: 
 
“Artículo 38-J. Ejecución de 
la medida de prestación de 
servicios de utilidad pública 
como sustitutiva de la 
prisión. En el momento de la 
individualización de la pena, la 
condenada presentará ante el 
juez de conocimiento un plan 
de ejecución del servicio de 
utilidad pública o cuando ella 
haya sido aceptada por alguna 
de las entidades que para tal 
efecto tengan convenios con 

Artículo 8. ADICIONESE el 
artículo 38-J a la Ley 599 de 
2000, el cual quedará así: 
 
“Artículo 38-J. Ejecución de 
la medida de prestación de 
servicios de utilidad pública 
como sustitutiva de la 
prisión. En el momento de la 
individualización de la pena, la 
condenada o su defensor 
presentará ante el juez de 
conocimiento un plan de 
ejecución del servicio de 
utilidad pública, o cuando ella 
haya sido aceptada por alguna 
de las entidades que para tal 

Se acoge texto de la Cámara de 
Representantes. 

el Ministerio de Justicia y del 
Derecho, descritas en el 
artículo 38H de la presente 
ley; se determinará el lugar, 
horario y plan de cumplimiento 
del servicio de utilidad pública. 
Lo anterior, será aprobado por 
el juez de conocimiento en la 
sentencia y ordenará a la 
condenada iniciar su 
ejecución. 
 
Cuando la condenada 
voluntariamente solicita la 
sustitución de la pena de 
prisión por la de prestación de 
servicios de utilidad pública, 
sin presentar un plan de 
servicios, el juez de 
conocimiento al momento de 
dictar sentencia podrá 
concederla, imponiendo el 
número de horas que deberá 
cumplir, y le ordenará 
presentarse ante el Juez de 
Ejecución de Penas y Medidas 
de Seguridad para que 
elabore el plan de servicios. 
 
Corresponderá al Juez de 
Ejecución de Penas y Medidas 
de Seguridad, con base en el 
listado de oportunidades de 
utilidad pública, definir 
conjuntamente con la 
condenada el lugar, horario y 
el plan de cumplimiento del 
servicio, de manera que no 
interfiera con su jornada 
laboral o educativa. La 
condenada contará con quince 
(15) días hábiles a partir de la 
ejecutoria de la sentencia, 
para presentarse ante el Juez 
de Ejecución de Penas y 
Medidas de Seguridad, y 
definir el plan de servicios, 
atendiendo al lugar más 
cercano a su domicilio o a sus 
vínculos sociales y familiares. 

efecto tengan convenios con 
el Ministerio de Justicia y del 
Derecho, descritas en el 
artículo 38H de la presente 
ley. Se determinará el lugar, 
horario y plan de cumplimiento 
del servicio de utilidad pública. 
Lo anterior, será aprobado por 
el juez de conocimiento en la 
sentencia y ordenará a la 
condenada iniciar su 
ejecución. 
 
Cuando la condenada 
voluntariamente solicita la 
sustitución de la pena de 
prisión por la de prestación de 
servicios de utilidad pública, 
sin presentar un plan de 
servicios, el juez de 
conocimiento al momento de 
dictar sentencia podrá 
concederla, imponiendo el 
número de horas que deberá 
cumplir, y le ordenará 
presentarse ante el Juez de 
Ejecución de Penas y Medidas 
de Seguridad para que 
elabore el plan de servicios. 
 
Corresponderá al Juez de 
Ejecución de Penas y Medidas 
de Seguridad, con base en el 
listado de oportunidades de 
utilidad pública o de acuerdo a 
los criterios que establezca la 
reglamentación del Ministerio, 
definir conjuntamente con la 
condenada el lugar, horario y 
el plan de cumplimiento del 
servicio, de manera que no 
interfiera con su jornada 
laboral o educativa. La 
condenada contará con quince 
(15) días hábiles a partir de la 
ejecutoria de la sentencia, 
para presentarse ante el Juez 
de Ejecución de Penas y 
Medidas de Seguridad, y 
definir el plan de servicios, 

 
Una vez determinado el plan 
de servicios por el Juez de 
Ejecución de Penas y Medidas 
de Seguridad, la condenada 
deberá iniciar el servicio de 
manera inmediata, sin que en 
ningún evento supere los 
cinco (5) días hábiles 
siguientes, a menos que se 
comprueben causas de fuerza 
mayor o caso fortuito, en cuyo 
caso no podrán superar los 
quince (15) días hábiles. 
 
Si la condenada no iniciare la 
prestación del servicio de 
utilidad pública en los términos 
antes señalados, se revocará 
la sustitución y deberá cumplir 
la pena de prisión impuesta.” 
 
 

atendiendo al lugar más 
cercano a su domicilio o a sus 
vínculos sociales y familiares. 
 
Una vez determinado el plan 
de servicios por el Juez de 
Ejecución de Penas y Medidas 
de Seguridad, la condenada 
deberá iniciar el servicio de 
manera inmediata, sin que en 
ningún evento supere los 
cinco (5) días hábiles 
siguientes, a menos que se 
comprueben causas de fuerza 
mayor o caso fortuito, en cuyo 
caso no podrán superar los 
quince (15) días hábiles. 
 
Si la condenada no iniciare la 
prestación del servicio de 
utilidad pública en los términos 
antes señalados, se revocará 
la sustitución y deberá cumplir 
la pena de prisión impuesta, 
excepto en los casos en que 
no haya iniciado por 
situaciones ajenas a su 
voluntad.” 
 

Artículo 9º. ADICIÓNESE el 
artículo 38-K a la Ley 599 de 
2000, el cual quedará así: 
 
“Artículo 38-K. Sustitución 
de la ejecución de la pena de 
prisión por la prestación de 
servicio de utilidad pública. 
La condenada que se 
encuentre privada de la 
libertad al momento de la 
promulgación de la presente 
ley, podrá solicitar ante el Juez 
de Ejecución de Penas y 
Medidas de Seguridad la 
sustitución de la pena de 
prisión que tenga pendiente de 
cumplir por la de prestación de 
servicio de utilidad pública. 
 
El Juez de Ejecución de Penas 

Artículo 9. ADICIÓNESE el 
artículo 38-K a la Ley 599 de 
2000, el cual quedará así: 
 
“Artículo 38-K. Sustitución 
de la ejecución de la pena de 
prisión por la prestación de 
servicio de utilidad pública. 
La condenada que se 
encuentre privada de la 
libertad al momento de la 
promulgación de la presente 
ley, podrá solicitar ante el Juez 
de Ejecución de Penas y 
Medidas de Seguridad la 
sustitución de la pena de 
prisión que tenga pendiente de 
cumplir por la de prestación de 
servicio de utilidad pública. 
 
El Juez de Ejecución de Penas 

Se acoge texto de la Cámara de 
Representantes. 
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y Medidas de Seguridad, 
cuando se cumplan los 
requisitos del artículo 38-I, 
podrá sustituir la pena de 
prisión que reste por cumplir o 
hasta el cumplimiento de la 
libertad condicional por la de la 
prestación de servicio de 
utilidad pública, descontando 
el tiempo que lleve de 
cumplimiento de la pena e 
imponiendo el número de 
horas correspondiente, 
atendiendo a los criterios 
contemplados en el artículo 
38-H de este Código.” 
 

y Medidas de Seguridad, 
cuando se cumplan los 
requisitos del artículo 38-I, 
sustituirá la pena de prisión 
que reste por cumplir por la de 
la prestación de servicio de 
utilidad pública, descontando 
el tiempo que lleve de 
cumplimiento de la pena e 
imponiendo el número de 
horas correspondiente, 
atendiendo a los criterios 
contemplados en el artículo 
38-H de este Código.” 
 

ARTÍCULO 10º. 
ADICIONESE el artículo 38-L 
a la Ley 599 de 2000, el cual 
quedará así: 
 
“Artículo 38-l. Control de la 
medida de prestación de 
servicios de utilidad pública 
como sustitutiva de la 
prisión. Las entidades que 
hayan facilitado la prestación 
del servicio. informarán 
mensualmente al Juez de 
Ejecución de Penas y Medidas 
de Seguridad, la actividad 
desarrollada por la condenada 
y las incidencias relevantes 
para juzgar el cumplimiento de 
la pena durante el desarrollo 
del plan de ejecución, así 
como de la finalización del 
mismo, conservando en sus 
archivos copia de este informe 
hasta por el término de seis (6) 
años, o uno fijado previamente 
por el juez. 
 
El informe deberá ser 
acompañado de los registros 
que acrediten el cumplimiento 
de la actividad del plan de 
servicio y con la indicación de 
fechas y horarios”. 

ARTÍCULO 10. ADICIONESE 
el artículo 38-L a la Ley 599 de 
2000, el cual quedará así: 

 
“Artículo 38- L. Control de la 
medida de prestación de 
servicios de utilidad pública 
como sustitutiva de la 
prisión. Las entidades que 
hayan facilitado la prestación 
del servicio informarán 
mensualmente al Juez de 
Ejecución de Penas y Medidas 
de Seguridad, la actividad 
desarrollada por la condenada 
y las incidencias relevantes 
para juzgar el cumplimiento de 
la pena durante el desarrollo 
del plan de ejecución, así 
como de la finalización del 
mismo, conservando en sus 
archivos copia de este informe 
hasta por el término de seis (6) 
años, o uno fijado previamente 
por el juez. 
 
El informe deberá ser 
acompañado de los registros 
que acrediten el cumplimiento 
de la actividad del plan de 
servicio y con la indicación de 
fechas y horarios”. 

Se acoge texto de la Cámara de 
Representantes. 

 

Artículo 11º. ADICIÓNESE el 
artículo 38-M a la Ley 599 de 
2000, el cual quedará así: 
 
“Artículo 38-M. Requisitos 
Adicionales A La Prestación 
De Servicio De Utilidad 
Pública. El juez de 
conocimiento o el de ejecución 
de penas y medidas de 
seguridad, podrá exigir a la 
condenada el cumplimiento de 
uno o varios de los requisitos 
adicionales siguientes: 
 
1. No residir o acudir a 
determinados lugares. 
 
2. No salir del país sin 
previa autorización del 
funcionario que vigile la 
ejecución de la pena. 
 
3. Participar en 
programas especiales de 
tratamiento con el fin de 
superar problemas de 
dependencia o consumo 
problemático de bebidas 
alcohólicas o sustancias 
psicoactivas, siempre y 
cuando dicha dependencia 
haya tenido relación con la 
conducta por la que fue 
condenada. 
 
4. Someterse 
voluntariamente a un 
tratamiento médico o 
psicológico, cuando se trate 
de eventos en que el estado 
de salud físico o mental, haya 
tenido relación con la comisión 
del delito por el cual fue 
condenada. 

Artículo 11. ADICIÓNESE el 
artículo 38-M a la Ley 599 de 
2000, el cual quedará así: 
 
“Artículo 38-M. Requisitos 
Adicionales A La Prestación 
De Servicio De Utilidad 
Pública. El juez de 
conocimiento o el de ejecución 
de penas y medidas de 
seguridad, podrá exigir a la 
condenada el cumplimiento de 
uno o varios de los requisitos 
adicionales siguientes: 
 
1. No residir o acudir a 
determinados lugares. 
 
2. No salir del país sin 
previa autorización del 
funcionario que vigile la 
ejecución de la pena. 

 
3. Participar en programas 
especiales de tratamiento con 
el fin de superar problemas de 
dependencia o consumo 
problemático de bebidas 
alcohólicas o sustancias 
psicoactivas, siempre y 
cuando dicha dependencia 
haya tenido relación con la 
conducta por la que fue 
condenada. 

 
4. Someterse 
voluntariamente a un 
tratamiento médico o 
psicológico, cuando se trate 
de eventos en que el estado 
de salud físico o mental, haya 
tenido relación con la comisión 
del delito por el cual fue 
condenada. 

 

Sin discrepancias. 

 
5. Colaborar activa y 
efectivamente en el 
tratamiento para la 
recuperación de las víctimas, 
si éstas lo admitieren. 
 
6. Comprometerse a 
dejar definitivamente las 
armas y abstenerse de 
participar en actos 
delincuenciales. 
 
7. Observar buena 
conducta individual, familiar y 
social. 
 
Parágrafo. Lo dispuesto en el 
numeral 5 del presente 
artículo, podrá realizarse por 
medio de programas de 
justicia restaurativa previstas 
en el ordenamiento jurídico”. 

5. Colaborar activa y 
efectivamente en el 
tratamiento para la 
recuperación de las víctimas, 
si éstas lo admitieren. 

 
6. Comprometerse a dejar 
definitivamente las armas y 
abstenerse de participar en 
actos delincuenciales. 
 
7. Observar buena 
conducta individual, familiar y 
social. 
 
Parágrafo. Lo dispuesto en el 
numeral 5 del presente 
artículo, podrá realizarse por 
medio de programas de 
justicia restaurativa previstas 
en el ordenamiento jurídico”. 

Artículo 12º. ADICIÓNESE el 
artículo 38-N a la Ley 599 de 
2000, el cual quedará así: 
 
“Artículo 38-N. Faltas en la 
prestación del servicio de 
utilidad pública. Si durante el 
periodo de prestación de 
servicio de utilidad pública, la 
condenada violare 
injustificadamente cualquiera 
de las obligaciones o 
requisitos adicionales 
impuestos, se ejecutará 
inmediatamente la pena de 
prisión en lo que hubiere sido 
motivo de sustitución y se hará 
efectiva la caución prestada. 
Corresponde al Juez de 
Ejecución de Penas y Medidas 
de Seguridad determinar la 
gravedad del incumplimiento. 
 
La entidad en donde se 
ejecute la prestación del 
servicio, hechas las 
verificaciones necesarias, 

Artículo 12. ADICIÓNESE el 
artículo 38-N a la Ley 599 de 
2000, el cual quedará así: 
“Artículo 38-N. Faltas en la 
prestación del servicio de 
utilidad pública. Si durante el 
periodo de prestación de 
servicio de utilidad pública, la 
condenada violare 
injustificadamente cualquiera 
de las obligaciones o 
requisitos adicionales 
impuestos, corresponderá al 
Juez de Ejecución de Penas y 
Medidas de Seguridad 
determinar la gravedad del 
incumplimiento, previo 
requerimiento a la condenada, 
dentro del marco del debido 
proceso. 
La entidad en donde se 
ejecute la prestación del 
servicio, hechas las 
verificaciones necesarias, 
comunicará al Juez de 
Ejecución de Penas y Medidas 

Se acoge texto de la Cámara de 
Representantes. 

comunicará al Juez de 
Ejecución de Penas y Medidas 
de Seguridad: 
 
1. Si la persona se 
ausenta del servicio durante 
una jornada, sin justificación 
alguna. 
 
2. Si la persona abandona 
el servicio durante al menos 
tres jornadas, pese a que 
medie justificación. 
 
3. Si a pesar de los 
requerimientos del 
responsable del centro de 
servicio, su rendimiento fuera 
sensiblemente inferior al 
mínimo exigible. 
 
4. Si se opusiera o 
incumpliera de forma reiterada 
y manifiesta las instrucciones 
que le diere la entidad en 
donde se ejecuta la prestación 
del servicio con relación al 
plan aprobado. 
 
5. Si por cualquiera otra 
razón, su conducta fuere tal 
que el responsable del servicio 
se negase a seguir ejecutando 
el plan de servicios. 
 
Cuando se presente alguna de 
las situaciones enunciadas en 
los numerales anteriores, el 
juez requerirá al condenado 
para que explique los motivos 
de su comportamiento, y de 
considerarlo necesario 
modificará el plan de 
prestación de servicios. En 
caso de renuencia o de que 
alguna de estas situaciones se 
presente en más de tres 
oportunidades, la medida 
sustitutiva se revocará y el 
tiempo restante de la pena se 

de Seguridad: 
1. Si la persona se ausenta del 
servicio durante una jornada, 
sin justificación alguna. 
2. Si a pesar de los 
requerimientos del 
responsable del centro de 
servicio, su rendimiento fuera 
sensiblemente inferior al 
mínimo exigible. 
3. Si se opusiera o incumpliera 
de forma reiterada y 
manifiesta las instrucciones 
que le diere la entidad en 
donde se ejecuta la prestación 
del servicio con relación al 
plan aprobado. 
4. Si por cualquiera otra razón, 
su conducta fuere tal que el 
responsable del servicio se 
negase a seguir ejecutando el 
plan de servicios. 
Cuando se presente alguna de 
las situaciones enunciadas en 
los numerales anteriores, el 
juez requerirá a la condenada 
para que explique los motivos 
de su comportamiento, y de 
considerarlo necesario 
modificará el plan de 
prestación de servicios. En 
caso de renuencia o de que 
alguna de estas situaciones se 
presente en más de tres 
oportunidades, la medida 
sustitutiva se revocará y el 
tiempo restante de la pena se 
cumplirá en prisión. 
Si la condenada faltare al 
servicio por causa justificada 
no se entenderá como 
abandono de la actividad. El 
servicio no prestado no se 
computará como cumplimiento 
de la pena.” 
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cumplirá en prisión. 
 
Si el penado faltare al servicio 
por causa justificada no se 
entenderá como abandono de 
la actividad. El servicio no 
prestado no se computará 
como cumplimiento de la 
pena.” 
 

CAPÍTULO II 
 

RÉGIMEN DE EXCLUSIÓN 
DE SUBROGADOS 

 
Artículo 13º. ADICIÓNESE el 
artículo 38-Ñ a la Ley 599 de 
2000, el cual quedará así:  
 
“Artículo 38-Ñ. Extinción de 
la pena de prestación de 
servicios de utilidad pública. 
Cumplida la totalidad de la 
ejecución del plan de servicios 
fijado por el juez, la condena 
queda extinguida, previa 
resolución judicial que así lo 
determine.” 
 

Artículo 13. ADICIÓNESE el 
artículo 38-Ñ a la Ley 599 de 
2000, el cual quedará así: 
 
“Artículo 38-Ñ. Extinción de 
la pena de prestación de 
servicios de utilidad pública. 
Cumplida la totalidad de la 
ejecución del plan de servicios 
fijado por el juez, la condena 
queda extinguida, previa 
resolución judicial que así lo 
determine.” 

Se acoge texto de la Cámara de 
Representantes. 

Artículo nuevo: Las mujeres 
que se encuentren recluidas 
en establecimientos 
carcelarios podrán participar 
en los planes, programas y 
proyectos de voluntariado que 
adelanten entidades sin ánimo 
de lucro en estos, y que 
desarrollen actividades de 
interés general, de acuerdo 
con el artículo 4 de la Ley 720 
de 2001 o la norma que la 
modifique o adicione. Quienes 
hagan parte del voluntariado 
podrán redimir la pena de 
conformidad con la 
reglamentación que para el 
efecto expida el Ministerio de 
Justicia y del Derecho, sin 
perjuicio de las demás 
posibilidades de redención de 

Artículo 14. Las mujeres que 
se encuentren recluidas en 
establecimientos carcelarios 
podrán participar en los 
planes, programas y proyectos 
de voluntariado que adelanten 
entidades sin ánimo de lucro 
en estos, y que desarrollen 
actividades de interés general, 
de acuerdo con el artículo 4 de 
la Ley 720 de 2001 o la norma 
que la modifique o adicione.  
Quienes hagan parte del 
voluntariado podrán redimir la 
pena de conformidad con la 
reglamentación que para el 
efecto expida el Ministerio de 
Justicia y del Derecho, sin 
perjuicio de las demás 
posibilidades de redención de 
pena que establezca la ley. 

Sin discrepancias. 

pena que establezca la ley. 
 

 

Artículo nuevo: POLÍTICA 
DE SALUD MENTAL Y 
ACOMPAÑAMIENTO 
PSICOSOCIAL. El Ministerio 
de Salud y Protección Social 
diseñará e implementará en el 
término de un (1) año una 
política de atención integral 
para la promoción, prevención 
y seguimiento en materia de 
salud mental, cuidado 
psicológico y 
acompañamiento psicosocial 
al interior de los 
establecimientos carcelarios 
del país. 
 

Artículo 15. Política de Salud 
Mental y Acompañamiento 
Psicosocial. El Ministerio de 
Salud y Protección Social 
diseñará e implementará en el 
término de un (1) año una 
política de atención integral 
para la promoción, prevención 
y seguimiento en materia de 
salud mental, cuidado 
psicológico y 
acompañamiento psicosocial 
al interior de los 
establecimientos carcelarios 
del país. 
 

Sin discrepancias. 

Artículo nuevo: Prevención. 
El gobierno Nacional 
promoverá medidas de 
prevención de los delitos del 
tráfico de estupefacientes y 
otras infracciones que trata el 
Capítulo II del Título XIII del 
Código Penal, para las 
mujeres cabeza de familia al 
interior de los 
establecimientos educativos y 
lugares de trabajo. 
Igualmente gestionará la 
articulación con los diferentes 
programas de ayuda y 
protección a la mujer de las 
diferentes Entidades del 
Gobierno, para que las 
mujeres objeto del beneficio 
establecido en esta Ley 
puedan efectivamente ser 
resocializadas y encontrar 
alternativas diferentes al 
delito. 
 

Artículo 16. Prevención. El 
Gobierno Nacional promoverá 
medidas de prevención de los 
delitos del tráfico de 
estupefacientes y otras 
infracciones que trata el 
Capítulo II del Título XIII del 
Código Penal, para las 
mujeres cabeza de familia al 
interior de los 
establecimientos educativos y 
lugares de trabajo. 
Igualmente gestionará la 
articulación con los diferentes 
programas de ayuda y 
protección a la mujer de las 
diferentes Entidades del 
Gobierno, para que las 
mujeres objeto del beneficio 
establecido en esta Ley 
puedan efectivamente ser 
resocializadas y encontrar 
alternativas diferentes al 
delito. 

Sin discrepancias. 

Artículo 16º. 
MODIFÍQUENSE los 
numerales 3 y 5 ADICIÓNESE 
un parágrafo nuevo al artículo 
314 de la Ley 906 de 2004, 
modificado por el artículo 27 
de la Ley 1142 de 2007, los 
cuales quedarán así: 
 
“Artículo 314. Sustitución de 
la detención preventiva. La 
detención preventiva en 
establecimiento carcelario 
podrá sustituirse por la del 
lugar de la residencia en los 
siguientes eventos: 
 
(…) 
 
“3. Cuando a la procesada le 
falten tres (3) meses o menos 
para el parto, y hasta los seis 
(6) meses después del 
nacimiento.” 
 
“5. Cuando la procesada fuere 
mujer cabeza de familia de hijo 
menor de edad o que sufriere 
incapacidad permanente; o 
tenga a un adulto mayor o una 
persona que no puede valerse 
por sí misma bajo su cuidado. 
El hombre que haga sus veces 
podrá acceder a la misma 
medida. En estos eventos, el 
juez atenderá especialmente a 
las necesidades de protección 
de la unidad familiar y a la 
garantía de los derechos de 
las personas que se 
encuentran bajo su 
dependencia.” 
 

Artículo 17. MODIFÍQUENSE 
los numerales 3 y 5 del artículo 
314 de la Ley 906 de 2004, 
modificado por el artículo 27 
de la Ley 1142 de 2007, los 
cuales quedarán así: 
 
“Artículo 314. Sustitución de 
la detención preventiva. La 
detención preventiva en 
establecimiento carcelario 
podrá sustituirse por la del 
lugar de la residencia en los 
siguientes eventos: 
(...) 
 
“3. Cuando a la procesada le 
falten tres (3) meses o menos 
para el parto, y hasta los seis 
(6) meses después del 
nacimiento.” 
 
“5. Cuando la procesada fuere 
mujer cabeza de familia de hijo 
menor de edad o que sufriere 
incapacidad permanente; o 
tenga a un adulto mayor o una 
persona que no puede valerse 
por sí misma bajo su cuidado. 
La persona que haga sus 
veces podrá acceder a la 
misma medida. En estos 
eventos, el juez atenderá 
especialmente a las 
necesidades de protección de 
la unidad familiar y a la 
garantía de los derechos de 
las personas que se 
encuentran bajo su 
dependencia.” 

Se acoge texto de la Cámara de 
Representantes. 

Artículo 17º. 
Reglamentación de la 
prestación de servicios de 
utilidad pública. El Gobierno 
Nacional reglamentará el 
funcionamiento de la 
prestación de los servicios de 

Artículo 18. Reglamentación 
de la prestación de servicios 
de utilidad pública. El 
Gobierno Nacional 
reglamentará el 
funcionamiento de la 
prestación de los servicios de 

Se acoge texto de la Cámara de 
Representantes. 

utilidad pública prevista en el 
artículo 38-H de la Ley 599 de 
2000, dentro de un plazo no 
mayor a los seis (6) meses 
siguientes contados a partir de 
la entrada en vigencia de la 
presente ley. 
 

utilidad pública prevista en el 
artículo 38-H de la Ley 599 de 
2000, dentro de un plazo no 
mayor a los seis (6) meses 
siguientes contados a partir de 
la entrada en vigencia de la 
presente ley. Así mismo, 
deberá diseñar mecanismos 
para dar a conocer la presente 
ley a sus potenciales 
beneficiarias. 
 

Artículo 14º. MODIFÍQUESE 
el artículo 68-A de la Ley 599 
de 2000, modificado por el 
artículo 32 de la Ley 1709 de 
2014, el cual quedará así: 
 
“Artículo 68-A. Régimen 
especial para subrogados y 
permisos penitenciarios. No 
se concederán la prisión 
domiciliaria como sustitutiva 
de la prisión ni la pena 
sustitutiva de prestación de 
servicios de utilidad pública, 
cuando la persona haya sido 
condenada por delito doloso 
dentro de los cinco (5) años 
anteriores a la comisión de la 
conducta punible por la cual se 
sanciona. 
 
Tampoco se concederán estas 
medidas sustitutivas a quienes 
sean condenados por los 
delitos de homicidio agravado 
con sevicia (C.P. 104, numeral 
6); Feminicidio (C.P. 104A), 
lesiones personales dolosas 
por pérdida anatómica o 
funcional de un órgano o 
miembro (C.P. 116); despojo 
en el campo de batalla (C.P. 
151); represalias (C.P. 158); 
secuestro simple (C.P. 168); 
violación ilícita de 
comunicaciones o 
correspondencia de carácter 
oficial (C.P. 196); acoso 

Artículo 19. ADICIÓNESE un 
parágrafo al artículo 68-A de la 
Ley 599 de 2000, modificado 
por el artículo 32 de la Ley 
1709 de 2014, el cual quedará 
así: 
 
“ARTÍCULO 68A. 
EXCLUSIÓN DE LOS 
BENEFICIOS Y 
SUBROGADOS PENALES.  
[…] 
PARÁGRAFO 3o. Lo 
dispuesto en este artículo no 
se aplicará para las mujeres 
cabeza de familia que 
cumplan los requisitos 
establecidos en la presente 
ley.” 
 

Se acoge texto de la Cámara de 
Representantes. 
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sexual (C.P. 210A); violencia 
intrafamiliar (C.P. 229, inciso 
2); hurto calificado (C.P. 240); 
extorsión (C.P. 244); estafa 
cuando recaiga sobre bienes 
pertenecientes a empresas o 
instituciones en que el Estado 
tenga la totalidad o la mayor 
parte, o recibidos a cualquier 
título de éste que recaigan 
sobre los bienes del Estado, y 
su cuantía se encuentre entre 
10 y 50 salarios mínimos 
legales mensuales vigentes 
(C.P. 246); abuso de 
confianza calificado cuando 
recaiga sobre bienes 
pertenecientes a empresas o 
instituciones en que el Estado 
tenga la totalidad o la mayor 
parte, o recibidos a cualquier 
título de éste que recaigan 
sobre los bienes del Estado, y 
su cuantía se encuentre entre 
10 y 50 salarios mínimos 
legales mensuales vigentes 
(C.P. 246; C.P. 250 numeral 
3); usurpación de inmuebles 
agravada, cuando se 
desarrollan acciones jurídicas 
induciendo a error o con la 
complicidad, favorecimiento o 
coautoría de la autoridad 
notarial o de registro de 
instrumentos públicos (C.P. 
261, inciso 2); falsificación de 
moneda nacional o extranjera 
(C.P. 273); exportación o 
importación ficticia (C.P. 310); 
evasión fiscal (C.P. 313); 
contrabando agravado (C.P. 
319, inciso tercero); 
contrabando de hidrocarburos 
y sus derivados (C.P. 319-1); 
apoderamiento de 
hidrocarburos, sus derivados, 
biocombustibles o mezclas 
que los contengan (C.P. 
327A); empleo o lanzamiento 
de sustancias u objetos 

peligrosos con fines terroristas 
(C.P. 359, inciso segundo); 
conservación o financiación de 
plantaciones contemplado en 
el inciso 1 del artículo 375 
(C.P. 375, inciso 1); suministro 
a menor (C.P. 381); porte de 
sustancias (C.P. 383); delitos 
dolosos contra la 
administración pública que no 
estén señalados en el artículo 
68-B de este Código; peculado 
entre 10 y 50 salarios mínimos 
legales mensuales vigentes 
(C.P. 397 a 399A), 
exceptuando las modalidades 
culposas; omisión de agente 
retenedor o recaudador en 
igual cuantía (C.P. 402), 
violación del régimen legal o 
constitucional de inhabilidades 
e incompatibilidades (C.P. 
408), tráfico de influencias de 
particular (C.P. 411A), 
revelación de secreto (C.P. 
418); perturbación de actos 
oficiales (C.P. 430); espionaje 
(C.P. 463). 
 
Parágrafo. Lo dispuesto en 
este artículo no se aplicará 
para las mujeres cabeza de 
familia condenadas por los 
delitos establecidos en el 
artículo 375 de este Código 
cuando se cumplan los 
requisitos establecidos en la 
presente ley y se demuestre 
que la comisión del delito está 
asociada a condiciones de 
marginalidad y necesidades 
de manutención del hogar.” 
 
 
Artículo 15º. ADICIÓNESE el 
artículo 68-B de la Ley 599 de 
2000, el cual quedará así: 
 
“Artículo 68-B. Régimen de 
exclusión para subrogados 

 Se acoge la eliminación de la 
Cámara de Representantes. 

y permisos penitenciarios. 
No habrá lugar a la prisión 
domiciliaria como sustitutiva 
de la prisión, la pena 
sustitutiva de prestación de 
servicios de utilidad pública, ni 
la suspensión de la ejecución 
de la pena, consagradas en 
los artículos 38B, 38H y 63 del 
Código Penal, ni tampoco a la 
prisión domiciliaria por 
cumplimiento parcial de la 
pena contemplada en el 
artículo 38G de este Código, ni 
a los permisos penitenciarios 
contenidos en los artículos 
146-A y siguientes del Código 
Penitenciario y Carcelario, 
cuando la persona sea 
condenada por los delitos de 
genocidio (C.P. 101); lesiones 
causadas con agentes 
químicos, ácido y/o sustancias 
similares (C.P. 116A); delitos 
contra las personas y bienes 
protegidos por el Derecho 
Internacional Humanitario 
(C.P. Título II), salvo despojo 
en el campo de batalla (C.P. 
151) y represalias (C.P. 158); 
desaparición forzada (C.P. 
165); secuestro extorsivo 
(C.P. 169); tortura (C.P. 178); 
desplazamiento forzado (C.P. 
180); tráfico de migrantes 
(C.P. 188); uso de menores de 
edad para la comisión de 
delitos (C.P. 188D); trata de 
personas (C.P. 215); tráfico de 
menores (C.P. 231); delitos 
contra la libertad, integridad y 
formación sexual (C.P. Título 
IV), excepto acoso sexual 
(C.P. 210A) y acto sexual no 
violento (C.P. 206A); extorsión 
agravada (C.P. 245); estafa, 
cuando recaiga sobre bienes 
pertenecientes a empresas o 
instituciones en que el Estado 
tenga la totalidad o la mayor 

parte, o recibidos a cualquier 
título de éste que recaigan 
sobre los bienes del Estado, y 
su cuantía sobrepase los 50 
salarios mínimos legales 
mensuales vigentes (C.P. 
246); lavado de activos (C.P. 
323); abuso de confianza 
calificado, cuando recaiga 
sobre bienes pertenecientes a 
empresas o instituciones en 
que el Estado tenga la 
totalidad o la mayor parte, o 
recibidos a cualquier título de 
éste que recaigan sobre los 
bienes del Estado, y su 
cuantía sobrepase los 50 
salarios mínimos legales 
mensuales vigentes (C.P. 250 
numeral 3); fraude aduanero 
(C.P. 321); favorecimiento por 
servidor público contenido en 
los incisos 2 y 3 (C.P. 322, 
incisos 2 y 3); favorecimiento 
por servidor público de 
contrabando de hidrocarburos 
o sus derivados contenido en 
el inciso 3 del artículo 322-1 
(inciso 3, artículo 322-1 C.P); 
testaferrato (C.P. 326); 
enriquecimiento ilícito de 
particulares (C.P. 327); 
concierto para delinquir, 
cuando el concierto sea para 
cometer delitos de genocidio, 
desaparición forzada de 
personas, tortura, 
desplazamiento forzado, 
homicidio, terrorismo, 
narcotráfico, secuestro 
extorsivo, extorsión o para 
organizar, promover, armar o 
financiar grupos armados al 
margen de la ley, y para 
quienes organicen, fomenten, 
promuevan, dirijan, 
encabecen, constituyan o 
financien el concierto o la 
asociación para delinquir (C.P. 
340, incisos 2 y 3; C.P. 342); 
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entrenamiento para 
actividades ilícitas (C.P. 341); 
terrorismo (C.P. 343); 
financiación del terrorismo y 
de grupos de delincuencia 
organizada y administración 
de recursos relacionados con 
actividades terroristas y de la 
delincuencia organizada (C.P. 
345); usurpación de inmuebles 
agravada, cuando se 
desarrolla mediante el uso de 
la violencia o valiéndose de 
cualquiera de las conductas 
establecidas en el Título XII 
(C.P. 261, inciso 3); 
fabricación, tráfico y porte de 
armas, municiones de uso 
restringido, de uso privativo de 
las fuerzas armadas o 
explosivos (C.P. 366); 
fabricación, importación, 
tráfico, posesión o uso de 
armas químicas, biológicas y 
nucleares (C.P. 367); empleo, 
producción, comercialización y 
almacenamiento de minas 
antipersonal (C.P. 367A); 
ayuda e inducción al empleo, 
producción y transferencia de 
minas antipersonal (C.P. 
367B); tráfico, fabricación o 
porte de estupefacientes 
contemplado en el inciso 1 del 
artículo 376 (C.P. 376, inciso 
1); uso, construcción, 
comercialización o tenencia de 
sumergibles y 
semisumergibles en cualquier 
modalidad (C.P. 377A y 
377B); tráfico de sustancias 
para el procesamiento de 
narcóticos (C.P. 382); las 
modalidades agravadas de los 
delitos descritos. 
en el capítulo II del título XIII; 
existencia, construcción y 
utilización ilegal de pistas de 
aterrizaje (C.P. 385); fraude en 
inscripción de cédulas (C.P. 

389); corrupción del 
sufragante (C.P. 390); 
alteración de resultados 
electorales (C.P. 394); delitos 
dolosos contra la 
Administración Pública de los 
que tratan los Capítulos II –
Concusión (art. 404); cohecho 
propio (art. 405); cohecho 
impropio (Art. 406); cohecho 
por dar u ofrecer (Art. 407) y 
Capítulo VI – enriquecimiento 
ilícito (Art. 412); del Título XV 
del Libro Segundo del Código 
Penal; peculado por 
apropiación cuando la cuantía 
exceda de 50 salarios 
mínimos mensuales vigentes 
(Art. 397), omisión de agente 
retenedor o recaudador en 
igual cuantía (art. 402), 
violación del régimen legal o 
constitucional de inhabilidades 
e incompatibilidades (C.P. 
408), tráfico de influencias de 
particular (C.P. 411A). 
 
Parágrafo. Lo dispuesto en 
este artículo no se aplicará 
para las mujeres cabeza de 
familia condenadas por los 
delitos establecidos en los 
artículos 377 e incisos 1° y 2° 
del artículo 376 de este 
Código cuando se cumplan los 
requisitos establecidos en la 
presente ley y se demuestre 
que la comisión del delito está 
asociada a condiciones de 
marginalidad y necesidades 
de manutención del hogar.” 
Artículo 18º. Recurrencia. Se 
considerará recurrente todo 
aquel que incurra en 
reiteración de 
comportamientos contrarios a 
la convivencia por cuales haya 
sido sancionado conforme a la 
Ley 1801 de 2016, en los dos 
años anteriores a la comisión 

 Se acoge la eliminación de la 
Cámara de Representantes. 

de la infracción. 
 

Artículo 19º. Registro 
Nacional de Recurrentes. La 
Policía Nacional llevará un 
Registro Nacional de 
Recurrentes que incluirá la 
identificación de la persona 
recurrente, el tipo de 
comportamiento reiterado y 
contrario a la convivencia, el 
número de veces que haya 
recurrido en dicho 
comportamiento, las medidas 
correctivas impuestas y el 
estado de pago  de la multa o 
cumplimiento de la medida 
correctiva. 
 

 Se acoge la eliminación de la 
Cámara de Representantes. 

Artículo 20º. Recurrencia en 
los comportamientos 
contrarios a la convivencia 
establecidos en los 
numerales 1º, 6º y 7º del 
artículo 27 del Código 
Nacional de Policía y 
Convivencia. Sin perjuicio de 
lo dispuesto en los artículos 
180 y 212 del Código Nacional 
de Policía y Convivencia, 
cuando la Policía Nacional 
verifique que hay recurrencia 
en los comportamientos 
contrarios a la convivencia 
establecidos en los numerales 
1º, 6º y 7º del Artículo 27 de la 
Ley 1801 de 2016 y por los 
cuales ya se había impuesto 
una sanción con anterioridad, 
reseñará biométricamente al 
infractor y sus datos serán 
depositados en el Registro 
Nacional de Recurrentes. 
 

 Se acoge la eliminación de la 
Cámara de Representantes. 

Artículo 21º. Deber de 
consulta de los Registros. 
Antes de adoptar sus 
decisiones, los fiscales de 
conocimiento, los jueces de 
control de garantías y los 
jueces de conocimiento 
deberán consultar el Registro 
Nacional de Medidas 
Correctivas y el Registro 
Nacional de Recurrentes.  

 Se acoge la eliminación de la 
Cámara de Representantes. 

Artículo 22º. Adiciónese un 
numeral al artículo 310 de la 
Ley 904 de 2004, el cual 
quedará así: 
 
“Artículo 310. Peligro para la 
comunidad. Para estimar si la 
libertad del imputado resulta 
peligrosa para la seguridad de 
la comunidad, además de la 
gravedad del hecho y la pena 
imponible, deberán tenerse en 
cuenta las siguientes 
circunstancias: 
 
1. La continuación de la 
actividad delictiva o su 
probable vinculación con 
organizaciones criminales. 
 
2. El número de delitos 
que se le imputan y la 
naturaleza de los mismos. 
 
3. El hecho de estar 
acusado, o de encontrarse 
sujeto a alguna medida de 
aseguramiento, o  de estar 
disfrutando un mecanismo 
sustitutivo de la pena privativa 
de la libertad, por delito doloso 
o preterintencional. 
 
4. La existencia de 
sentencias condenatorias 
vigentes por delito doloso o 
preterintencional. 
 

 Se acoge la eliminación de la 
Cámara de Representantes. 
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5. Cuando el imputado 
haya sido capturado en 
flagrancia en más de dos 
ocasiones por la comisión de 
la misma conducta que se le 
imputa.” 
Artículo 23º. Vigencia y 
derogatorias. La presente ley 
entra a regir a partir del día 
siguiente de su promulgación 
y deroga todas las 
disposiciones que le sean 
contrarias. 
 

Artículo 20. Vigencia y 
derogatorias. La presente ley 
entra a regir a partir del día 
siguiente de su promulgación 
y deroga todas las 
disposiciones que le sean 
contrarias. 

Sin discrepancias. 

En consecuencia, los suscritos conciliadores solicitamos a las Honorables Plenarias del Senado de la 
República y de Cámara de Representantes aprobar el texto conciliado del Proyecto de Ley número 093 
de 2019 Senado / 498 de 2020 Cámara “Por medio de la cual se adoptan acciones afirmativas para mujeres 
cabeza de familia en materias de política criminal y penitenciaria, se modifica y adiciona el Código Penal, la Ley 750 
de 2002 y el Código de Procedimiento Penal y se dictan otras disposiciones” 
 
Cordialmente, 
 

 
 
 
 
 
 

Juanita María Gobebertus Estrada   Rodrigo Lara Restrepo 
Representante a la Cámara    Senador 
 

  

TEXTO CONCILIADO DEL PROYECTO DE LEY NÚMERO 093 DE 2019 SENADO / 498 DE 2020 
CÁMARA “POR MEDIO DE LA CUAL SE ADOPTAN ACCIONES AFIRMATIVAS PARA MUJERES 

CABEZA DE FAMILIA EN MATERIAS DE POLÍTICA CRIMINAL Y PENITENCIARIA, SE 
MODIFICA Y ADICIONA EL CÓDIGO PENAL, LA LEY 750 DE 2002 Y EL CÓDIGO DE 

PROCEDIMIENTO PENAL Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES” 

 
 

EL CONGRESO DE COLOMBIA 
 

DECRETA 
 

Artículo 1. Objeto. La presente ley tiene como objeto adoptar acciones afirmativas para las mujeres 
cabeza de familia en materia de política criminal y penitenciaria, sin perjuicio de lo establecido en la 
Ley 750 de 2002, en el numeral 5 del Artículo 314 de la Ley 906 de 2004 y demás normas concordantes 
que le sean aplicables. 
 
Artículo 2. Alcance. Las mujeres cabeza de familia condenadas por los delitos establecidos en los 
artículos 239, 240, 241, 375, 376 y 377 del Código Penal, o condenadas a otros delitos cuya pena 
impuesta sea igual o inferior a ocho (8) años de prisión, en los cuales se demuestre por cualquier 
medio de prueba que la comisión del delito está asociada a condiciones de marginalidad que afecten 
la manutención del hogar y cumplan con los requisitos establecidos en la presente ley, podrán obtener 
como medida sustitutiva de la pena de prisión, de oficio o a petición de parte, el servicio de utilidad 
pública. 
 
La medida sustitutiva podrá aplicarse en los casos en los que exista concurso de conductas punibles 
respecto de las cuales proceda la prisión domiciliaria.  
 
La medida sustitutiva de la pena de prisión prevista en la presente ley no se aplicará cuando haya 
condena en firme por otro delito doloso dentro de los cinco (5) años anteriores a la comisión del nuevo 
acto punible o exista concurso con conductas punibles distintas a las aquí señaladas. 
 
El servicio de utilidad pública como medida sustitutiva de la pena de prisión se podrá otorgar a las 
mujeres cabeza de familia de acuerdo a los requisitos de la presente ley, en los casos de condenas 
por el delito de concierto para delinquir (artículo 340 del C.P.), cuando el concierto esté relacionado 
con los delitos de los artículos 239, 240, 241, 375, 376 y 377 del Código Penal. 
 
Las condiciones de marginalidad que deben probarse para otorgar el servicio de utilidad pública como 
medida sustitutiva de la pena de prisión no dependen de la acreditación de la causal de atenuación 
punitiva consagrada en el artículo 56 de la Ley 599 de 2000 y el beneficio otorgado en virtud de esta 
última, no afectará la obtención de la medida sustitutiva consagrada en la presente ley. 
 
Artículo 3. MODIFIQUESE el artículo 36 de la Ley 599 de 2000, el cual quedará así:́  
 
“Artículo 36. Penas sustitutivas. La prisión domiciliaria es sustitutiva de la pena de prisión y el 
arresto de fin de semana convertible en arresto ininterrumpido es sustitutivo de la multa. 
 
La prestación de servicios de utilidad pública para mujeres cabeza de familia será́ sustitutiva de la 
pena de prisión, de conformidad con los parámetros previstos en la presente ley”. 
 

Artículo 4. ADICIONESE un parágrafo nuevo al artículo 1° de la Ley 750 de 2002, en los siguientes 
términos: 
[…] 
 
Parágrafo. Las mujeres cabeza de familia condenadas por los delitos establecidos en los artículos 
239, 240, 241, 375, 376 y 377 Código Penal o condenadas por otros delitos cuya pena impuesta sea 
igual o inferior a ocho (8) años de prisión,  en los cuales se demuestre que la comisión del delito está 
asociada a condiciones de marginalidad que afecten la manutención del hogar y cumplan con los 
requisitos establecidos en la presente ley, podrán obtener el servicio de utilidad pública como medida 
sustitutiva de la pena de prisión. 
 
Artículo 5. ADICIÓNESE el artículo 38-H a la Ley 599 de 2000, el cual quedará así:́ 
 
“Artículo 38-H. Prestación de servicios de utilidad pública como sustitutiva de la prisión. La 
prestación de servicios de utilidad pública como sustitutiva de la prisión para mujeres cabeza de 
familia consistirá en el servicio no remunerado que, en libertad, ha de prestar las mujeres 
condenadas, a favor de instituciones públicas, organizaciones sin ánimo de lucro y no 
gubernamentales, mediante trabajos de utilidad pública en el lugar de su domicilio. 
 
El juez de conocimiento o el juez de ejecución de penas y medidas de seguridad, según el caso, 
previo consentimiento de la condenada, podrá́ sustituir la pena de prisión por la de prestación de 
servicios de utilidad pública durante la cantidad de horas que determine al momento de dictar la 
sentencia, o en cualquier momento dentro de la ejecución de la misma.  
 
Para la dosificación del número de horas que deberá prestar la condenada, el juez deberá atender a 
los siguientes criterios: 
 
1. La condenada deberá trabajar un total de cinco (5) horas de prestación de servicios de utilidad 

pública por cada semana de privación de la libertad que se le imponga o que tenga pendiente de 
cumplir. 

 
2. La jornada de prestación de servicios de utilidad pública no podrá́ ser superior a ocho (8) horas 

diarias. 
 
3. La prestación del servicio de utilidad pública se deberá cumplir con un mínimo de cinco (5) horas 

y un máximo de veinte (20) horas semanales. 
 
4. La prestación del servicio de utilidad pública no podrá́ interferir con la jornada laboral o educativa 

de la condenada. 
 
5. La prestación del servicio de utilidad pública deberá realizarse en el lugar de domicilio del núcleo 

familiar de las personas que están a cargo de la mujer cabeza de hogar. 
 
En la dosificación de las horas de servicio, el juez deberá tener en cuenta las responsabilidades de 
cuidado de la condenada. 
 
El Ministerio de Justicia realizará convenios con las entidades públicas, organizaciones sin ánimo de 
lucro y no gubernamentales, y elaborará un listado de entidades y oportunidades de servicios de 
utilidad pública habilitados para la ejecución de esta pena sustitutiva. Este listado lo remitirá 
trimestralmente al INPEC y al Consejo Superior de la Judicatura, o a quien haga sus veces, y por 

intermedio de los Consejos Seccionales de la Judicatura, a los juzgados de conocimiento y de 
ejecución de penas y de medidas de seguridad. 
 
Las entidades públicas, organizaciones sin ánimo de lucro y no gubernamentales que se encuentren 
en capacidad de recibir a las personas condenadas para el cumplimiento de la prestación de servicios 
de utilidad pública, solicitarán al Ministerio de Justicia su inclusión en el listado.  
 
El Ministerio de Justicia y del Derecho podrá delegar a gobernadores y alcaldes la realización del 
listado de organizaciones y entidades.  
 
Para todos los efectos, en el diseño del plan de servicios junto con la condenada, el juez podrá evaluar 
una opción distinta a las organizaciones incluidas en los listados, de acuerdo a los criterios que 
establezca el Ministerio de Justicia y del Derecho. En caso de que en el domicilio de la condenada 
no existan organizaciones que estén en capacidad de recibir a la persona condenada, será́ 
responsabilidad de la máxima autoridad administrativa del ente territorial de la zona en que se 
encuentre suministrar un servicio de utilidad pública para el cumplimiento del sustituto. 
 
El juez de conocimiento o el juez de ejecución de penas y medidas de seguridad podrá́ complementar 
la imposición de prestación de servicios de utilidad pública con el cumplimiento de otros requisitos 
adicionales, de conformidad con el artículo 38-M del presente Código. 
 
Parágrafo. Para los efectos de este artículo, se entenderán como servicios de utilidad pública los 
que la condenada realice en beneficio de la sociedad, las cuales podrán consistir en labores de 
recuperación o mejoramiento del espacio público; apoyo o asistencia a las víctimas siempre que éstas 
lo acepten; asistencia a comunidades vulnerables; realización de actividades de carácter educativo 
en materia cultural, vial, ambiental, y otras similares que permitan el restablecimiento del tejido social 
afectado por el delito. 
 
El juez deberá asegurarse de que el plan de servicios que se pacte con la condenada para la prestación 
del servicio de utilidad pública incluya labores que contribuyan a su formación educativa y/o 
profesional, procurando no asignar únicamente labores tradicionalmente asignadas a las mujeres”. 
 
Artículo 6. Política pública de Empleabilidad, Formación y Capacitación. El Ministerio del 
Trabajo en coordinación con el Ministerio de Educación y el Ministerio de Comercio, Industria y 
Turismo diseñarán en el término de dos (2) años una Política Pública de empleabilidad, formación y 
capacitación para el emprendimiento, conducente a garantizar una ruta de empleo, emprendimiento 
y de educación al interior de los establecimientos carcelarios para las mujeres cabeza de familia. Esta 
política deberá servir para mejorar la formación y capacitación laboral al interior de los 
establecimientos de reclusión de forma al que se ajuste con las necesidades actuales en el mercado 
laboral. 
 
Artículo 7. ADICIÓNESE el artículo 38-I a la Ley 599 de 2000, el cual quedará así: 
 
“Artículo 38-I. Requisitos para conceder la prestación de servicios de utilidad pública como 
sustitutiva de la prisión. Son requisitos para conceder la prestación de servicios de utilidad pública: 
 
1. Que la pena impuesta sea igual o inferior a ocho (8) años o se trate de condenas impuestas por 

la comisión de los delitos establecidos en los artículos 239, 240, 241, 375, 376 y 377 del Código 
Penal. 

2. Que la condenada no tenga antecedentes judiciales, esto es, una condena en firme dentro de los 
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cinco (5) años anteriores a la comisión del delito, salvo que se trate de delitos culposos, que 
tengan como pena principal la multa o que sea por los mismos delitos del numeral anterior.  

3. Que la condenada manifieste su voluntad de vincularse libremente a la pena sustitutiva de 
prestación de servicios de utilidad pública. 

4. Que se demuestre que es madre cabeza de familia, que para los efectos de esta ley será entendido 
como tener vínculos familiares, demostrando que la condenada ejerce la jefatura del hogar y tiene 
bajo su cargo afectiva, económica y socialmente de manera permanente hijos menores o personas 
en condición de discapacidad permanente. 

5. Que la conducta atribuida a la condenada no tipifique el delito establecido en el artículo 188-D 
del Código Penal. 

6. Que se demuestre que la comisión del delito está asociada a condiciones de marginalidad que 
afectan la manutención del hogar. 

7. Que la condenada comparezca personalmente ante la autoridad judicial que vigile el 
cumplimiento de la pena cuando fuere requerida para ello o en los términos acordados en el plan 
de servicios. 

 
El servicio de utilidad pública en los términos descritos podrá aplicarse en los casos de concurso de 
conductas punibles y de concierto para delinquir, de conformidad con lo establecido en el artículo 2 
de la presente ley. 
La medida consagrada en la presente ley no será aplicable cuando la pena menor a ocho (8) años 
de prisión se refiera al tipo penal de violencia intrafamiliar consagrado en el artículo 229 del Código 
Penal. 
 
Parágrafo. Sin perjuicio de lo anterior, dentro de los seis (6) meses siguientes a la promulgación de 
la presente ley, le corresponderá al Gobierno Nacional reglamentar la materia con el fin de que se 
suscriban convenios entre la Nación y el Distrito o los municipios para el cumplimiento de los servicios 
de utilidad pública en entidades del Estado”. 
 
Artículo 8. ADICIONESE el artículo 38-J a la Ley 599 de 2000, el cual quedará así: 
 
“Artículo 38-J. Ejecución de la medida de prestación de servicios de utilidad pública como 
sustitutiva de la prisión. En el momento de la individualización de la pena, la condenada o su 
defensor presentará ante el juez de conocimiento un plan de ejecución del servicio de utilidad pública, 
o cuando ella haya sido aceptada por alguna de las entidades que para tal efecto tengan convenios 
con el Ministerio de Justicia y del Derecho, descritas en el artículo 38H de la presente ley. Se 
determinará el lugar, horario y plan de cumplimiento del servicio de utilidad pública. Lo anterior, será 
aprobado por el juez de conocimiento en la sentencia y ordenará a la condenada iniciar su ejecución. 
 
Cuando la condenada voluntariamente solicita la sustitución de la pena de prisión por la de prestación 
de servicios de utilidad pública, sin presentar un plan de servicios, el juez de conocimiento al momento 
de dictar sentencia podrá concederla, imponiendo el número de horas que deberá cumplir, y le 
ordenará presentarse ante el Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad para que elabore 
el plan de servicios. 
 
Corresponderá al Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, con base en el listado de 
oportunidades de utilidad pública o de acuerdo a los criterios que establezca la reglamentación del 
Ministerio, definir conjuntamente con la condenada el lugar, horario y el plan de cumplimiento del 
servicio, de manera que no interfiera con su jornada laboral o educativa. La condenada contará con 
quince (15) días hábiles a partir de la ejecutoria de la sentencia, para presentarse ante el Juez de 
Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, y definir el plan de servicios, atendiendo al lugar más 

cercano a su domicilio o a sus vínculos sociales y familiares. 
 
Una vez determinado el plan de servicios por el Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, 
la condenada deberá iniciar el servicio de manera inmediata, sin que en ningún evento supere los 
cinco (5) días hábiles siguientes, a menos que se comprueben causas de fuerza mayor o caso fortuito, 
en cuyo caso no podrán superar los quince (15) días hábiles. 
 
Si la condenada no iniciare la prestación del servicio de utilidad pública en los términos antes 
señalados, se revocará la sustitución y deberá cumplir la pena de prisión impuesta, excepto en los 
casos en que no haya iniciado por situaciones ajenas a su voluntad.” 
 
Artículo 9. ADICIÓNESE el artículo 38-K a la Ley 599 de 2000, el cual quedará así: 
 
“Artículo 38-K. Sustitución de la ejecución de la pena de prisión por la prestación de servicio 
de utilidad pública. La condenada que se encuentre privada de la libertad al momento de la 
promulgación de la presente ley, podrá solicitar ante el Juez de Ejecución de Penas y Medidas de 
Seguridad la sustitución de la pena de prisión que tenga pendiente de cumplir por la de prestación de 
servicio de utilidad pública. 
 
El Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, cuando se cumplan los requisitos del artículo 
38-I, sustituirá la pena de prisión que reste por cumplir por la de la prestación de servicio de utilidad 
pública, descontando el tiempo que lleve de cumplimiento de la pena e imponiendo el número de 
horas correspondiente, atendiendo a los criterios contemplados en el artículo 38-H de este Código.” 
 
ARTÍCULO 10. ADICIONESE el artículo 38-L a la Ley 599 de 2000, el cual quedará así: 
 
“Artículo 38- L. Control de la medida de prestación de servicios de utilidad pública como 
sustitutiva de la prisión. Las entidades que hayan facilitado la prestación del servicio informarán 
mensualmente al Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, la actividad desarrollada por 
la condenada y las incidencias relevantes para juzgar el cumplimiento de la pena durante el desarrollo 
del plan de ejecución, así como de la finalización del mismo, conservando en sus archivos copia de 
este informe hasta por el término de seis (6) años, o uno fijado previamente por el juez. 
 
El informe deberá ser acompañado de los registros que acrediten el cumplimiento de la actividad del 
plan de servicio y con la indicación de fechas y horarios”. 
 
Artículo 11. ADICIÓNESE el artículo 38-M a la Ley 599 de 2000, el cual quedará así: 
 
“Artículo 38-M. Requisitos Adicionales A La Prestación De Servicio De Utilidad Pública. El juez 
de conocimiento o el de ejecución de penas y medidas de seguridad, podrá exigir a la condenada el 
cumplimiento de uno o varios de los requisitos adicionales siguientes: 
 
1. No residir o acudir a determinados lugares. 
2. No salir del país sin previa autorización del funcionario que vigile la ejecución de la pena. 
3. Participar en programas especiales de tratamiento con el fin de superar problemas de 

dependencia o consumo problemático de bebidas alcohólicas o sustancias psicoactivas, siempre 
y cuando dicha dependencia haya tenido relación con la conducta por la que fue condenada. 

4. Someterse voluntariamente a un tratamiento médico o psicológico, cuando se trate de eventos 
en que el estado de salud físico o mental, haya tenido relación con la comisión del delito por el 
cual fue condenada. 

5. Colaborar activa y efectivamente en el tratamiento para la recuperación de las víctimas, si éstas 
lo admitieren. 

6. Comprometerse a dejar definitivamente las armas y abstenerse de participar en actos 
delincuenciales. 

7. Observar buena conducta individual, familiar y social. 
 
Parágrafo. Lo dispuesto en el numeral 5 del presente artículo, podrá realizarse por medio de 
programas de justicia restaurativa previstas en el ordenamiento jurídico”. 
 
Artículo 12. ADICIÓNESE el artículo 38-N a la Ley 599 de 2000, el cual quedará así: 
“Artículo 38-N. Faltas en la prestación del servicio de utilidad pública. Si durante el periodo de 
prestación de servicio de utilidad pública, la condenada violare injustificadamente cualquiera de las 
obligaciones o requisitos adicionales impuestos, corresponderá al Juez de Ejecución de Penas y 
Medidas de Seguridad determinar la gravedad del incumplimiento, previo requerimiento a la 
condenada, dentro del marco del debido proceso. 
La entidad en donde se ejecute la prestación del servicio, hechas las verificaciones necesarias, 
comunicará al Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad: 

1. Si la persona se ausenta del servicio durante una jornada, sin justificación alguna. 
2. Si a pesar de los requerimientos del responsable del centro de servicio, su rendimiento fuera 

sensiblemente inferior al mínimo exigible. 
3. Si se opusiera o incumpliera de forma reiterada y manifiesta las instrucciones que le diere la 

entidad en donde se ejecuta la prestación del servicio con relación al plan aprobado. 
4. Si por cualquiera otra razón, su conducta fuere tal que el responsable del servicio se negase a 

seguir ejecutando el plan de servicios. 
Cuando se presente alguna de las situaciones enunciadas en los numerales anteriores, el juez 
requerirá a la condenada para que explique los motivos de su comportamiento, y de considerarlo 
necesario modificará el plan de prestación de servicios. En caso de renuencia o de que alguna de 
estas situaciones se presente en más de tres oportunidades, la medida sustitutiva se revocará y el 
tiempo restante de la pena se cumplirá en prisión. 
Si la condenada faltare al servicio por causa justificada no se entenderá como abandono de la 
actividad. El servicio no prestado no se computará como cumplimiento de la pena.” 
 
 
Artículo 13. ADICIÓNESE el artículo 38-Ñ a la Ley 599 de 2000, el cual quedará así: 
 
“Artículo 38-Ñ. Extinción de la pena de prestación de servicios de utilidad pública. Cumplida la 
totalidad de la ejecución del plan de servicios fijado por el juez, la condena queda extinguida, previa 
resolución judicial que así lo determine.” 
 
 
Artículo 14. Las mujeres que se encuentren recluidas en establecimientos carcelarios podrán 
participar en los planes, programas y proyectos de voluntariado que adelanten entidades sin ánimo 
de lucro en estos, y que desarrollen actividades de interés general, de acuerdo con el artículo 4 de la 
Ley 720 de 2001 o la norma que la modifique o adicione.  
 
Quienes hagan parte del voluntariado podrán redimir la pena de conformidad con la reglamentación 

que para el efecto expida el Ministerio de Justicia y del Derecho, sin perjuicio de las demás 
posibilidades de redención de pena que establezca la ley. 
 
 
Artículo 15. Política de Salud Mental y Acompañamiento Psicosocial. El Ministerio de Salud y 
Protección Social diseñará e implementará en el término de un (1) año una política de atención 
integral para la promoción, prevención y seguimiento en materia de salud mental, cuidado psicológico 
y acompañamiento psicosocial al interior de los establecimientos carcelarios del país. 
 
 
Artículo 16. Prevención. El Gobierno Nacional promoverá medidas de prevención de los delitos del 
tráfico de estupefacientes y otras infracciones que trata el Capítulo II del Título XIII del Código Penal, 
para las mujeres cabeza de familia al interior de los establecimientos educativos y lugares de trabajo. 
Igualmente gestionará la articulación con los diferentes programas de ayuda y protección a la mujer de 
las diferentes Entidades del Gobierno, para que las mujeres objeto del beneficio establecido en esta 
Ley puedan efectivamente ser resocializadas y encontrar alternativas diferentes al delito. 
 
Artículo 17. MODIFÍQUENSE los numerales 3 y 5 del artículo 314 de la Ley 906 de 2004, modificado 
por el artículo 27 de la Ley 1142 de 2007, los cuales quedarán así: 
 
“Artículo 314. Sustitución de la detención preventiva. La detención preventiva en establecimiento 
carcelario podrá sustituirse por la del lugar de la residencia en los siguientes eventos: 
(...) 
 
“3. Cuando a la procesada le falten tres (3) meses o menos para el parto, y hasta los seis (6) meses 
después del nacimiento.” 
 
“5. Cuando la procesada fuere mujer cabeza de familia de hijo menor de edad o que sufriere 
incapacidad permanente; o tenga a un adulto mayor o una persona que no puede valerse por sí misma 
bajo su cuidado. La persona que haga sus veces podrá acceder a la misma medida. En estos eventos, 
el juez atenderá especialmente a las necesidades de protección de la unidad familiar y a la garantía 
de los derechos de las personas que se encuentran bajo su dependencia.” 
 
Artículo 18. Reglamentación de la prestación de servicios de utilidad pública. El Gobierno 
Nacional reglamentará el funcionamiento de la prestación de los servicios de utilidad pública prevista 
en el artículo 38-H de la Ley 599 de 2000, dentro de un plazo no mayor a los seis (6) meses siguientes 
contados a partir de la entrada en vigencia de la presente ley. Así mismo, deberá diseñar mecanismos 
para dar a conocer la presente ley a sus potenciales beneficiarias. 
 
 
Artículo 19. ADICIÓNESE un parágrafo al artículo 68-A de la Ley 599 de 2000, modificado por el 
artículo 32 de la Ley 1709 de 2014, el cual quedará así: 
 
“ARTÍCULO 68A. EXCLUSIÓN DE LOS BENEFICIOS Y SUBROGADOS PENALES.  
[…] 
PARÁGRAFO 3o. Lo dispuesto en este artículo no se aplicará para las mujeres cabeza de familia 
que cumplan los requisitos establecidos en la presente ley.” 
 
 
Artículo 20. Vigencia y derogatorias. La presente ley entra a regir a partir del día siguiente de su 

promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias. 
 
 

Cordialmente, 
 
 
 

 
 
 
 
 

 
Juanita María Gobebertus Estrada   Rodrigo Lara Restrepo 
Representante a la Cámara    Senador 
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INFORME DE CONCILIACIÓN PROYECTO DE LEY No. 313 de 2020 Senado - 505 de 2020 Cámara “Por 
medio de la cual se aprueba el «Convenio constitutivo del fondo multilateral de inversiones III» y 
el «Convenio de administración del Fondo Multilateral de Inversiones III» aprobados mediante la 
resolución AG-8/17CII/, AG-4/17 y MIF/DE-13/17 de la Asamblea de Gobernadores del Banco 
Interamericano de Desarrollo, de fecha 2 de abril de 2017.” 
 
Bogotá D.C. junio 18 de 2021 
 
 
Honorable Senador 
ARTURO CHAR CHALJUB 
Presidente Senado de la República 
 
Honorable Representante 
GERMÁN ALCIDES BLANCO ÁLVAREZ 
Presidente Cámara de Representantes 
 
Ref.: Informe de conciliación al Proyecto de ley No. No. 313 de 2020 Senado y 505 de 2020 Cámara 
“Por medio de la cual se aprueba el «Convenio constitutivo del fondo multilateral de inversiones 
III» y el «Convenio de administración del Fondo Multilateral de Inversiones III» aprobados mediante 
la resolución AG-8/17CII/, AG-4/17 y MIF/DE-13/17 de la Asamblea de Gobernadores del Banco 
Interamericano de Desarrollo, de fecha 2 de abril de 2017.” 
 
Señores presidentes, 
 
Dando cumplimiento a la honrosa designación efectuada por las Presidencias del honorable 
Senado de la República y de la honorable Cámara de Representantes y, de conformidad con 
los artículos 161 de la Constitución Política y 186 y siguientes de la Ley 5° de 1992, los suscritos 
Senador y Representante, integrantes de la Comisión accidental de mediación, nos permitimos 
someter, por su conducto, a consideración de las Plenarias de Senado y de la Cámara de 
Representantes para continuar su trámite correspondiente, el texto conciliado del proyecto de 
ley de referencia.  
 
Cordialmente,  
                                           

Senador de la República                          
      

  
 

                                                            
 

  

 
 

 
 

 

2 

CONCILIACIÓN DE LOS TEXTOS APROBADOS EN PLENARIA DE CÁMARA DE REPRESENTANTES Y 
SENADO DE LA REPÚBLICA 
 
Con el fin de dar cumplimiento a la designación, los integrantes de la Comisión de Conciliación 
procedimos a realizar un estudio comparativo de los textos aprobados en la Plenaria del Senado 
de la República y de la Cámara de Representantes, en sesiones celebradas los días catorce (14) 
de diciembre de 2020 y veintisiete (18) de junio de 2021, respectivamente.  
 
De dicha revisión, encontramos diferencia en el artículo segundo, toda vez que, el texto del 
Senado de la República contiene la expresión “otorgados” y “7a “, mientras que el aprobado en 
la Cámara de Representante, la expresión “aprobados” y “7”, acogiendo el texto aprobado en 
la Cámara de Representantes, como se evidencia en el siguiente cuadro:  
 

TEXTO APROBADO EN PLENARIA 
DE SENADO DE LA REPÚBLICA 

TEXTO APROBADO EN PLENARIA DE 
LA CÁMARA DE REPRESENTANTES 

TEXTO ACOGIDO 
POR LA 

COMISIÓN 
ACCIDENTAL 

ARTICULO 1. Apruébense el 
«Convenio Constitutivo del 
Fondo Multilateral de Inversiones 
III» y el «Convenio de 
Administración del Fondo 
Multilateral de Inversiones III» 
aprobados mediante la 
Resolución AG- 8/17CII/, AG-
4/17 Y MIF/DE-13/17 de la 
Asamblea de Gobernadores del 
Banco Interamericano de 
Desarrollo, de fecha 2 de abril de 
2017.  

ARTICULO 1. Apruébense el 
«Convenio Constitutivo del Fondo 
Multilateral de Inversiones III» y el 
«Convenio de Administración del 
Fondo Multilateral de Inversiones III» 
aprobados mediante la Resolución 
AG- 8/17CII/, AG-4/17 Y MIF/DE-13/17 
de la Asamblea de Gobernadores 
del Banco Interamericano de 
Desarrollo, de fecha 2 de abril de 
2017.  

NO HAY CAMBIOS  

ARTICULO 2. De conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 1° 
de la Ley 7a de 1944, el 
«Convenio Constitutivo del 
Fondo Multilateral de Inversiones 
III" y el «Convenio de 
Administración del Fondo 
Multilateral de Inversiones III» 
otorgados mediante Resolución 
AG- 8/17CII/, AG-4/17 Y MIF/DE-
13/17 de la Asamblea de 
Gobernadores del Banco 
Interamericano de Desarrollo, de 

ARTICULO 2. De conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 1° de la Ley 7 
de 1944, el «Convenio Constitutivo 
del Fondo Multilateral de Inversiones 
III" y el «Convenio de Administración 
del Fondo Multilateral de Inversiones 
III» aprobados mediante Resolución 
AG- 8/17CII/, AG-4/17 Y MIF/DE-13/17 
de la Asamblea de Gobernadores 
del Banco Interamericano de 
Desarrollo, de fecha 2 de abril de 
2017, que por artículo de esta ley se 
aprueban, obligarán al país a partir 

Texto aprobado 
en la Cámara de 
Representantes.  
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fecha 2 de abril de 2017, que por 
artículo de esta ley se aprueban, 
obligarán al país a partir de la 
fecha en que se perfeccione el 
vínculo internacional respecto 
de los mismos. 

de la fecha en que se perfeccione el 
vínculo internacional respecto de los 
mismos. 

ARTÍCULO 3. La presente ley rige 
a partir de la fecha de su 
publicación. 

ARTÍCULO 3. La presente ley rige a 
partir de la fecha de su publicación. 

SIN CAMBIOS 

  
En consecuencia, los suscritos conciliadores, solicitamos a las Plenarias del honorable Congreso 
de la República, aprobar el texto conciliado del Proyecto de ley No. 313 de 2020 Senado y 505 
de 2020 Cámara “Por medio de la cual se aprueba el «Convenio constitutivo del fondo multilateral 
de inversiones III» y el «Convenio de administración del Fondo Multilateral de Inversiones III» 
aprobados mediante la resolución AG-8/17CII/, AG-4/17 y MIF/DE-13/17 de la Asamblea de 
Gobernadores del Banco Interamericano de Desarrollo, de fecha 2 de abril de 2017.” 
 
Cordialmente,  
 

                                                            
Senador de la República                                
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TEXTO CONCILIADO 
 

PROYECTO DE LEY No. 313 de 2020 SENADO y 505 de 2020 CÁMARA 
 

“Por medio de la cual se aprueba el «convenio constitutivo del fondo multilateral de inversiones 
III» y el «Convenio de administración del Fondo Multilateral de Inversiones III» aprobados 

mediante la resolución AG-8/17CII/, AG-4/17 y MIF/DE-13/17 de la Asamblea de Gobernadores 
del Banco Interamericano de Desarrollo, de fecha 2 de abril de 2017.” 

 
EL CONGRESO DE COLOMBIA  

 
DECRETA: 

 
ARTICULO 1. Apruébense el «Convenio Constitutivo del Fondo Multilateral de Inversiones III» y el 
«Convenio de Administración del Fondo Multilateral de Inversiones III» aprobados mediante la 
Resolución AG- 8/17CII/, AG-4/17 Y MIF/DE-13/17 de la Asamblea de Gobernadores del Banco 
Interamericano de Desarrollo, de fecha 2 de abril de 2017. 
 
ARTICULO 2. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de la Ley 7 de 1944, el «Convenio 
Constitutivo del Fondo Multilateral de Inversiones III" y el «Convenio de Administración del Fondo 
Multilateral de Inversiones III» aprobados mediante Resolución AG- 8/17CII/, AG-4/17 Y 
MIF/DE13/17 de la Asamblea de Gobernadores del Banco Interamericano de Desarrollo, de fecha 
2 de abril de 2017, que por artículo de esta ley se aprueban, obligarán al país a partir de la fecha 
en que se perfeccione el vínculo internacional respecto de los mismos. 
 
ARTÍCULO 3. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación. 

                                                 
Senador de la República                             
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